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PRÓLOGO
Esta publicación está dirigida a los agentes no tradicionales responsables 

de políticas, como son los ministros de finanzas y planificación de América 

Latina y el Caribe. Su objetivo es ofrecer un vistazo de ejemplos regionales 

existentes y limitados sobre cómo alcanzar políticas climáticas efectivas y 

paralelamente contribuir a su desarrollo económico y social sostenible.

Los objetivos de este documento son múltiples: (i) identificar opciones de 

políticas regionales de crecimiento probadas que a su vez contribuyan al 

desarrollo sostenible; (ii) brindar soluciones financieras públicas y privadas 

que puedan dar lugar a una transición justa; (iii) ofrecer consideraciones 

sobre paquetes de recuperación verde, que resulten factibles; que resulten 

relevantes; (iv) enmarcar estos elementos dentro de la economía políti-

ca regional (condición necesaria para su implementación efectiva); e (v) 

implementar brechas de conocimiento existentes, sugiriendo áreas de inves-

tigación nuevas que busquen apoyar la adopción de medidas relevantes.

Como región, américa latina y el caribe es altamente vulnerable al cambio 

climático. Históricamente, la región ha adoptado una postura que buscó 

priorizar la adaptación. Sin embargo, la rápida definición e implementación 

en la región del marco de las Contribuciones Determinadas a Nivel Nacional 

del Acuerdo de París (o NDC, por sus siglas en inglés) también dio lugar a 

ambiciosos proyectos de descarbonización, como también a considerables 

avances en los sectores de electricidad y transporte. Conforme los países 

preparan y presentan la segunda iteración de su NDC, surgen enfoques 

transversales, coordinados a través de las ramas y agencias del Estado; 

estos merecen consideración.

Para que los países de América Latina y el Caribe alcancen los objetivos 

propuestos en el Acuerdo de París, los gobiernos deben coordinar la 

planificación de desarrollo nacional, asignación de recursos y diseño de 

sus NDC. Un enfoque transversal efectivo, que abarque a todo el gobierno, 

requiere una fuerte participación de los ministerios de hacienda y de las 

agencias de planificación y presupuesto, como han reflejado algunos ejem-

plos regionales. Integrar el cambio climático implica cambiar el enfoque de 

que las políticas climáticas son un asunto de interés puramente ambiental. 

Por el contrario, llas respuestas de políticas sostenibles que incorporen una 

visión de sostenibilidad deben incorporarse a acciones gubernamentales 

ya existentes. A pesar de que los economistas se han centrado durante 

mucho tiempo exclusivamente en el precio del carbón, el cambio climático 

ya se está manifestando a través de impactos fiscales negativos que de-

berán ser tenidos en cuenta. En ese sentido, como sucede con los activos 



extraviados, la inclusión de una política climática en consultas del Artículo 

IV del FMI es un fuerte indicador que nuestros ministros de hacienda deben 

considerar.

Con poco margen presupuestario y el fantasma de otra década perdida 

amenazando a la región por la pandemia de coronavirus, el gasto público 

debe ser optimizado: todo gasto en infraestructura no resiliente es un de-

rroche. La rentabilidad, tanto económica como social, debe ser garantizada. 

Asimismo, resulta fundamental desarrollar mercados financieros locales 

verdes y sostenibles para atraer más soluciones financieras convenientes. 

Las crisis económicas a menudo abren ventanas para las oportunidades. 

Algunos programas de recuperación verde relevantes, como el Pacto Verde 

Europeo o las iniciativas de Estados Unidos sobre cambio climático y de 

recuperación laboral y económica aún no han sido implementados, pero 

de todos modos son dignos de consideración, sin olvidar las capacidades 

endógenas de la región.

En última instancia, serán los obstáculos políticos y económicos que en-

frenta la región los que determinarán el tipo de políticas que surjan para 

responder a la pandemia. Sin embargo, de no estar impulsados por la 

preocupación por la sostenibilidad ambiental, sus efectos serán, como mu-

cho, limitados. A medida que los gobernadores de instituciones financieras 

internacionales (IFI) como el Banco Interamericano de Desarrollo (BID) se 

embarcan en conversaciones para incrementar su capital de capital, surgen 

a la par preguntas sobre el el rol de las IFI en la transición hacia sendas de 

crecimiento sostenible.

Mauricio Cárdenas
Ex Ministro de Hacienda y Crédito 
Público de Colombia 

Profesor e Investigador Visitante Senior 
Centro de Política Energética Global 
Universidad de Columbia 

Co-Presidente del Grupo de Trabajo 
sobre Cero Emisiones Netas y Precios 
al Carbono de la  Coalición de Líderes 
para la Fijación de Precio al Carbono 

Juan Pablo Bonilla
Gerente del Sector de Cambio 
Climático y Desarrollo Sostenible

Banco Interamericano de Desarrollo
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RESUMEN EJECUTIVO 
Tras una década de auge económico y social, la región 
enfrenta crecientes presiones. El crecimiento económico 
per cápita ha estado retrayéndose desde 2013, en tanto 
las tensiones sociales escalan, alentando a que muchos 
jóvenes de la región tomen las calles. Hacia fines de 2019, 
surgieron protestas masivas en Santiago, Bogotá, La Paz 
y Quito, entre otras ciudades. Si no se las aborda adecua-
damente, las consecuencias sociales y económicas del 
brote de coronavirus (Covid-19 o Covid) exacerbarán los 
niveles previos de insatisfacción. Al mismo tiempo, los 
economistas ya están alertando sobre la pandemia del 
endeudamiento. Como región, América Latina y el Caribe 
se encuentra en una coyuntura crucial. Un mal manejo de 
la crisis podría dar lugar no sólo a otra década perdida, 
sino también a una seria inestabilidad política. En contras-
te, el diseño y la ejecución de políticas alineadas con el 
Acuerdo de París podrían encausar a la región por la sen-
da de un desarrollo sostenible efectivo. 
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En este momento crítico a nivel socioeconómico y político, el cambio climáti-

co representa un desafío formidable. El mundo enfrentará un calentamiento 

catastrófico e irreversible a menos que los gobiernos y ciudadanos cambien 

sus prioridades rápidamente. Mientras que los objetivos del Acuerdo de 

París apuntan a limitar el calentamiento global bien por debajo de los 2.0°C, 

preferentemente 1.5°C, por sobre los niveles preindustriales, la mayoría 

de los países de América Latina y el Caribe han firmado compromisos de 

perseguir una meta aún más ambiciosa.1 Efectivamente, de acuerdo con el 

Panel Intergubernamental sobre el Cambio Climático de las Naciones Unidas 

(IPCC), el calentamiento debería limitarse a 1.5°C por encima de los niveles 

preindustriales. De lo contrario, las consecuencias económicas y sociales 

podrían crecerán exponencialmente en gravedad. El calentamiento actual ya 

ha excedido un valor promedio de 1.0°C, y la resultante variabilidad climática 

ya es un factor de estrés adicional para los países y comunidades incapaces 

de lidiar con la variación climática actual.

El cambio climático, específicamente el riesgo climático y la percepción de 

inacción en este frente, es una fuente de malestar. Los eventos climáticos 

extremos son cada vez más frecuentes y generan un impacto despropor-

cionado sobre los sectores más vulnerables, lo que da lugar a niveles de 

insatisfacción cada vez más profundos. Muchos acusan a los gobiernos de no 

hacer lo suficiente y exigen mayor involucramiento. Transporte público limpio 

más eficiente, y aire más limpio en un sentido amplio, son solo algunas de 

las muchas peticiones que abarcan asuntos más politizados, como la prohibi-

ción del fracking. Sin embargo, las políticas que se enfocan en una transición 

verde y justa resultan viables. Encuestas mundiales comparativas resaltan el 

compromiso de la creciente clase media regional y su compromiso y apego 

hacia soluciones de política que incluyan las dimensiones ambientales.

En un sentido más amplio, el cambio climático juega un papel más significa-

tivo en las conversaciones nacionales actuales. El asunto está en el centro 

de la nueva asamblea constituyente de Chile, las políticas de Brasil sobre el 

Amazonas, los reclamos de los ciudadanos por la calidad del aire en ciudades 

por todo el mundo y los esfuerzos por desarrollar energías renovables en el 

Caribe y América Central, que han dependido históricamente de fuentes fósiles.

Los riesgos climáticos también impactan indirectamente sobre variables que 

constituyen una fuente de ansiedad en América Latina, donde la mayor parte 

de la población ahora pertenece a la llamada “clase vulnerable” (en otras 

palabras, el grupo socioeconómico que se encuentra entre la clase baja y la 

clase media consolidada).Aquí es importante entender cómo las consecuen-

cias de los “fenómenos climáticos extraordinarios”, cada vez más frecuentes 

pueden volver a empujar a estos hogares bajo el umbral de la pobreza. Los 

1 El Artículo 2 del Acuerdo de París, subsección (a) expresa que un objetivo incluye: “Mantener el aumento de la temperatura media 
mundial muy por debajo de 2°C con respecto a los niveles preindustriales, y proseguir los esfuerzos para limitar ese aumento de la 
temperatura a 1.5°C con respecto a los niveles preindustriales, reconociendo que ello reduciría considerablemente los riesgos y los 
efectos del cambio climático.” (Acuerdo de París en la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático, 2015, 
pág. 3).
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esfuerzos por reducir las emisiones de carbono también resultan alarman-

tes. Por ejemplo, los mineros del carbón, especialmente en unidades de 

producción de pequeña escala, temen por su futuro económico, y cual-

quier medida de transición energética, debe también ser una medida de 

transición justa, que considere el empleo y programas de reconversión o 

transición laboral. Reconociendo estas amenazas a la sostenibilidad, el FMI 

ahora incluye las políticas climáticas de cada país como parte de sus funda-

mentales consultas del Artículo IV.

Mientras que el cambio climático genera serias amenazas, también brinda 

oportunidades asociadas con la necesidad de generar infraestructura y vi-

viendas resilientes, así como el desarrollo de fuentes de energía renovable.

La información y el análisis de lo que están haciendo los países de América 

Latina para abordar estos asuntos son difusos. Claramente se deben estu-

diar experiencias positivas en algunas de las áreas y lecciones aprendidas 

en otras, para poder consolidar y replicar los próximos pasos a seguir en 

la región. El propósito de este análisis es hacer un balance de la situación 

actual de América Latina y contribuir sobre las maneras de responder efecti-

vamente a la emergencia climática con bajo costo y alto impacto.

Las políticas climáticas de América Latina y el Caribe se deben conversar en 

el contexto de una gobernanza democrática. Por lo tanto, dichos debates 

deben formar parte de un proceso que involucre a distintos actores y a me-

nudo requerirá contar con el apoyo de mayorías multipartidarias en el poder 

legislativo. En algunos casos, el poder judicial ha sido proactivo en abordar 

asuntos relacionados con el clima. A pesar de ser algo bastante común, la 

judicialización de las decisiones climáticas no siempre constituye un buen 

sustituto para la inacción de las ramas ejecutiva y legislativa.

Las políticas climáticas también deben tener en cuenta el contexto de los 

elevados niveles de pobreza y desigualdad en Latinoamérica. Deben ser 

muy cuidadosas de buscar soluciones a los problemas que afectan a gran 

parte de la población, en lugar de perjudicarlos. La recesión que el Covid-19 

trae aparejada es otro elemento a tener en cuenta. Las políticas climáticas 

deben ser compatibles con una robusta recuperación económica.

Este documento analiza las tendencias generales de las políticas climáticas 

de la región. El análisis se centra en las experiencias de un grupo de países 

que capturan la esencia del debate. No obstante, se debe tener la siguiente 

precaución: América Latina y el Caribe es una región extremadamente di-

versa, lo que significa que las experiencias de países específicos no deben 

ser utilizadas para hacer generalizaciones. La manera en que interactúan 

agentes privados y públicos, el rol de los gobiernos nacionales y subnacio-

nales, las opciones de políticas disponibles y la interrelación entre ciencia y 

política varían de país a país.

Si bien el presente informe evitará hacer recomendaciones generalizadas, 

sí ofrecerá ciertos lineamientos generales sobre lo que ha funcionado y lo 

que no, y presentará los pasos a tener en cuenta para futuras políticas.



   13



14 Políticas Climáticas en América Latina y el Caribe

C A P Í T U L O  1

LAS LIMITACIONES DE 
LAS POLÍTICAS DE CARA 
A LA CRISIS CLIMÁTICA



La política climática se desarrolla sobre un 
robusto cuerpo de evidencia científica. Este 
capítulo ofrece una revisión no exhaustiva 
de ciencia climática, sus orígenes y 
su evolución en el complejo cuerpo 
multidisciplinario de conocimiento en 
que se ha convertido. Destaca sus límites 
y restricciones actuales para justificar la 
necesidad de adoptar instrumentos más 
robustos para la formulación de políticas 
que contemplen la incertidumbre.
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EN EL COMIENZO…
La ciencia que establece las consecuencias de la actividad humana sobre 

la atmósfera, a través de la concentración de gases de efecto invernadero 

(GEI) y el resultante cambio climático antropogénico tiene una larga historia. 

Podemos establecer el zocalo de esta ciencia en las observaciones hechas 

por Horace-Bénédict de Saussure (1779) sobre las variaciones de tempera-

turas en zonas montañosas. Complementando los experimentos científicos 

de Saussure, el matemático francés Jean Baptiste Fourier sentó las bases 

científicas que describen el efecto invernadero en 1824 (Fourier, 1824). 

Esta obra fue completada por el científico sueco Svante Arrhenius en 1896, 

quien determinó el rol de los GEI en las variaciones de temperatura entre 

períodos glaciales e inter-glaciales (Arrhenius, 1897). 

Durante el Siglo XX, se continuaron observando las variaciones sobre 

las temperaturas promedio mundiales inducidas por el ser humano. Las 

investigaciones realizadas por E.O. Hulburt en 1931, en el Laboratorio de 

Investigación Naval de Estados Unidos, ofrecieron evidencia empírica 

confirmando la relación entre la concentración atmosférica de CO2 y 

el aumento de la temperatura promedio a nivel del mar, a la vez que se 

calculaban las peligrosas consecuencias de duplicar las emisiones de CO2 

(Hulburt, 1931). En 1958, Charles David Keeling comenzó a medir los niveles 

de CO2 atmosférico, descubriendo incrementos anuales alarmantes. Uno 

de sus hallazgos principales fue que los niveles de concentración de CO2 

no habían variado más allá de las diferencias estacionales, en más de 1% 

durante millones de años, hasta mediados del siglo XIX, cuando los seres 

humanos comenzamos a quemar cantidades considerables de fuentes 

fósiles para generar electricidad (ver Figura 1.1). 

Si bien la existencia de fuerzas externas antropogénicas que originan 

cambios masivos en los sistemas del planeta es relativamente reciente, la 

historia climatológica nos enseña que no es la primera vez que los seres 

humanos han tenido que enfrentar eventos climáticos extremos. La historia 

nos ofrece muchos ejemplos de situaciones en las que las personas no 

lograron adaptarse a los patrones climáticos, lo que en casos extremos dio 

lugar al colapso de civilizaciones enteras.

Peter Demenocal (2001) documentó el colapso del Imperio Acadio (alrede-

dor del 4200 año calendario AP) durante el Holoceno tardío.2 Kathayat et al. 

(2017) exponen la manera en que las variaciones en el monzón del verano 

en India afectaron las configuraciones sociopolíticas del subcontinente 

Indio, resultando en la caída de Harappa y el declive de la civilización del 

valle del Indo. Llamativamente, la única civilización de la Edad de Bronce 

2 AP se utiliza como forma de expresar el tiempo “antes del presente” y es comúnmente utilizado por arqueólogos, geólogos y otros 
científicos para medir el tiempo utilizando la referencia de envejecimiento del radiocarbono. El Tiempo Presente es representado 
por el año 1950, la fecha más cercana a la implementación y uso de la datación radiométrica.
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que se adaptó exitosamente a los patrones del cambio climático fue el 

imperio egipcio. En contraste a lo que sucedió con el imperio hitita, los 

antiguos egipcios, liderados por Ramsés II, planificaron y adoptaron nuevos 

cultivos y prácticas agrícolas que le permitieron al imperio sobrevivir tras 

una serie de sequías que ocurrieron durante la segunda mitad del siglo XIII 

antes de nuestra era (aproximadamente 3200 años AP) hasta el fin del siglo 

XII antes de nuestra era (Finkelstein et al., 2017). 

En América Latina, es muy probable que el no haber podido comprender 

y adaptarse a los cambios en los patrones climáticos del Holoceno haya 

jugado un importante papel en la caída de los imperios clásico Maya, 

Tiahuanaco y Mochica (Demenocal, 2001). Llegando a la actual era geo-

lógica del Antropoceno, y más relevante, es el ejemplo de Angkor, capital 

del Imperio jemer durante los siglos XIV y XV de nuestra era. Buckley et al. 

(2010) explican empíricamente cómo una civilización con las habilidades de 

planificación e ingeniería suficientes para adaptarse a períodos de sequía y 

alto monzón, y que había logrado construir la ciudad hidráulica de Angkor, 

pudo fallar. Las medidas de adaptación que implementaron Las medidas de 

adaptación previstas por los ingenieros de Angkor, no solo no alcanzaron, 

sino que estos no contaron con la capacidad ni los recursos para adap-

tarse al ritmo creciente de variabilidad climática, ni a la resultante fuerza e 

intensidad de un monzón que pasó a ocurrir en periodos que se extendie-

ron entre años y décadas. De hecho, es probable que las fuerzas climáticas 

hayan exacerbado un sistema de gobierno ya debilitado, lo que dio lugar a 

la caída del increíble complejo urbano del Gran Angkor y su reino.

FIGURA 1.1 

La Curva de Keeling y datos sobre el núcleo de hielo revelan la incidencia de actividad 
antropogénica en el ciclo del carbono
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FUENTE: Reproducido del gráfico de The Relentness Rise of Carbon Dioxide, by NASA Global Climate Change, (n.d.-a.),   
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MODELANDO EL CAMBIO CLIMÁTICO ANTROPOGÉNICO
El cambio climático antropogénico amenaza con desafíos aún más com-

plejos que los enfrentados anteriormente. El complejo sistema planetario 

ya está lidiando con las consecuencias físicas y económicas de un calenta-

miento de 1.0°C. 

En un modelo de crecimiento que siga como hasta ahora, un aumento de 

1.5°C en la temperatura media, lo que probablemente alcanzaremos a la 

brevedad, exacerbaría las consecuencias del cambio climático con efectos 

disruptivos sobre los ecosistemas. Superando los 2.0°C, se combinarían 

complejas interacciones negativas entre los sistemas terrestres que comen-

zarían a aumentar en frecuencia y magnitud. Entre 1.5°C y 2.0°C, el Panel 

Intergubernamental sobre el Cambio Climático de las Naciones Unidas prevé 

una exposición sustancialmente elevada a riesgos climáticos múltiples e 

intrincados.3 Superar este umbral resultará en una serie de riesgos climáticos 

complejos causados por una cascada de puntos de inflexión, la mayoría de 

los cuales son demasiado complejos para integrarlos con precisión en los 

modelos existentes (ver Figura 1.2).4 Esta dinámica sucede dentro del com-

plejo sistema planetario, en el que el cambio climático antropogénico es sólo 

uno de los factores de riesgo ambiental y socioeconómico (ver Figura 1.3). 

Los modelos climáticos han mejorado en décadas recientes y los modelos 

anteriores han sabido predecir correctamente muchas de las consecuen-

cias observables del cambio climático. No obstante, estos modelos no han 

podido contemplar las dimensiones de las amenazas físicas, humanas y 

económicas (Schmidt, 2007; Hausfather et al., 2020). La ciencia climática 

ha dado enormes pasos y continúa haciéndolo. Sin embargo, los agentes 

responsables de la formulación de políticas deben actuar con la ciencia de 

la que se dispone en la actualidad, y lo que es más importante aún, con un 

nivel de incertidumbre considerable tanto en relación con la magnitud de las 

consecuencias, como de las políticas ambientales con las que deben operar.

Para alcanzar determinado nivel de homogeneidad en el conoci-

miento, la Organización de las Naciones Unidas (ONU) creó el Grupo 

Intergubernamental de Expertos sobre el Cambio Climático (GIECC o IPCC 

por sus siglas en ingés) para que fuera el cuerpo científico destinado a 

brindar a los gobiernos la información científica necesaria para que puedan 

3 Las proyecciones de aumento de temperaturas se miden en contraste a los niveles preindustriales, tomando como referencia las 
temperaturas promedio del siglo XIX.

4 Un punto de inflexión se define como un umbral pasado el que se da un cambio sistémico. Lenton et al. (2008) definen, por 
extensión, a un elemento de inflexión como un componente de gran escala del sistema planetario susceptible de traspasar 
un punto de inflexión. La retroalimentación del ciclo del carbono podría, sin embargo, dar lugar a una cascada de puntos de 
inflexión. Llevada al extremo, esta cascada de puntos de inflexión podría transformar a nuestro planeta hasta convertirlo en 
un hipotético invernáculo. El Planeta Invernadero se caracteriza por un efecto invernadero descontrolado, como ocurre en 
Venus. El IPCC expresa que es virtualmente imposible que ocurra este escenario extremo como consecuencia de las actividades 
antropogénicas por sí solas. Sin embargo, las consecuencias de las cascadas de puntos de inflexión pueden ser lo suficientemente 
peligrosas para afectar el desarrollo socioeconómico en maneras que aún no somos capaces de comprender.



FIGURA 1.2 

Mapa Global de Cascadas de Puntos de Inflexión
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FUENTE: Reproducido de  Trajectories of the Earth System in the Anthropocene, by Steffen, W., Rockström, J., Richardson, K., 
Lenton, T. M., Folke, C., Liverman, D., Summerhayes, C. P., Barnosky, A. D., Cornell, S. E., & Crucifix, M., 2018, Proceedings of 
the National Academy of Sciences, 115(33), p. 8255. CC-BY-NC-ND-4.0.
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desarrollar políticas ambientales. En un proceso de revisión abierto y trans-

parente, expertos académicos de los 195 países miembros del IPCC revisan 

y preparan información para cumplir con esta misión. El IPCC desempeña 

un rol fundamental, ayudando a que los responsables políticos conozcan las 

opciones viables e identificando la evidencia empírica más robusta desde 

lo teórico.

No obstante, es posible que las predicciones del IPCC subestimen las con-

secuencias físicas, humanas y económicas del cambio climático (DeFries et 

al., 2019). Por lo tanto, si bien ofrecen un fundamento científico razonable 

para los responsables políticos, debería tenerse en cuenta que los esce-

narios planteados son optimistas. Aun así, estas favorables predicciones 

constituyen un fuerte argumento para la acción climática (Cai et al., 2016).

Defries et al. (2019) consideran tres tipos de procesos físicos que los mode-

los existentes dejan de lado y que, tomados en conjunto, distorsionan las 

consecuencias del calentamiento por encima de 1.5°C, haciéndolo verse 

menos grave de lo que sería en realidad. Una primera serie de elementos 

tiene que ver con limitaciones estructurales a las capacidades actuales de 

generación de modelos climáticos, comenzando con las limitaciones que 

existen hoy en la ciencia climática. De hecho, existen “factores desconoci-

dos conocidos” en la ciencia climática, que se ve limitada por las fronteras 

externas del cuerpo de conocimiento existente. Esto es particularmente re-

levante, ya que cuanto mayor sea la cantidad de emisiones a la atmósfera, 

o forcejo climático antropogénico, mayor es el flujo de retroalimentaciones 

positivas en materia de cambio climático, cuyos amplios efectos se vuel-

ven demasiado complejos para que los responsables políticos puedan 

comprenderlos adecuadamente en el acotado tiempo con el que cuentan 

para alcanzar la meta de cero emisiones netas. Conforme el clima se altera, 

ocurren diferentes interacciones entre los sistemas terrestres que son típi-

camente estudiadas de manera individual. Desafortunadamente, nuestras 

capacidades actuales nos limitan en el conocimiento o capadidad de prever 

las consecuencias de las interacciones entre estos sistemas en un clima 

cambiante. Por lo tanto, el desarrollo de modelos climáticos es necesario, 

pero resulta insuficiente como instrumento para la formulación de políticas. 

Los modelos también se ven limitados por su capacidad de comprender 

exhaustivamente los efectos compuestos. Por ejemplo, simular las con-

secuencias de muchos años de sequía inducida por el clima, se vuelve 

exponencialmente complejo y difícil. Las sequías afectan a las poblaciones 

locales amenazando su seguridad alimentaria, pero también dan lugar a 

pobreza, migración y violencia. A su vez, los movimientos migratorios ponen 

presión sobre los destinos en los que dichas poblaciones se reasentan, que 

también podrían estar sufriendo consecuencias climáticas. Estos efec-

tos gobernanza debilitada y a resultantes limitantes fiscales, añaden otra 

dimensión de complejidad, en especial para los responsables políticos que 

se apoyan en simulaciones que simplifican en exceso los elementos a tener 

en cuenta para la toma de decisiones (ver Figura 1.4). Emplear modelos de 

equilibrio general simples para predecir los costos económicos del cambio 
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Causas y Efectos del Calentamiento Global y del Cambio Climático
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climático, por ejemplo, deja afuera a muchas dimensiones que ocultan gra-

ves consecuencias económicas. En la actualidad, la reducción en los costos 

de la capacidad computacional y los avances en los instrumentos normati-

vos como el marco XLRM de RAND para la Toma de Decisiones Robustas 

(RDM por sus siglas en inglés), ofrecen enfoques que resultan en mayor 

precisión y practicidad para los responsables de las políticas económicas 

(Lempert et al., 2006).5 

Una segunda serie de elementos que está subestimada en las pro-

yecciones actuales se relaciona con los procesos cuyos impactos y 

consecuencias no comprendemos por completo, como: (i) las dinámicas e 

hidrología de la capa de hielo y de la plataforma de hielo flotante; (ii) fuertes 

tormentas e inundaciones, incluyendo tornados, ciclones tropicales y lluvias 

torrenciales; (iii) la erosión costera y sus impactos sobre la infraestructura; 

(iv) pérdida progresivas de ecosistemas; (v) círculos retroalimentadores que 

aceleran el cambio climático, incluyendo el deshielo de la capa permanente 

de hielo y la muerte forestal; y (v) olas de calor extremo, sequías e incendios 

naturales asociados.

Por último, la tercera serie de elementos está constituida por procesos que 

han sido identificados y son normalmente comprendidos, pero que no están 

correctamente representados en las simulaciones. Entre ellos se incluyen: 

(i) respuestas políticas, como los efectos de las políticas de comercio e 

integración y sus impactos sobre la seguridad alimentaria y precios (Nelson 

et al., 2014); (ii) respuestas de adaptación; (iii) respuestas a eventos extre-

mos como shocks alimentarios y destrucción de bienes; (iv) impactos sobre 

la salud y productividad producto de los cambios climáticos, incluyendo 

eventos extremos como incendios espontáneos y brotes de enfermedades, 

y sus interacciones con la contaminación del aire (Watts et al., 2018); y, (v) los 

elementos determinantes de la productividad agrícola y las consecuencias 

del clima sobre los precios y la demanda.

Según el Climate Action Tracker, las actuales políticas de business as usual 
podrían dar lugar a un incremento de hasta 4.1°C en la temperatura mundial 

promedio (ver Figura 1.5).6 En contraste, el objetivo central del Acuerdo de 

París busca “mantener el aumento de la temperatura media mundial muy 

por debajo de 2°C con respecto a los niveles preindustriales, y proseguir los 

esfuerzos para limitar ese aumento de la temperatura a 1.5°C con respecto 

a los niveles preindustriales”. (Acuerdo de París en la Convención Marco de 

las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático, 2015). Lamentablemente, 

si los compromisos y metas de los países bajo el régimen de las NDC del 

Acuerdo de París continúan como en la actualidad, y si se implementan 

5 La Toma de Decisiones Robustas (RDM por sus siglas en inglés) es un instrumento para el desarrollo de políticas, creado por 
RAND, que implica la rigurosa combinación de planificación de escenarios y potentes cálculos para apoyar a los responsables de 
las tomas de decisiones, ayudándolos a (i) identificar potenciales estrategias robustas para futuros inciertos; (ii) identificar las 
vulnerabilidades de dichas estrategias; y (iii) evaluar los beneficios y perjuicios de cada alternativa

6 El Climate Action Tracker es un análisis científico independiente que monitorea la acción del gobierno y la compara contra los 
objetivos del Acuerdo de París, mundialmente acordados. Monitorea a 36 países y a la EU, lo que representa alrededor del 80% de 
las emisiones de GEI a nivel mundial.



 Las Limitaciones de las Políticas de Cara a la Crisis Climática 23

todas las medidas en los plazos necesarios, se prevé que la temperatura 

del planeta aumentará 3.5°C, sobrepasando la capacidad de la mayoría 

de los países de gestionar las consecuencias. A medida que los países 

entregan nuevas versiones de sus NDC, como se expresa en el llamado 

“mecanismo de ambición” del Acuerdo de París, se vuelve fundamental que 

estos no solamente incluyan metas de temperatura más robustas, sino, más 

importante aún, mecanismos de implementación efectivos para el cumpli-

miento de dichas metas.

El punto clave es que, al superar cierto umbral de elevación de la tem-

peratura, se vuelve exponencialmente más difícil monetizar y medir las 

consecuencias económicas del cambio climático con efectividad. Por enci-

ma de los 3.0°C, las estimaciones de lo que William Nordhaus ha dado en 

llamar las “funciones de daño” del modelo DICE son virtualmente inexisten-

tes (Nordhaus & Sztorc, 2013) y las proyecciones mismas se vuelven poco 

fiables dado que sus asunciones intrínsecas subrepresentan las consecuen-

cias del clima sobre crecimiento, daño y riesgos.7 Keen (2020) afirma que la 

7 El modelo Integrado Dinámico de Clima y Economía (Dynamic Integrated Climate-Economy model, o DICE) fue desarrollado por 
W. Nordhaus como un modelo de evaluación integrado que busca integrar la economía, el ciclo del carbono y la ciencia climática y 
sus impactos.

FIGURA 1.5. 

Rastreador de Acción Climática (CAT): Los Actuales Compromisos de NDC Son Insuficientes
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FUENTE: Reproducido de Global update: Paris Agreement Turning Point, by Climate Analytics & New Climate Institute, 2020a,  
Climate Action Tracker, https://climateactiontracker.org/publications/global-update-paris-agreement-turning-point/. Copyright 
© 2009-2021 by Climate Analytics and NewClimate Institute. 
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función de daño de Nordhaus es extremadamente optimista en relación con 

la ciencia climática actual. Por lo tanto, una parte sustancial de la actividad 

económica (alrededor del 90% del PIB) se encuentra completamente a 

resguardo de los impactos climáticos en el modelo, en tanto la evidencia 

científica y empírica sostiene lo contrario. Debido el desarrollo económi-

co, los eventos climáticos son considerados perturbaciones específicas 

y limitadas. Dietz y Stern (2015) analizan en detalle por qué la mayoría de 

los modelos de evaluación integrados (IAM, por sus siglas en inglés) son 

instrumentos limitados en el caso de política climática. Por último, Lenton 

y Ciscar (2013) subrayan la diferencia entre el conocimiento científico que 

existe sobre los puntos de inflexión, y la incapacidad de los IAM de reflejar 

y representar estos cambios en su totalidad.

EL PRECIO DE LA INACCIÓN
La vulnerabilidad climática es un concepto práctico para evaluar el poten-

cial peligro que supone el cambio climático en tres áreas: (i) exposición al 

riesgo; (ii) sensibilidad al riesgo; y (iii) capacidad de adaptación. Mientras 

que el concepto de “exposición climática” se relaciona con aquellos bienes 

humanos y físicos que pueden verse amenazados por eventos climáticos 

extremos, la “sensibilidad” hace referencia a la magnitud del impacto. La 

“capacidad de adaptación” se define como los sistemas necesarios para 

gestionar la exposición y reducir el impacto, incluyendo la generación de 

datos, la formulación de políticas basadas en evidencia y la coordinación 

de mecanismos de entrega, con frecuencia caracterizada por complejos 

marcos de gobernanza transversales y multisectoriales. Otra complicación 

que enfrentan las políticas de adaptación es que los parámetros geofísicos 

evolucionan constantemente.

Si bien los modelos de simulación pueden resultar limitados, las conse-

cuencias del “efecto dominó” y los puntos de inflexión pueden ser muy 

claramente ilustrados mediante ejemplos concretos. Basándose en un 

modelo de simulación, Sampaio et al. (2007) concluyeron que si el 40% del 

Amazonas fuera deforestado, el cambio climático y la propagación de in-

cendios asemejarían a las partes oriental, sur y central de la Amazonía a una 

sabana en poco tiempo. Este modelo también arrojó un resultado semejan-

te si se perdiera entre el 20% y el 40% de la cubierta, o si el calentamiento 

excediera los 4.0°C. Lovejoy y Nobre (2018) sostienen que las recientes se-

quías extremas en la región amazónica probablemente reflejen el comienzo 

de estos puntos de inflexión y recomiendan protegerse desarrollando 

un margen de seguridad. Para verificar los escenarios planteados en las 
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simulaciones, se confirman las predicciones con la historia: en los últimos 

60 años, se ha perdido casi el 20% de la selva amazónica y el calentamien-

to regional promedio alcanza 1.0°C.

Uno de los mayores problemas con estas dinámicas está relacionado 

con el “sesgo de extrapolación”. En la economía conductual y las finanzas 

conductuales, el “sesgo de extrapolación” se refiere a la tendencia a sobre-

dimensionar los eventos recientes a la hora de realizar predicciones sobre 

el futuro. De hecho, en observancia de los procedimientos de políticas ba-

sadas en “mejor escenario”, los encargados de tomar decisiones observan 

eventos climáticos extremos pasados para formular sus estimaciones sobre 

los costos humanos, físicos, económicos y fiscales del cambio climático. 

Esta opción se basa en un punto de referencia estático contra el cual se 

comparara el progreso. Lamentablemente, la física del cambio climático 

implica que la base de referencia sea dinámica, y, por ende, quienes desa-

rrollan las políticas deberán adoptar otros instrumentos. El robusto marco de 

análisis RDM ofrece estos instrumentos, como el enfoque de vías dinámicas 

de políticas de adaptación (DAPP), que incluyen y contemplan explícitamen-

te las decisiones a lo largo del tiempo (Kwakkel et al., 2015) (ver Figura 1.6). 

Aun si un modelo logra contemplar muchas de las complejas interacciones, 

es importante comprender las limitaciones y restricciones de la adaptación 

al cambio climático. Puede resultar económicamente viable que ciudades 

como Londres, Miami o Venecia inviertan en protegerse contra el aumento 

del nivel del mar, así como en mejores sistemas de salud para lidiar con olas 

de calor extremas. En un planeta 1.5 °C más cálido, el 13,8% de la población 

mundial se vería expuesto a olas de calor severas al menos una vez cada 

cinco años. Esta cifra asciende a 36,9% en un escenario de calentamiento 

de 2.0°C, lo que equivale a unos 1.700 millones de personas adicionales 

(Dosio et al., 2018). El porcentaje de población afectada se eleva expo-

nencialmente a medida que se eleven las temperaturas, como también lo 

hacen la intensidad, la frecuencia y los costos aparejados a eventos climá-

ticos extremos (Swiss Re, 2020). Esto se traduce en costos más elevados, 

que ya están siendo documentados. Los primeros modelos de simulación 

climática analizaban y predecían daños sobre una base anual y quinquenal. 

Las manifestaciones climáticas se han vuelto tales que actualmente NOAA y 

Swiss Re, entre otros, han adoptado una frecuencia mensual para analizar la 

evolución de los daños. En América Latina y el Caribe, la mayor parte de la 

riqueza de la región se concentra en las ciudades costeras y áreas urbanas 

y periurbanas. Si las ciudades logran emplear suficientes recursos para 

implementar algunas medidas de adaptación, los aglomerados costeros pe-

riurbanos contarán con menos recursos para reaccionar. Lamentablemente, 

la mayoría de las cifras disponibles de costos y daños se obtienen en 

países más desarrollados, dando lugar a una importante brecha de cono-

cimiento. Un informe de 2014 del Instituto de Recursos Mundiales señala 

las presiones fiscales y económicas que generaría la elevación del nivel 

del mar para ciudades adineradas como Miami (Tompkins & Deconcini, 
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FIGURA 1.6. 

Enfoque de Vías Dinámicas de Políticas de Adaptación (DAPP)
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FUENTE: Reproducido de Designing Adaptive Policy Pathways for Sustainable Water Management Under Uncertainty: 
Lessons Learned from Two Cases., by Haasnoot, M., Kwakkel, J. H., and Walker, W. E., 2012. CC BY 4.0
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2014), pero existen pocas investigaciones comparables sobre ciudades 

latinoamericanas. Los cálculos a nivel mundial indican que aun realizan-

do inversiones constantes en adaptación para salvaguardarse contra la 

probabilidad de inundaciones, los hundimientos y la elevación del nivel del 

mar representarán pérdidas en el orden de los US$60.000 a US$63.000 

millones al año llegado 2050 (Hallegate et al., 2013). Sin medidas de adap-

tación, los costos superarían el US$1 billón anual. Un informe reciente de la 

Administración Nacional Oceánica y Atmosférica (o NOAA, por sus siglas en 

inglés) señala que, en 2020, Estados Unidos sufrió 22 eventos climáticos, 

con pérdidas superiores a US$1.000 millones por cada evento. Entre 1980 y 

2020, Estados Unidos sufrió 285 desastres climáticos, por un costo total de 

US$1,875 billones (NOAA, 2021).

Galindo (2021), siguiendo a Dell et al. (2009), aborda esta brecha de cono-

cimiento en América Latina, basándose en datos transversales y de panel. 

Sus cálculos indican que un aumento de 1°C en la temperatura es capaz de 

reducir el PIB per cápita en 8,5% basándose en datos de distintos países, y 

entre 1,1% y 1,9% si se tienen en cuenta datos municipales. Burke et al. (2015) 

calculan una caída del 23% en el PIB global per cápita para 2100, con una 

contracción superior en América Latina (entre 70% y 75% para 2100), obser-

vándose significativas diferencias entre países (ver Figura 1.7). Más aun, a 

través de un modelo de simulación con datos de panel, Burke y Tanutama 

(2019) prevén importantes efectos de la temperatura sobre el ingreso per 

cápita en los países tropicales que sean al menos un 5% más pobres y no 

realicen adaptaciones relevantes.
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FIGURA 1.7. 

Efectos del aumento de la temperatura sobre la renta per cápita. Estimaciones basadas en 
Burke et al. (2015)
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FUENTE: Datos de Burke et al. (2015)
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C A P Í T U L O  2

EN EL OJO DE 
LA TORMENTA



A pesar de la gran variación que existe 
en la región, los países comparten un 
elevado nivel de vulnerabilidad a las 
consecuencias del cambio climático. En 
algunas subregiones, esta vulnerabilidad 
está mayormente motivada por fenómenos 
naturales mientras que, en otras, las 
brechas en la capacidad adaptativa 
representan la principal causa. Este 
capítulo ilustra la naturaleza dominante 
del cambio climático y su influencia sobre 
los factores de desarrollo socioeconómico. 
También ofrece un panorama general de 
las metodologías que buscan monetizarlos.
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VULNERABILIDAD CLIMÁTICA EN AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE
Existen múltiples esfuerzos reconocidos para medir y clasificar los países 

según su vulnerabilidad. En los últimos 20 años, el Índice de Adaptación 

Global de la Universidad de Notre Dame (ND-GAIN), se ha desempeñado 

en aplicar más de 45 indicadores en 181 países para medir tanto la vulne-

rabilidad climática como el nivel de preparación de los diferentes lugares 

del mundo (Iniciativa de Adaptación Global de Notre Dame, 2020). Otros 

esfuerzos a nivel regional permiten mayor precisión, como el Índice de 

Vulnerabilidad ante Shocks Climáticos del Caribe (Stennett-Brown et al., 

2019) o el Índice de Vulnerabilidad del Banco de Desarrollo del Caribe (Ram 

et al., 2019). El Índice de Riesgo Climático Global (IRC) de Germanwatch 

analiza dimensiones similares y complementarias de las consecuencias 

del cambio climático (Germanwatch, 2020). Todos los índices confirman las 

predicciones de los informes principales del IPCC de la comunidad cientifi-

ca mundial y destacan la necesidad de crear capacidad adaptativa a niveles 

nacional y subnacional.

El perfil de vulnerabilidad de la región es evidente. A pesar de que las clasi-

ficaciones de los países varían año a año, tomando los datos entre los años 

1995 y 2018, el índice de Germanwatch ubica a varios países de América 

Latina y el Caribe entre los 10 más vulnerables al cambio climático.8 Lo mismo 

sucede con los 25 países más vulnerables (10 de los cuales se encuentran 

en la región). Cabe destacar que América Central y el Caribe son dos de las 

zonas geográficas más vulnerables del mundo (ver Figuras 2.1 y 2.2).9

Todos los países de América Latina y el Caribe han ratificado el Acuerdo 

de París y prácticamente todos los de la región han adherido al objetivo 

más ambicioso de limitar los aumentos de temperatura a 1.5°C (ver Figura 

2.3). Mientras que París apunta a mantener el aumento de la temperatura 

“muy por debajo de 2 °C”, la región se ha embarcado en el objetivo de 

estabilizar el incremento de la temperatura en 1.5°C. De hecho, la diferen-

cia entre 1.5°C y 2.0°C puede poner en riesgo que cientos de millones de 

personas más caigan en la pobreza, y exponer a un 50% más de la pobla-

ción al estrés hídrico y otras fuentes de escasez (IPCC, 2018). Comprender 

las manifestaciones físicas y los impactos económicos resultantes para una 

región expuesta a un incremento promedio de 1.5°C puede resultar titánico. 

Es en estos frentes que las autoridades nacionales buscan apoyo en las 

proyecciones realizadas por el IPCC. No obstante, la articulación de ciencia 

climática compleja con la formulación de políticas, puede resultar apabu-

llante. El rol de los Bancos Multilaterales de Desarrollo (BMD) en ayudar a 

diseñar políticas probadas y transformadoras es esencial teniendo en cuenta 

8 El número de países vulnerables en la región varía cada año, ya que la clasificación es en parte una función de los eventos 
hidrometeorológicos extremos inducidos por el cambio climático. En los últimos 25 años, un mínimo de 4 y un máximo de 8 
países de América Latina y el Caribe se han hallado entre los 10 países muy vulnerables.

9 Entre 1998 y 2017, los países o territorios más vulnerables de la región y su posición eran: Puerto Rico (1); Honduras (2); Haití 
(4); Nicaragua (6); Dominica (10); República Dominicana (12); Guatemala (14); El Salvador (16); Bahamas (22); y Granada (24) 
(Germanwatch, 2020).



FIGURA 2.1. 

Frecuencia de Eventos Hidrometeorológicos Extremos por Causas Climáticas en América 
Latina y el Caribe, 1980 – 2017
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FUENTE: Reproducido de Estimating the Fiscal Impact of Extreme Weather Events por Alejos, L., 2018.

FIGURA 2.2. 

Países más Afectados por el Cambio Climático, 1998-2017
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FIGURA 2.3. 

Países de América Latina y el Caribe que Suscribieron al Objetivo de 1.5 Grados Celsius en la 
COP25
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que, de mantenerse los escenarios actuales, el planeta va camino a alcanzar 

el aumento de 1.5°C en 2030. 

Las pérdidas y daños siguen curvas de crecimiento exponenciales con 

temperaturas promedio más elevadas. Para 2017, el planeta ya había al-

canzado un calentamiento promedio de 1.0°C en comparación a los niveles 

preindustriales. Algunas regiones habían alcanzado los 1.5°C (IPCC, 2018), el 

índice de calentamiento más veloz de la historia del planeta (Observatorio 

de la Tierra de la NASA). Los datos de Estados Unidos ayudan a compren-

der estos riesgos: 2019 fue el sexto año consecutivo en el que el país sufrió 

desastres climáticos equivalentes a US$10.000 millones o más, lo que 

confirma una tendencia que se ha ido agravando en los últimos 40 años 

(Smith, 2020). Las manifestaciones físicas de estos aumentos ya se pueden 

observar: las temporadas de incendios forestales se extienden y aumentan 

los daños económicos en grados de magnitud crecientes. En California, la 

aseguradora Munich Re (2019) adjudica pérdidas por US$24.000 millones 

al cambio climático, consecuencia de los incendios forestales y de una 

ausencia de planificación territorial efectiva. Si bien las relaciones estricta-

mente causales entre cambio climático y frecuencia de los huracanes sigue 

siendo un tema de debate científico, el rol que cumple el cambio climático 

en amplificar estos fenómenos climáticos, como así también las lluvias y 

tempestades, es aceptado (Mann et al., 2017). 

Las consecuencias económicas de estos eventos climáticos para América 

Central y el Caribe han sido severas. Entre 1950 y 2016 (WTF), el Caribe su-

frió 324 desastres inducidos por el clima, que se llevaron las vidas de más 

de 250.000 personas y dieron lugar a pérdidas equivalentes a US$22.000 

millones (FMI, Departamento de Comunicaciones, 2018). Tomando como 

referencia la evidencia de los últimos 30 años, América Central es la región 

tropical que ha sido más golpeada por el cambio climático (Giorgi, 2006). 

Entre 2000 y 2009, 39 huracanes impactaron contra la Cuenca del Caribe, 

contra 15 en la década de 1980 y solamente 9 en la década de 1990 

(Galindo et al., 2010). A nivel regional, la frecuencia de los eventos climá-

ticos extremos se ha acelerado, de un promedio anual de 0,20 durante el 

período comprendido entre 1980–2000, a 0,30 durante el período compren-

dido entre 2001–2019 (Alejos, 2018). Un análisis de la frecuencia e intensidad 

de los huracanes entre 1850 y 2015, en la Cuenca del Atlántico, confirma las 

tendencias de América Central América y el Caribe (ver Figura 2.4).

Mientras que las áreas costeras que presentan elevaciones por debajo de 

los 10 metros sobre el nivel del mar (msnm) representan solamente el 2% de 

la superficie terrestre, en estas zonas vulnerables habita aproximadamente 

el 10% de la población mundial. En América Latina y el Caribe, entre 29 y 

32 millones de personas viven en estas áreas y la tendencia se encuentra 

en aumento, debido a la expansión de determinadas actividades económi-

cas, como el turismo (Reguero et al., 2015). De hecho, más del 60% de la 

población de América Latina y el Caribe reside en centros urbanos costeros 

(Brusa, 2020). Tomando en cuenta todas las zonas inundables en eventos 
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en los últimos 100 años, se pone en jaque tanto como US$334.000 millones 

en capital. Cabe destacar que esta cifra no incluye las consecuencias 

económicas de desastres naturales relacionados con el clima, como los 

huracanes (Reguero et al., 2015). 

En relación con la agricultura, las condiciones de sequía en América Central 

y el Caribe, durante el período comprendido entre 1950-2010, aumenta-

ron siguiendo las dinámicas que los modelos de simulación predijeron 

(Dai, 2013). Las consecuencias sociales y económicas directas para el 

sector son evidentes en el llamado “Corredor Seco” de América Central 

(ver Figura 2.5). El Corredor Seco es una extensión de tierra que abarca 

1.600 km desde Chiapas, en México, pasando por Costa Rica y Panamá, 

hasta Guatemala, El Salvador, Honduras y Nicaragua. De este a oeste, se 

extiende entre 100 y 400 km y alberga al 90% de la población de América 

Central, incluyendo sus ciudades capitales. El Corredor Seco siempre ha 

estado expuesto a los efectos de El Niño. Sin embargo, independiente-

mente de los años de El Niño, el corredor ha sufrido repetidamente por las 

crecientes manifestaciones físicas del calentamiento global.10 En oposición 

a lo que sucede con los huracanes, que generan pérdidas económicas en 

todos los sectores, las sequías tienden a concentrar los daños y costos en 

los sectores hídrico y agrícola. Entre 1980 y 2010, el Corredor Seco perdió 

US$9.800 millones por sequías, aproximadamente la mitad de las cuales 

se concentraron en el sector agrícola (Echeverría, 2009). Lo que es más 

importante, las consecuencias económicas del cambio climático han dado 

lugar a severas, y prácticamente crónicas, crisis sociales. En Guatemala, 

Honduras y El Salvador, de una población total de 10,5 millones de perso-

nas, 3,5 millones requirieron ayuda humanitaria, y 1,6 millones sufrieron de 

10 Los efectos de El Niño ocurren independientemente del cambio climático y la comunidad científica tiende a estar de acuerdo 
en que los datos no son suficientes para establecer la causalidad entre incrementos en la temperatura media en la superficie y 
eventos de El Niño más fuertes.

FIGURA 2.4. 

Cantidad de Huracanes en la Cuenca Atlántica entre 1850 y 2015 
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inseguridad alimentaria en 2016 (FAO, 2016). Tras diez años de crecientes 

eventos climáticos extremos, los índices de pérdidas de cultivos básicos 

varían de un país a otro, situándose entre 50% y 90%. En abril de 2019, 

unos 2,2 millones de agricultores de subsistencia en estos tres países y 

Nicaragua, habían experimentado grandes pérdidas de cultivos. Entre ellos, 

1,4 millones se encontraban en necesidad urgente de asistencia alimen-

taria. Hasta 82% de estos productores de granos básicos habían vendido 

sus herramientas agrícolas y animales para adquirir alimento (FAO, 2019). 

A su vez, esto ha exacerbado las tendencias migratorias. Si bien el cambio 

climático es un factor subyacente de las decisiones migratorias, se había 

considerado como uno de los factores principales hasta hace poco. En 

2018, una encuesta llevada a cabo por la Organización Internacional para 

las Migraciones en las fronteras de países receptores, indicó que el 18% 

de los guatemaltecos que emigraba expresaba que el factor principal de 

su decisión de emigrar era el clima. Un porcentaje similar expresó que lo 

eran la violencia y el crimen (IOM, 2018). Estas cifras no son mutuamente 

excluyentes e ilustran la compleja combinación de interrelaciones entre dis-

tintos factores de estrés, los cuales contribuyen a erosionar las instituciones 

de estados vulnerables. De hecho, la evidencia tomada de otras regiones 

sugiere que las pérdidas en ingresos derivadas del clima, pueden promover 

las actividades criminales, como ha quedado demostrado por el exponen-

cial aumento de movimientos terroristas en la franja del Sahel, donde una 

serie consecutiva de sequías llevo a agricultores nomadas a unirse a movi-

mientos terroristas para conseguir ingresos de subsistencia (Brusa, 2013). 

FIGURA 2.5. 

Corredor Seco de América Central
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FUENTE: Reproducido de Corredor Seco – América Central. Informe de Situación, by FAO, 2016, 
http://www.fao.org/3/a-br092s.pdf. CC BY-NC-SA 3.0 IGO

http://www.fao.org/3/a-br092s.pdf. CC BY-NC-SA 3.0 IGO
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ENFRENTANDO EL GOLPE: LOS SECTORES MÁS VULNERABLES
Agricultura: Un Motor Vulnerable de Crecimiento 

Tomando en cuenta las predicciones en relación con el sector agrícola, el 

clima tendría un importante efecto. La vulnerabilidad agrícola de América 

Latina y el Caribe se desprende de varios factores.11 Uno de ellos son los 

eventos climáticos extremos, a los que la región se encuentra particular-

mente expuesta, y que se están volviendo crecientemente frecuentes e 

intensos a raíz del cambio climático, confirmando lo que habían predicho los 

modelos. Además, se espera que el cambio climático altere algunas áreas 

volviéndolas no aptas para agricultura: en México, Mendelsohn et al. (2010) 

calculan que los cambios en el valor de la tierra oscilan entre -42% y -54%, 

teniendo en cuenta las precipitaciones e irrigación. Observando a Perú y 

México, Galindo et al. (2015) también calculan que un aumento de 2.5°C en 

la temperatura, y una reducción del 10% en las precipitaciones, podrían dar 

lugar a una caída de entre -18,6% y -36,4% del ingreso neto de las planta-

ciones en México, con diferencias entre áreas irrigadas y no irrigadas, y una 

merma de entre 8% y 13% en el ingreso esperado por cultivo por hectárea 

en Perú. Lo que es más alarmante es que las cifras de Perú incluyen la 

implementación de procesos adaptativos. Otras manifestaciones de vul-

nerabilidad incluyen la reducción de poblaciones y fauna marinas debido 

a la acidificación del océano y la propagación de pestes y enfermedades 

que afectan a las especies de flora y fauna para la producción agrícola. 

Paralelamente, el volumen y patrón del comercio de alimentos sufrirá 

alteraciones (Ahammad et al., 2015). Por último, la volatilidad del mercado 

también es un factor de riesgo que afecta el rendimiento de las activida-

des agrícolas. Algunas de las manifestaciones físicas actuales del cambio 

climático que afectan la agricultura y generan volatilidad en el mercado, 

incluyen la poca disponibilidad de agua, las disrupciones en las cadenas de 

suministro e inadecuadas condiciones de almacenamiento, como también 

daños a la infraestructura y falta de acceso a los servicios públicos (FAO & 

PAHO, 2017). 

Las pérdidas en productividad derivadas del cambio climático no pueden 

ser despreciadas: en América Central, los aumentos en las temperaturas 

se relacionan con la epidemia de roya del café, que trajo aparejada una 

reducción en la producción de hasta un 25% en el ciclo 2012-2013 (CEPAL & 

CAC/SICA, 2014). Se prevé que la tierra destinada a la producción de café, 

maíz y frijoles será menos apta a tales fines. En el caso de los frijoles, se 

pronostica que el 81% de las municipalidades hondureñas que producen 

este cultivo en la actualidad, se volverán no aptas para 2030 (Bouroncle 

et al., 2015). En el caso del café, la altitud óptima para su siembra será más 

elevada en 2050 (pasando de los 800-1.400 msnm actuales a 1.200-1.600 

11 La agricultura, en su sentido amplio, incluye además de los cultivos, la ganadería, la pesca y la silvicultura.
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msnm en Nicaragua [Laderach et al., 2009] y de 900 msnm a 958 msnm en 

El Salvador [CIAT, 2019]), reduciendo significativamente el área apta para 

este cultivo. Al final del siglo, América del Sur podría perder hasta el 21% de 

su tierra arable (Zhang & Cai, 2011).

Mientras que el porcentaje del PIB agrícola ha caído en años recientes en 

América Latina y el Caribe, desde el 10% del PIB en 1980, al 4,7% en 2017 

según registros del Banco Mundial (2019a), este sector representa el 14% 

del empleo formal en la región (Bárcena Ibarra et al., 2020). A pesar de las 

variaciones entre los distintos países en la región, las principales tenden-

cias reflejan claramente la exposición al clima: pese a que las grandes 

haciendas ocupan un importante papel en los ingresos por exportaciones, 

en 2014, la mitad de la producción de alimentos de la región provino de 

prácticamente 14 millones de fincas de pequeños agricultores (Truitt Nakata 

& Zeigler, 2017). La pobreza rural es significativa en 

una región en la que casi el 18% de la población 

habita en áreas rurales. A partir de 2014, la pobreza 

rural comenzó a extenderse por la región. Para 2017, 

alcanzaba a casi el 32% de los pobres de América 

Latina y el Caribe, lo que equivale a 59 millones de 

habitantes. En 2018, 27 millones de personas en la 

región residía en áreas rurales y sufría de pobreza 

extrema (FAO, 2018) (ver Figura 2.6). 

Si bien la pobreza rural se ha ido reduciendo, la 

vulnerabilidad climática ha incentivado a que las po-

blaciones migren hacia las ciudades, lo que da lugar 

a nuevos desafíos para las regulaciones urbanas 

(De Janvry et al., 2002). En Honduras, el 76% de los 

migrantes provino de 295 municipalidades rurales. 

En El Salvador, el 70% llegó desde 257 municipali-

dades rurales, mientras que en Guatemala, el 61% lo 

hizo desde 325 municipalidades rurales (FAO, 2018). 

El clima también exacerba la brecha de pobreza 

entre centros urbanos y rurales dentro de la región. 

Jesspe et al. (2018) calculan que en el caso de 

México, el calor extremo reduce el empleo local en 

1,4% y eleva la migración en 1,4%. En Brasil, Hidalgo 

et al. (2010) detectaron que los cambios en los pa-

trones de precipitaciones dan lugar a una reducción 

de los ingresos de 4% y un significativo aumento en 

las invasiones de terrenos.12 Esto es compatible con 

la evidencia de que los shocks de temperatura dan 

lugar a migraciones en América del Sur (Thiede, et 

al., 2016). Los grandes flujos migratorios contribu-

yen a un mayor deterioro de las áreas rurales de la 

12 Hsiang, Burke y Miguel (2013) también proyectan una mayor cantidad de conflictos debido al cambio climático.

CUADRO 1 
Una Solución mediante Políticas 
Comprobadas: Incentivar el 
Desarrollo de Mercados de Seguros 
Agrícolas

El mercado de los seguros agrícolas en 
América Latina y el Caribe es aún incipiente, 
pero exhibe señales positivas de desarrollo. 
En 2014, el índice de penetración de este 
tipo de seguros en la región fue en promedio 
del 0,03% del PIB, superando las cifras de 
Asia y África, pero por debajo de las de 
Estados Unidos y Canadá (0,06% del PIB en 
promedio). Un puñado de países dominó el 
mercado: en 2014, Brasil representó el 61% 
de todas las primas abonadas en la región, 
mientras que Argentina y México, lo hicie-
ron en 15% cada uno. Dejando de lado estos 
tres países, existen algunas iniciativas en 
Uruguay, Paraguay y Ecuador. En la mayoría 
de los países de América Latina y el Caribe, 
el sector público cumple un importante rol 
en brindar seguros o reaseguros, coexis-
tiendo con empresas del sector privado 
(Swiss Re, 2016). El aumento de las primas 
abonadas en la región y el desarrollo de 
nuevas tecnologías, indican una creciente 
oportunidad para los seguros agrícolas en la 
región. Sin embargo, se deben considerar las 
condiciones socio-economicas de los agri-
cultures y desarrollar productos aptos para 
estos. (ver BID[2014] para más información 
sobre el desarrollo de estos mercados).



FIGURA 2.6 

Tasas de Pobreza y de Pobreza Extrema, y Gente Viviendo en la Pobreza y en la Pobreza 
Extrema en América Latina y el Caribe, 2002-2016
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región. Hasta 2016, el 48,6% de la población rural de la región se encontra-

ba bajo la línea de pobreza, y el 40%, en pobreza extrema. Estas cifras son 

mucho más elevadas que aquellas de las poblaciones urbanas, donde el 

26,8% se encuentra bajo la línea de pobreza, y el 7,2% en pobreza extre-

ma. Si bien el término “refugiado climático” no tiene validez legal, el Alto 

Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR) recono-

ce el número sustancial y creciente de desplazamientos forzados que han 

sido motivados por el clima, ya sea directa o indirectamente. En las áreas 

más vulnerables de la región, la migración climática es una realidad que a 

menudo se desprende de una baja capacidad para adaptar los medios de 

subsistencia de modo que resulten sostenibles. 

Mientras que en el corto plazo determinadas áreas geográficas del Cono 

Sur pueden beneficiarse de un clima cambiante (Barcena et al., 2010), la 

mayoría de los productores de la región ya están luchando por enfrentar los 

cambios actuales de las temperaturas medias. Se prevén temperaturas me-

dias aún más altas y sequías exacerbadas, lo que ayuda a comprender por 

qué el cambio climático es un multiplicador de riesgos: actúa como agente 

de estrés sobre las poblaciones más vulnerables y contribuye a mayores 

movimientos migratorios, pobreza y criminalidad (Departamento de Defensa 

de Estados Unidos, 2015). Otros factores destacados por el IPCC (2014) que 

ya están dañando la producción agrícola, incluyen: exacerbada variabilidad 

estacional, salinización de los suelos, alteración en el almacenamiento del 

carbono y el nitrógeno, acidificación de los arroyos y escorrentía superficial. 

Un factor común de motivación entre estos factores es que amenazan a 

otro sector crítico: el agua.

Agua: La Principal Preocupación para un Desarrollo 
Equitativo y Sostenible

América Latina y el Caribe es la región dotada de la mayor cantidad de 

recursos hídricos anuales per cápita en el mundo. En 2014, un habitante 

de América Latina y el Caribe tenía acceso, en promedio, a hasta 22.232 

metros cúbicos de agua al año, contra 16.004 en América del Norte, 7.855 

en Europa y Asia Central y un promedio mundial de 5.921 (Rud, 2019). Aquí 

nuevamente, el IPCC destaca que la diferencia entre un aumento en la tem-

peratura media de 1.5°C y de 2.0°C se traduce en un 50% más de personas 

expuestas a estrés hídrico (IPCC, 2018). En este contexto, las necesidades 

que tiene la región de prácticas de gestión de los recursos hídricos resultan 

particularmente relevantes. El sector agrícola es el principal consumidor de 

agua, pero lo sigue de cerca el consumo humano (ver Figura 2.7). En pro-

medio, la disponibilidad de agua es relativamente alta en la región pero su 

distribución es despareja (Magrin et al., 2007), revelando la geografía de la 

inequidad social. El cambio climático está exacerbando esta brecha. El agua 

es uno de los recursos más valiosos, y para algunas personas, escasos, en 

América Latina y el Caribe.



42 Políticas Climáticas en América Latina y el Caribe

Las dificultades hídricas son tan relevantes para la población urbana como 

para la economía rural. La región es la más urbanizada del mundo (81%), con 

un índice de urbanización proyectada de 86% para 2050 (UN DESA, 2018). 

Con más de un millón de habitantes en sus ciudades más grandes, América 

Latina y el Caribe también posee la mayor concentración de personas en 

áreas metropolitanas (35%) (Jaitman, 2015); un 32% adicional de la pobla-

ción de la región reside en ciudades intermedias (de entre 100.000 y 1 

millón de habitantes).13 Las urbes superpobladas ponen en jaque el acceso 

al agua y agravan los riesgos sanitarios. Los movimientos migratorios his-

tóricos hacia las ciudades, compuestos por migración inducida por el clima 

y por conflictos, ejercen mayor presión sobre un recurso cada vez más 

escaso. La situación se ve exacerbada por la menor disponibilidad de agua 

como consecuencia del retroceso de glaciares y campos de hielo tropicales 

y extra-tropicales, y también por la reducción de los patrones de precipi-

taciones. El crecimiento urbano, el uso no sostenible de la tierra y ciertas 

13 Los riesgos de acceso al agua se ven agravados si se tiene en cuenta que el 60% de la población de América Latina y el Caribe 
habita en zonas costeras urbanizadas (Barragán & de Andrés, 2016), mayormente en áreas por debajo de los cinco metros por 
sobre el nivel del mar (CIESIN, 2012).

FIGURA 2.7. 

Uso del Agua por Sector, 2014
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prácticas agrícolas como la 

deforestación, agravan el pro-

blema de la disponibilidad de 

agua.14 En líneas generales, 

se prevé que la región sufrirá 

severas reducciones en cuan-

to a la disponibilidad de agua 

dulce a lo largo de sus costas 

y en otras importantes áreas 

densamente pobladas (ver 

Figura 2.8). 

El cambio climático no solo 

amenaza el desarrollo social 

por reducir la disponibilidad 

de agua potable, sino que 

también pone en jaque una 

de las mayores ventajas com-

petitivas para el crecimiento 

económico de la región.

Electricidad: Aprovechando el Patrimonio Renovable de la 
Región

La energía hidroeléctrica equivale a 197 GW de capacidad de generación 

entre todo América Latina y el Caribe (IHA, 2020), y en 2017 representó el 

54,8% de toda la electricidad generada en la región (Agencia Internacional 

de la Energía, 2020). La energía hidroeléctrica representa una de las fuentes 

de capital natural más importantes de la región. Sin embargo, el estrés hí-

drico inducido por el clima puede transformar lo que es un beneficio en una 

desventaja. De hecho, si bien los modelos de proyección tienen limitaciones, 

el nexo agua-energía también ilustra la necesidad de instaurar instrumen-

tos de planificación para las políticas de adaptación. Lograr las metas del 

Acuerdo de París exigirá importantes inversiones en infraestructura en la 

capacidad hidroeléctrica ya instalada (Alarcón Rodriguez & Alberti, 2020). 

No obstante, la extrema dependencia de un factor de desarrollo que se 

vuelve vulnerable pone en riesgo la seguridad eléctrica. A pesar de que 

14 Un ejemplo exitoso de una intervención que ayuda a que los municipios se coordinen en relación con la gestión de recursos 
hídricos mientras desarrollan una capacidad adaptativa institucional transformadora es el Programa Piloto de Resiliencia 
Climática de Fondos de Inversión en el Clima, que se está ejecutando en conjunto por el Gobierno de Bolivia, el BID y el Banco 
Mundial. Específicamente, al concentrarse en programas de agua potable e irrigación en las municipalidades de Batallas, 
Pucarania y El Alto, se logró un importante progreso en el desarrollo de capacidad adaptativa (Allen et al., 2020).

FIGURA 2.8. 

Efecto de las Reducciones de Agua Dulce en los Grandes 
Centros Urbanos
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Recovery and Climate Experiment (GRACE), v1 (2002-2016), by NASA SEDAC, n.d. 
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América Latina y el Caribe se encuentra entre las regiones del mundo que 

menos emisiones de GEI contribuyen, es una de las regiones más suscepti-

bles a los eventos climáticos extremos producidos por el cambio climático15. 

En este sentido, las sequías, los huracanes y los bajos niveles del agua 

pueden dañar fácilmente la infraestructura de las grandes hidroeléc-

tricas, comprometiendo la seguridad eléctrica. Además de una mayor 

concentración de riesgos, las grandes hidroeléctricas también tienden a 

perturbar los ecosistemas, generando serias consecuencias ambientales 

y sociales, como inundaciones y desplazamientos de comunidades, que 

pueden agravar esas amenazas (Morshed & Zewuster, 2018). Más aun, el 

uso tradicional de biocombustible en áreas rurales, una fuente de energía 

renovable que gana terreno, también puede derivar en deforestación y 

otras repercusiones colaterales negativas, tanto sociales como ambientales 

(FAO, 2008; Janssen & Rutz, 2011). Por último, los países que dependen de 

la importación de fuentes fósiles para la generación eléctrica se exponen a 

la volatilidad de los precios en los mercados internacionales, con la consi-

guiente vulnerabilidad que puede dar lugar a escasez energética. Como se 

mostrará, la transición hacia una matriz energética totalmente renovable es 

viable y hay una amplia gama de fuentes renovables convencionales y no 

convencionales disponible. Existen desarrollos financieros y tecnológicos 

recientes que validan este enfoque.

Salud: Una Manifestación de Riesgos Climáticos 
Multidimensionales

Las infecciones y eventos microbianos relacionados con el agua tales como 

las floraciones de algas cianobacterias que recientemente se han propaga-

do por la mayoría de América Latina y el Caribe, destacan la necesidad de 

coordinar entre áreas urbanas y rurales, como también entre los sectores 

hídrico, agrícola y de salud. La combinación de temperaturas elevadas 

extendidas en el tiempo y altas concentraciones de nutrientes en cuerpos 

de agua, agravará el riesgo de enfermedades relacionadas con el agua y 

de aquellas transmitidas por mosquitos (Hallegatte et al., 2016, Watts et al., 

2015). La ciudad de Montevideo, Uruguay sufrió un brote cuando las fuentes 

de agua potable se vieron amenazadas por la proliferación de un alga 

estimulada por el uso excesivo de nitratos y fosfatos en prácticas agrícolas 

periurbanas. Estos procariotas fotosintéticos se han adaptado con el tiempo 

y prosperan en un planeta cada vez más cálido, a menudo alcanzando nive-

les de concentración peligrosos para el consumo humano (Paerl & Huisman, 

2008). Además de impactar sobre varios sectores tales como el turismo 

y la agricultura, las Floraciones de Algas Nocivas (HAB, por sus siglas en 

inglés) también producen ficotoxinas que se acumulan en la cadena trófica, 

finalmente poniendo en riesgo a las personas. Una investigación realiza-

da por el Instituto Oceanográfico de Woods Hole calculó que el impacto 

económico de las HAB en Estados Unidos en el período comprendido entre 

15 Si bien esto es cierto, las emisiones per capita de la region son comparables a las del promedio de las naciones del G20.
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1987 y 1992 alcanzó los US$743 millones anuales distribuidos entre salud 

pública (45%), pesca comercial (37%), recreación y turismo (13%) y otros (4%) 

(Anderson et al., 2000).

El cambio climático ha sido identificado como una de las mayores amenazas 

a la salud pública. Un análisis científico exhaustivo llevado a cabo por el 

Programa de Estados Unidos de Investigación del Cambio Mundial (USGCRP, 

por sus siglas en inglés) en 2016, identificó los siguientes impulsores 

climáticos: (i) un aumento en las tasas de morbilidad causadas por eventos 

climáticos extremos, como inundaciones y olas de calor; (ii) la intensificación 

de enfermedades transmitidas por vectores por cambios en la propagación 

producto de la desregulación climática (temperaturas extremas y patrones 

climáticos); y (iii) mayor riesgo de exposición a amenazas nuevas y existen-

tes de infecciones relacionadas con el agua. Sin embargo, a pesar de que 

la relación entre el cambio climático y la propagación de enfermedades es 

clara, sus interacciones con factores como las modificaciones en los usos 

de la tierra y los movimientos migratorios resultan complejas y entorpecen la 

comprensión del proceso. En la actualidad, las investigaciones utilizan técni-

cas de modelización basadas en la dinámica de sistemas, para comprender 

mejor estas interacciones y formular respuestas efectivas y adaptadas 

(Franklinos et al., 2019). Desde luego, las brechas de conocimiento no de-

berían impedir que los encargados de formular políticas busquen mitigar los 

impulsores del cambio climático. De lo contrario, se estarían subestimando 

los impactos económicos y sociales que ya han iniciado.

LA ECONOMÍA DEL CAMBIO CLIMÁTICO
Debido a los impactos económicos más frecuentes y significativos del 

cambio climático, los responsables de formular las políticas deben deben 

repensarlas de modo a incluir esta nueva fuente de incertidumbre en su 

planeación. Por eso, hablar de políticas climáticas no es hablar de política 

ambiental sino de política pública en general. Una corriente de pensa-

miento tradicional insistió mucho tiempo en clasificar las políticas climáticas 

como un problema semejable al de la “tragedia de los comunes”: prefieren 

postergar acciones necesarias pero costosas políticamente y económica-

mente pues no ofrecen beneficios para los electorados en el corto plazo. 

Esto ya no es el caso. Ante el avance de las consecuencias climáticas, hoy 

en día muchas políticas climáticas sólidas también dan lugar a beneficios 

económicos y de bienestar en el corto plazo. No obstante, la naturaleza 

transversal de los impactos climáticos y lo novedoso del asunto para los 

responsables de formular las políticas, constituyen aún desafíos.
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Ministerios de Finanzas para la Acción Climática 

El diseño de políticas climáticas exige que las comunidades científica y 

climática produzcan evidencia fiable que pueda servir de guía para que 

las acciones implementadas por los responsables de formular políticas 

resulten viables. En capítulos posteriores se mostrará cómo esto ya está 

ocurriendo en la región. En esta línea, los Ministerios de Hacienda de Chile 

y Finlandia anunciaron el Plan de acción de Santiago (Coalición de Ministros 

de Finanzas por la Acción Climática o CAPE, 2019) en la 25a Conferencia 

de las Partes (COP) de la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre 

el Cambio Climático (CMNUCC). Hoy, la Coalición de Ministros de Finanzas 

por la Acción Climática representa un equipo de práctica internacional que 

incluye a varios países de América Latina y el Caribe, como así también 

sus contrapartes de todos los continentes y socios institucionales como el 

Fondo Monetario Internacional (ver Figura 2.9). No obstante, gracias a polí-

ticas ambientales más avanzadas, la coalición tiene un sesgo natural hacia 

soluciones de políticas europeas que no están adaptadas a las realidades 

institucionales, normativas, sociales y económicas de otros continentes. 

Un enfoque de la política económica a los desafíos climáticos del cambio 

climático en la región, identifica aquellos impactos que les resultan más sig-

nificativos a los ministros de finanzas, dado que se manifiestan en el corto 

plazo y poseen consecuencias presupuestarias concretas. Con base en 

una decisión formulada por los países de la región en la Asamblea Anual de 

Gobernadores 2021, el BID está estableciendo una plataforma para lograr 

esos objetivos utilizando un enfoque regional.

FIGURA 2.9. 

Países Miembros de la Coalición de Ministros de Finanzas para la Acción Climática

FUENTE: Coalición de Ministros de Finanzas para la Acción Climática. (n.d.)
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Defendiendo la Intervención del Ministerio de Finanzas en 
las Políticas de Adaptación

Con el objetivo de establecer prioridades en cuanto a las políticas a 

adoptar, la evidencia reunida por Alejos (2018) resulta esclarecedora. Los 

eventos hidrometeorológicos extremos relacionados con el clima, se están 

volviendo más y más frecuentes: 17 de los 18 años más cálidos registrados, 

fueron entre 2001 y 2017.16 La tendencia al calentamiento coincide con un 

aumento considerable de los desastres naturales relacionados con el clima, 

que treparon de 222 en 1980, a más de 700 en 2016, escalando en un 50% 

los eventos en la región durante el mismo período (Munich RE, 2018).

Estos eventos resultan muy costosos desde el punto de vista de las 

finanzas públicas, ya que deben emplearse recursos públicos para re-

construcción y recuperación, especialmente en el caso de infraestructura. 

Una actividad económica lábil debilita al presupuesto público, deteriora la 

sostenibilidad de la deuda y afecta la competitividad, ralentizando las inver-

siones necesarias. Por lo tanto, un evento climático extremo puede elevar 

el déficit fiscal de un país de América Latina y el Caribe, en valores de hasta 

0,8% o 0,9% del PIB. Estos eventos también reducen los ingresos fiscales 

en un rango que oscila hasta entre 0,9% y 1,1% del PIB (ver Figura 2.10). La 

falta de acceso a mercados de deuda internacionales, como les ocurre a 

algunos países, es un factor adicional de riesgo. La incidencia intensificada, 

casi anual de los eventos climáticos extremos relacionados con el clima y 

su progresión no lineal ofrecen un panorama poco alentador para la región 

y exigen una planificación a corto, mediano y largo plazo por parte de los 

responsables de la formulación de políticas.

16 En 2020, NASA y NOAA lanzaron una lista actualizada que incluye hasta el año 2019. Original: In 2020, NASA’s NOAA released 
an updated list including the year 2019.  N del T: Puedo equivocarme, pero me parece que NOAA no es parte de la NASA.

FIGURA 2.10. 

Impactos Fiscales (Media) de la Ocurrencia de Eventos Climáticos Extremos, por Grupos de 
Países en América Latina y el Caribe, 2000 a 2015

%
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FUENTE: Reproducido de Estimating the Fiscal Impact of Extreme Weather Events by Alejos, L., 2018. 
NOTAS: Mide la variación en relación con el evento extremo del año anterior.
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Dada la frecuencia de eventos climáticos extremos, las estrategias de 

adaptación resultan necesarias (pero no son suficientes) para lidiar con 

las consecuencias del cambio climático. La retroadaptación y ajustes a la 

infraestructura en el corto plazo son algunos ejemplos de lo que debe su-

ceder. Se proyectan pérdidas significativamente más elevadas para países 

de bajos ingresos que para aquellos de economía más avanzada (Hoegh-

Guldberg et al., 2018), lo que genera un potencial círculo de pobreza para 

países que no inviertan tanto en medidas de adaptación graduales, como 

en capacidad de adaptación.

Por lo tanto, las medidas de adaptación climática deben volverse una parte 

integral de las decisiones sobre inversión pública. La Comisión Global de 

Adaptación (2019) halló que el rendimiento de invertir en adaptaciones es 

mayor, con índices de costo-beneficios en el orden de entre 2:1 y 10:1, e 

incluso mayor en determinados casos. Por lo tanto, invertir US$1,8 billo-

nes a nivel mundial en cinco áreas entre 2020 y 2030 podría representar 

beneficios netos por un total de US$7,1 billones, con hasta US$4 billones 

provenientes de inversiones en infraestructura sostenible.17 La Comisión 

Global de Adaptación también ilustra las tres maneras en que las inversio-

nes en adaptación ofrecen beneficios: (i) reducen riesgos (las adaptaciones 

recortan los costos financieros, aumentan la seguridad y vuelven más atrac-

tivas las inversiones en regiones, ciudades o industrias que de lo contrario 

se verían demasiado vulnerables); (ii) aumentan la productividad. Invertir 

US$250–500 por hectárea en mejorar las prácticas agrícolas de cultivos 

de secano puede potencialmente elevar el rendimiento de los cereales 

entre un 70% y un 140%, lo que equivale a miles de millones de dólares en 

beneficios económicos netos. Por ejemplo, las variedades de arroz resis-

tentes a las inundaciones en Orissa, India, no solo cumplieron con reducir 

las pérdidas en épocas de inundaciones, sino que también aumentaron el 

rendimiento agrícola en años normales (Dar et al., 2017); (iii) por último, las 

medidas de adaptación impulsan la innovación y contribuyen a nuevas tec-

nologías y oportunidades de mercado imprevistas. Las tecnologías de riego 

por goteo, desarrolladas para responder a la escasez de agua severa, se 

están expandiendo porque también resultan mejores y más eficientes.

De las Políticas de Adaptación a Caminos para el Desarrollo 
Sostenible Alineados con París

En muchos aspectos, el Informe Stern sentó las bases para que los ministe-

rios de finanzas se involucren en las acciones climáticas.18 En 2005, Gordon 

Brown, quien por entonces era el Chancellor of the Exchequer (Ministro de 

Hacienda) del Reino Unido, le solicitó a Sir Nicholas Stern que “dirigiera una 

revisión integral sobre la economía del cambio climático para comprender 

17 Las cinco áreas contempladas en el informe son infraestructura resiliente al clima, agricultura de secano mejorada, protección de 
manglares, resiliencia de los recursos hídricos, y sistemas de alerta temprana.

18 El Informe Stern reunió a un conjunto de economistas de El Tesoro de su Majestad y un equipo de revisión científica del Instituto 
Walker de la Universidad de Reading. El Informe Stern no estuvo exento de críticas en 2005, principalmente, sobre el valor actual 
de los costos del cambio climático. Sin embargo, fue mayormente bien recibido por académicos y responsables políticos.
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más exhaustivamente la naturaleza de los desafíos 

económicos que representa y la manera en que 

pueden ser abordados, en el Reino Unido, y a nivel 

mundial” (Ministerio de Hacienda del Reino Unido, 

2005). El Informe Stern, como se lo conoce en la 

actualidad, ayudó a traducir la ciencia del cambio 

climático a decisiones económicas.

Aún hay mucho trabajo por hacer para que los 

Ministerios de Finanzas puedan integrar de manera 

efectiva la problemática climática y sus consecuen-

cias de modo adecuado y dentro de sus mandatos 

institucionales. Delgado, Eguino y Lopes (2020) 

han identificado ciertos instrumentos de políticas 

que pueden emplearse para integrar las políticas 

climáticas a las agendas de finanzas y planificación. 

En última instancia, considerarlas en conjunto con la 

planificación fiscal es fundamental porque el cambio 

climático: (i) amenaza todas las metas de desarrollo 

de los últimos cincuenta años; (ii) da lugar a efectos 

combinados negativos actuales y futuros; y (iii) repre-

senta un riesgo sistemático para el desarrollo social 

y económico.

Desde una perspectiva global, la Coalición de 

Ministros de Hacienda para la Acción Climática ofrece 

una plataforma excelente para comprender mejor las 

tendencias internacionales, como las taxonomías de 

los bonos verdes, o las decisiones del FMI sobre los 

paquetes de recuperación verde, política climática, y 

sus más recientes desarrollos, como la inclusión de 

una evaluación de políticas climáticas locales para 

las consultas del Artículo IV (Georgieva, 2021). A nivel 

nacional, o incluso regional, aún queda mucho trabajo 

por realizar para contribuir a que los Ministerios de 

Hacienda y Planificación de América Latina y el Caribe 

puedan hacerse cargo de sus respectivas agendas.

Más allá de los riesgos del cambio climático, esta 

obra también ilustra la manera en que se puede abor-

dar la problemática climática sin dejar de perseguir 

metas de desarrollo sostenible. En otras palabras, 

las políticas climáticas pueden dar lugar a crecimiento en el corto plazo, lo 

que a su vez refuerza la resiliencia y desarrollo social de las sociedades de 

América Latina y el Caribe. Para alcanzarlo, es necesario que los Ministerios 

de Hacienda y Planificación asuman un rol de liderazgo, comprometiéndose 

a tomar en cuenta esta dimensión entre las prioridades para la asignación de 

recursos. Esta obra también destaca la conveniencia para estos ministerios 

de adoptar dicho enfoque.

CUADRO 2 
El Rol del Informe Stern para 
Comprender el Cambio Climático 
en México

En América Latina y el Caribe, muchos 
países han emulado el enfoque del Informe 
Stern para evaluar las consecuencias econó-
micas y sociales, nacionales o subnacionales, 
del cambio climático. Estos informes fueron 
llevados a cabo por la CEPAL y el Banco 
Interamericano de Desarrollo (BID), a 
solicitud de los Ministerios de Finanzas. 
“La Economía del Cambio Climático en 
México”, es un informe coordinado entre la 
Secretaría de Medio Ambiente y Recursos 
Naturales (SEMARNAT) y la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público (SHCP), para 
crear un grupo de trabajo específicamente 
dedicado al clima, dentro de la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público. La recomenda-
ción principal de este enfoque es colocar las 
decisiones de planificación y presupuesto, 
así como las de desarrollo del mercado 
financiero “verde”, en el núcleo de las 
políticas económicas (SEMARNAT y SHCP, 
2011). Como extensión del Informe Stern, 
el Ministerio de Hacienda del Reino Unido 
comisionó en 2019 el Informe Dasgupta, 
con la esperanza de emular este enfoque 
para la biodiversidad.
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C A P Í T U L O  3

EN RESPUESTA AL 
CAMBIO CLIMÁTICO 



El Acuerdo de París modificó las 
negociaciones climáticas internacionales 
al reducir, sin eliminar, uno de los mayores 
obstáculos históricos para el accionar 
climático: la diferencia entre países en 
desarrollo y aquellos más avanzados, 
o países incluidos y no incluidos en el 
Anexo I. Si bien el Acuerdo de París 
reconoce responsabilidades comunes 
pero diferenciadas, utiliza el marco de las 
NDC y su enfoque voluntario para generar 
compromisos nacionales de buena fe por 
parte de cada país. Los países de América 
Latina y el Caribe constituyen buenos 
ejemplos de diseño de las NDC para el 
cumplimiento de los objetivos del Acuerdo 
de París, que a su vez complementan sus 
instrumentos de planificación de políticas.
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APROVECHAR EL VIENTO: OBJETIVOS DE DESARROLLO 
SOSTENIBLE (ODS) Y LA OPORTUNIDAD CLIMÁTICA

Las políticas climáticas surgieron como un área nueva dentro de las políti-

cas nacionales entre los países desarrollados durante la década de 1950, 

centradas exclusivamente en la regulación ambiental. A nivel internacional, 

este enfoque fue inicialmente recibido con aprehensión, ya que los países 

en desarrollo hacían hincapié en la necesidad de alcanzar los niveles de 

países más industrializados, mientras aprobaban políticas ambientales que 

no interferían con el desarrollo económico. En las décadas de 1980 y 1990, 

la mayoría de los países de la región creó Ministerios de Medio Ambiente, 

siguiendo el ejemplo de los países desarrollados, con un riguroso enfoque 

exclusivamente destinado a la regulación ambiental. Esta configuración 

permitió poderosas respuestas corporativistas por parte de grupos que 

poseían intereses privados, así como la percepción de que las políticas 

ambientales comprometían los intereses económicos. En la actualidad, la 

mayoría de los responsables de desarrollar políticas en América Latina y el 

Caribe comprenden que el desarrollo económico debe ser sostenible. No 

obstante, existen mercados sustanciales que aún no se abordan. En Europa, 

países como Francia y España han transformado sus Ministerios de Medio 

Ambiente en Ministerios de Transición Ecológica, enfatizando los concep-

tos de transición justa y caminos de desarrollo económico sostenible (para 

más detalles, ver el Anexo I).  De acuerdo con el Climate Action Tracker, 

aun cumpliéndose los compromisos mundiales establecidos en las NDC, 

no sería suficiente para alcanzar las metas del Acuerdo de París.19 Esta es 

la primera dimensión de ambición. La segunda, igualmente importante, se 

relaciona con la implementación efectiva de los ccompromisos incluidos en 

las NDC. Lograr esta implementación requiere una relación de trabajo más 

robusta entre los Ministerios de Planificación, Finanzas y Medio Ambiente. El 

objetivo final consiste en ayudar a que todos los sectores puedan desarro-

llar e implementar de manera efectiva carteras de inversiones alineadas con 

el Acuerdo de París.

En América Latina y el Caribe, lograr un desarrollo sostenible exige una 

combinación de políticas ambientales y económicas, integrando las políticas 

climáticas. Esto significa que los Ministerios de Hacienda y de Planificación 

deben involucrarse, especialmente si se pretende que las NDC se con-

viertan en instrumentos que articulen las políticas nacionales en torno a 

objetivos múltiples y que ayuden a identificar líneas de trabajo entre los dis-

tintos sectores. La agenda climática no es otra que la agenda de desarrollo 

19 El Climate Action Tracker (https://climateactiontracker.org/) es un análisis científico independiente que realiza el seguimiento 
de las acciones climáticas de los gobiernos y las compara con el objetivo del Acuerdo de París de “Mantener el aumento de la 
temperatura media mundial muy por debajo de 2°C, y proseguir los esfuerzos para limitar ese aumento de la temperatura a 
1.5°C”. El Climate Action Tracker (CAT), producto de la colaboración entre dos organizaciones – Climate Analytics y New Climate 
Institute –, ha estado proveyendo este análisis independiente a responsables políticos desde 2009.

https://climateactiontracker.org/
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sostenible, abarcando también océanos, 

biodiversidad y desastres naturales (para 

más información, ver el Anexo II). 

La superposición de estas agendas 

exige regímenes policéntricos (abarcan-

do a distintos ministerios y niveles de 

gobernanza, desde municipales hasta 

nacional) e interconexión internacional. 

Independientemente de los problemas 

de coordinación a nivel internacional, las 

oportunidades de coherencia entre las 

políticas deben ser promovidas a nivel de 

país. Capitalizar lo que ya se ha logrado 

en relación con la gobernanza climática 

y continuar reforzando los marcos de 

implementación nacionales para la acción 

climática, permitirá que los países im-

plementen mejor estas agendas, desde 

un punto de vista de los ODS. Aún debe 

desarrollarse y adaptarse una cantidad 

considerable de instrumentos y solucio-

nes para satisfacer las necesidades de 

la región, pero ya se ha despejado el 

camino para entrelazar estas agendas 

y sus esfuerzos de implementación. Los 

objetivos del desarrollo sostenible y ges-

tión del cambio climático son ambiciosos. 

Pero vincular los esfuerzos puede ser la mayor oportunidad que tengan los 

países a nivel mundial, y regional, de aprovechar el viento.

Integrando las Agendas: La Experiencia de Barbados 

El Programa “Roofs to Reefs Programme” (“De Techos a Arrecifes” o R2RP) 

adoptado por el gobierno de Barbados, constituye un buen ejemplo de 

una iniciativa a nivel de todo el gobierno que integra consideraciones de 

mitigación y adaptación climática con políticas sociales y de resiliencia de la 

infraestructura a los desastres naturales, como huracanes. Con una sólida 

participación del Ministerio de Finanzas, Economía e Inversiones, el progra-

ma R2RP apunta a incrementar la resiliencia de la disponibilidad de vivienda 

y del acceso al agua y saneamiento, erradicando a la vez las letrinas de 

pozo y promoviendo el uso de energía solar y otras opciones verdes para 

reducir la dependencia de las fuentes fósiles. También busca abordar la lí-

nea de transmisión eléctrica directa, mejorar la calidad del agua y reducir los 

volúmenes e impactos de los desechos (sólidos y líquidos). Se espera que 

estos esfuerzos conduzcan a mejores condiciones de vivienda y ambientes 

terrestres y marinos, incluyendo en las cañadas y arrecifes de coral.

CUADRO 3 
La Naturaleza Transversal Del Clima y los ODS

El caso del cambio climático en la implementación de 
los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) ilustra la 
interconectividad de las agendas climática y de desarrollo 
(ver Figura 3.1). Si bien existe un ODS destinado a la ac-
ción del cambio climático (ODS 13: Acción por el Clima), 
resulta sencillo identificar los vínculos entre el ODS 13 
y el ODS 6 (Agua y Saneamiento), el ODS 7 (Energía 
Asequible y No Contaminante), ODS 11 (Ciudades 
y Comunidades Sostenibles), ODS 12 (Producción y 
Consumo Responsable) y ODS 15 (La Vida en la Tierra). 
Un documento de trabajo del Instituto de Recursos 
Mundiales (WRI) analiza la mayoría de los objetivos y 
metas de las NDC y los compara con los 17 ODS y sus 
indicadores, también llamados “metas” (Northrop et 
al., 2016). De las 169 metas de los ODS, 154 reflejan 
objetivos de políticas climáticas en la primera iteración de 
las NDC. El clima es, sin dudas, el asunto más transver-
sal a las políticas actuales. Para abordarlo, se requieren 
efectivos marcos exhaustivos de gobernanza climática, 
que garanticen: (i) resultados mensurables y verificación, 
incluyendo transparencia, (ii) coherencia institucional; 
(iii) planificación efectiva, (iv) enfoques inclusivos, par-
ticipativos y co-constructivos; (v) visiones poderosas que 
alineen a todos los agentes públicos, privados y la socie-
dad civil; y (vi) la movilización efectiva de financiamiento 
concesional y no concesional para anclar la agenda.
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Para establecer un ambiente propicio para lograr la 

agenda R2RP, se debe ya sea crear o enmendar, un 

abanico de provisiones normativas. El apoyo técnico 

y financiero del BID se centra en las partes más 

importantes de esta agenda de reformas.

Como ocurre en muchos países de América Latina 

y el Caribe, los estándares arquitectónicos y de 

ingeniería en Barbados han sido reemplazados con 

el paso del tiempo por prácticas menos deseables. 

Este cambio es particularmente preocupante por la 

exposición del país a eventos climáticos extremos. 

De acuerdo con el R2RP, la Comisión de Desarrollo 

Urbano y la Comisión de Desarrollo Rural llevarán 

adelante programas de readaptación para viviendas 

vulnerables, incluyendo el reemplazo de letrinas de 

pozo. Se prevé que estas dos comisiones ejecuten 

los proyectos siguiendo los estándares internacio-

nales y nacionales en relación con los aspectos 

técnicos como las pendientes de los techos y los ti-

pos de cimientos, para garantizar la resiliencia de los 

proyectos de vivienda contra los huracanes. Tanto 

las construcciones nuevas como aquellas existentes 

que sean readaptadas y reforzadas de esta manera, 

mitigarían los riesgos de vuelco, caída o desliza-

miento como consecuencia de los fuertes vientos o 

corrientes de agua.

Integrando las Agendas: Integración 
Efectiva en Colombia

Los aportes de Colombia a la Convención Marco 

de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático 

(CMNUCC) constituyen otro caso interesante. 

Específicamente, el Plan de Adaptación Nacional 

de Colombia cuenta con un efectivo marco de 

gobernanza multisectorial que incluye a la autoridad 

nacional a cargo de planificación, el Instituto de 

Hidrología, Meteorología y Estudios Ambientales 

(IDEAM), el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible (MADS) y el 

Sistema Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres (SNGRD). A su vez, 

el SNRGD opera bajo un innovador marco de gobernanza que coordina la 

reducción del riesgo de desastres entre la sociedad civil, actores públicos y 

privados, fuertes instituciones nacionales y autoridades subnacionales de-

bilitadas, a la par que fortalece las capacidades de cada una de las partes. 

De hecho, estos actores no solo resultan importantes para la gestión de de-

sastres sino también para su prevención y una mejor planificación territorial. 

CUADRO 4 
R2RP: Elevar la Resiliencia a través 
de Cinco Tipos de Intervenciones

De acuerdo con el R2RP, la resiliencia 
edilicia de las viviendas pertenecientes a 
familias de bajos y medianos ingresos de-
bería incluir: (i) reforzar techos, ventanas y 
puertas de las viviendas para garantizar que 
resistan vientos equivalentes a huracanes 
de Categoría 4 (en otras palabras, de hasta 
157 millas por hora, aproximadamente 250 
k/h); (ii) instalar sistemas de paneles foto-
voltaicos en los techos, conectados a la red 
eléctrica (que incluyan baterías de almace-
namiento, para el caso de interrupción en el 
suministro). La instalación deberá realizarse 
siguiendo un protocolo/código a ser defi-
nido para reducir los riesgos de pérdida de 
paneles ante eventos de vientos extremos; 
(iii) instalar sistemas modernos pluviales 
de recolección y drenaje para mejorar tanto 
la capacidad de almacenamiento como los 
índices de recarga de aguas subterráneas; 
(iv) ofrecer sistemas de almacenamiento 
de agua potable para elevar la resiliencia 
ante su escasez; y (v) construir sistemas de 
tratamiento de aguas residuales modernos 
y asequibles, domiciliarios o comunita-
rios, haciendo hincapié en la eliminación 
y recuperación de nutrientes (cortando el 
bucle de nitrógeno) para proteger a los arre-
cifes de coral esenciales. Para aplicar estas 
medidas de manera consistente, se debe 
desarrollar regulación en el mediano plazo 
para retroalimentar y ampliar la resiliencia 
de las estructuras edilicias de la población 
de ingresos bajos y medios. También será 
necesario contar con lineamientos para que 
la construcción de nuevas viviendas integre 
la resiliencia climática para estos segmentos 
de la población.
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Esta disposición de trabajo se apoya en un robusto marco regulatorio y 

normativo.

Por último, otro aspecto positivo de la adopción del Sistema Nacional de 

Cambio Climático (SISCLIMA) es un efectivo mecanismo de coordinación multi-

nivel integrado en su sistema nacional, para la gestión de riesgos de desastre.

Otro actor clave en SISCLIMA es el Comité de Gestión Financiera. En 2018, 

esta institución colombiana evaluó el grado en el que las políticas sectoria-

les contemplaban políticas de cambio climático. Concluyó que los sectores 

Ambiental, de Recursos Naturales (particularmente, el Hídrico) y de Energía 

Eléctrica, eran los más efectivos en cuanto a alinear sus políticas con los 

lineamientos de la Política Nacional de Cambio Climático de 2018.

A su vez, estos marcos de gobernanza han devenido en innovadoras inter-

venciones concretas como el uso de soluciones naturales para mejorar la 

disponibilidad y gestión de los recursos hídricos en la Cuenca de Chingaza, 

que abastece al área metropolitana de Bogotá. Este tipo de intervención 

no solo ha ayudado a desarrollar nuevo conocimiento científico sobre los 

beneficios de las soluciones basadas en la naturaleza, sino que también ha 

ayudado a comprender más profundamente el impacto del cambio climático 

sobre áreas geográficas afines. Desde un punto de vista normativo, ha ofre-

cido mejores herramientas para la gestión hídrica, que integran el cambio 

climático en su planificación a la vez que mejoran la capacidad municipal.

Observando las metas de mitigación y las de adaptación, las prioridades 

NDC del país se ven reflejadas en el Plan Nacional de Desarrollo actual 

(Ley 1955 de 2019), que aborda al cambio climático mediante (i) un Pacto 

por la Sostenibilidad, para la expansión de energía limpia, transporte 

sostenible y economías circulares; (ii) un ambicioso esfuerzo de energías 

renovables que revisa los objetivos de la Ley de Energías Renovables (Ley 

1715 de 2014) y desarrolla una hoja de ruta para la transición eléctrica; y (iii) 

la promoción de soluciones de movilidad eléctrica a través de estrategias 

específicas y de la Ley de Movilidad Eléctrica (Ley 1964 de 2019).

Como en el caso de las adaptaciones, el enfoque multidimensional de 

Colombia a la gobernanza climática ha dado lugar a implementaciones 

exitosas. El gobierno adoptó el modelo de Fondos de Inversión en el Clima, 

en los que los Ministerios de Hacienda de los países generan planes de 

inversión nacionales para fomentar un cambio transformador y encausar el 

financiamiento público y privado hacia el desarrollo sostenible.20 Replicando 

este enfoque, el gobierno se unió al BID y al Programa de Infraestructura 

Sostenible del Reino Unido (UK-SIP) para ocupar un rol central en la acele-

ración de desarrollo de infraestructura sostenible, fortaleciendo las bases 

nacionales y atrayendo inversiones del sector privado, específicamente 

20 Los Fondos de Inversión para el Clima (CIFs) fueron establecidos en 2008. A través de bancos multilaterales de desarrollo como 
el BID, se provee asistencia técnica a países, para que estos desarrollen planes de inversiones basados en carteras de proyectos 
con madurez, y para mejorar los mecanismos de ejecución. Los CIFs priorizaban proyectos que sean transformacionales por la 
incidencia de estos en la matriz productiva de los países.
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FIGURA 3.1. 

Nivel de Correspondencia entre ODS y un Resumen General de las iNDC
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FIGURA 3.2. 

Correspondencia entre las Intenciones de Contribuciones Determinadas a Nivel Nacional 
(iNDC) de Colombia y las metas de los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS

1000
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aquellas que estuvieran en línea con los NDC colombianos. Este programa 

complementa el liderazgo de Bancolombia en la emisión de bonos verdes 

y los objetivos de la Financiera de Desarrollo Nacional de atraer inversiones 

privadas hacia la infraestructura.

Así, las NDC no deben considerarse instrumentos por fuera de los marcos 

actuales de planificación de políticas. Por el contrario, su elaboración y 

ejecución debe reunir a todos los ministerios relevantes para transformar-

se en instrumentos efectivos en la integración de políticas climáticas (ver 

Figura 3.2). El ejemplo específico de Colombia destaca el tipo de políticas y 

capital privado que puede darse al involucrar activamente a los ministerios 

de planificación y de finanzas. Los resultados son claros: La NDC actualizada 

de Colombia no solo es más ambiciosa en cuanto a las metas propuestas, 

pero también en relación a su mecanismo de implementación. Articularla con 

una planificación preventiva y con los esfuerzos de movilizacion de recursos 

del sector privado permiten el desarrollo de una Estrategica Climática de 

Largo Plazo (LTS por sus siglas en inglés) sobre la cual el país podrá basarse 

para futuras iteraciones de la NDC.

LA SEGUNDA RONDA DE CONTRIBUCIONES 
DETERMINADAS A NIVEL NACIONAL (NDC) 

Una encuesta realizada por el BID sobre la primera y segunda iteración 

de las NDC revela que, en los países de América Latina y el Caribe, más 

del 60% de las primeras iteraciones fueron redactadas rápidamente, con 

pocas consultas para su elaboración. El sector privado estuvo mayormente 

ausente en las deliberaciones previas a la Conferencia de las Naciones 

Unidas sobre el Cambio Climático de 2015 (COP21). Además, más del 50% 

de los procesos de definición de las primeras NDC fallaron en incorporar a 

ministerios claves para la definición de objetivos nacionales de mitigación. 

Con plazos muy cortos, solicitó a los negociadores de los gobiernos que 

prepararan sus intenciones de NDC (iNDC) previo a la COP21, lo que les 

dio poco tiempo para realizar consultas con todos los sectores pertinentes. 

Consecuentemente, las iNDC carecían de una visión transversal al Estado y 

una apropiación efectiva multisectorial de la agenda. Post COP21, algu-

nos países revisaron y actualizaron secciones de sus NDC originales, tras 

extensas consultas con actores relevantes del sector público. Los países 

las revisaron y actualizaron secciones de sus NDC originales, tras extensas 

consultas con actores relevantes del sector público. Sin embargo, la parti-

cipación del sector privado seguía siendo limitada. En la misma encuesta, 

todos los países de América Latina y el Caribe reconocían haber tomado 

medidas para que sus segundas iteraciones fueran más ambiciosas.
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En 2020, los países comenzaron a presentar las segundas iteraciones de 

sus NDC. Según la encuesta, en más del 85% de los países, los ministerios 

y otros actores relevantes se involucraron desde el comienzo, aunque lo 

hicieron con distinto grado de compromiso, subrayando la necesidad de 

mayor coherencia de política pública. En líneas generales, los procesos de 

revisión de las NDC se benefician de apoyo político de alto nivel en la 

mayoría de los países, lo que se traduce en una mejor priorisación y 

asignacióndel gasto público y por ende, en una transversalización de la 

política climática. No obstante, comprender cuáles son aquellos mecanis-

mos de coordinación que dan lugar a mayor integración y efectividad de las 

políticas climáticas es una tarea aún pendiente.

Previo a elaborar su primera NDC, Uruguay reunió a todo el gobierno a 

través de un mecanismo de coordinación multisectorial: el Sistema Nacional 

de Respuesta al Cambio Climático. En su ley de presupuesto quinquenal de 

2020 (Ley 19.924), Uruguay también hizo hincapié en su intención de alinear 

el gasto público y la planifica-

ción económica con medidas 

de mitigación y adaptación 

para alcanzar sus objetivos de 

LS y NDC y al mismo tiempo 

priorizar la recuperación eco-

nómica verde y sostenible.21

Argentina, Costa Rica y Chile 

han adoptado estrategias 

nacionales sobre cambio 

climático a nivel de gabinete 

para coordinar esfuerzos. 

Pocos países han adoptado 

un fuerte enfoque subnacional 

para garantizar la coherencia 

entre políticas y alinear a los 

estados, regiones y, princi-

palmente, a los municipios, 

con los esfuerzos nacionales. 

Tanto las adaptaciones como 

las políticas económicas se 

ven beneficiadas de ser abor-

dadas a nivel subnacional. De 

hecho, como se explica en el 

Capítulo 10, “todas las políticas 

son locales”. Los planes de 

adaptación subnacionales de 

Chile y Colombia se desta-

can como ejemplos exitosos. 

21 Véase la Ley de Uruguay 19.924, sección IV, subsección 36, párrafo 533.

CUADRO 5 
La Segunda Iteración de las NDC – Aún Queda Trabajo 
por Hacer

Hasta el 8 de enero de 2021, 82 países y la UE27 habían enviado 
versiones revisadas de sus NDC a la CMNUCC. Aproximadamente 40 
correspondían a segundas iteraciones de las NDC del correspondiente 
país. Una revisión no exhaustiva de estos documentos por el Climate 
Action Tracker revela que de los 14 documentos inspeccionados corres-
pondientes a países de América Latina y el Caribe, solamente uno (el de 
Brasil) no presentaba una serie de metas más ambiciosas.* Un análisis 
veloz de las nuevas NDC que entregaron los países de América Latina y 
el Caribe deja ver que la mayoría incluye claros plazos para alcanzar la 
neutralidad de carbono para el año 2030 o 2050 a más tardar.

A pesar de que esta es una señal positiva en relación con el cumplimien-
to de la región del Acuerdo de París, el Climate Action Tracker (2021) 
indica claramente que aun estas nuevas propuestas se quedan cortas. 
Esto es previsible en este nivel, bajo el mecanismo del Acuerdo de París, 
mientras se presentan nuevas y más ambiciosas NDC. Sin embargo, 
resta mucho por hacer y la ambición debe ser considerada bajo las 
siguientes tres dimensiones: (i) el establecimiento de metas más ambi-
ciosas; (ii) el diseño de mecanismos de implementación que garantice 
el cumplimiento de los objetivos; y (iii) la consolidación de mecanismos 
para informar y permitir la verificación de resultados.  

*  Al igual que con el cumplimiento de EEUU del Acuerdo de París entre 2016 
y 2020, este hecho debe ser comparado con las acciones de otras instancias 
de los gobiernos federales tanto de Brasil como de EEUU. Si bien es preferible 
el alineamiento entre las diferentes instancias, las acciones climáticas 
realizadas a nivel de  ciudades, provincias, estados y otras instancias de 
gobiernos subnacionales, también merecen ser tomadas en cuenta.
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Por último, la mayoría de los países reconoce que es necesaria una mayor 

participación del sector privado, sindicatos, y ONG ambientales. Establecer 

mecanismos efectivos para promover la participación de la sociedad civil, 

incluyendo a los jóvenes, es un desafío compartido. 

Solamente cuatro de los países de América Latina encuestados incluyeron 

un documento de estrategia financiera en sus estrategias NDC (Secretaría 

LEDS LAC, 2020). Incluso dentro de este grupo limitado, la concepción de 

lo que debería incluir dicha estrategia financiera varía enormemente, desde 

una estrategia de recaudación de fondos de donantes, hasta un documento 

redactado conjuntamente entre los ministerios de finanzas y de medio am-

biente. En algunos casos, los ministerios de finanzas ni siquiera participaron 

en la elaboración de estas estrategias financieras, lo que vuelve cuestiona-

ble su efectividad y destaca la necesidad de apropiación transversal de la 

agenda climática y coherencia política entre los diversos sectores.

En última instancia, la adecuada implementación de los compromisos 

nacionales requerirá el liderazgo de instituciones clave y un sólido respaldo 

político. Costa Rica y Chile ofrecen ejemplos regionales de buenas prácti-

cas que se están incorporando en las segundas iteraciones de ciertas NDC.

Costa Rica: Un Enfoque a Todo o Nada para Proteger el 
Medio Ambiente 

Al entregar el primer plan de descarbonización de la región, que incluía 

una Estrategia a Largo Plazo (LTS, por sus siglas en inglés), Costa Rica se 

convirtió en un líder en el régimen climático internacional.22 Lo que es más, 

adoptó un marco de gobernanza para transformar sus NDC y la Estrategia a 

Largo Plazo del país en políticas operativas.

El caso de Costa Rica destaca el rol que pueden desempeñar los altos 

niveles del gobierno. Tras un fuerte compromiso y apoyo de la Oficina del 

Presidente y del presidente mismo, el Ministerio de Ambiente y Energía 

de Costa Rica (MINAE) estableció el Plan de descarbonización nacional 

2018-2050 en 2019 (MINAE, 2019). La decisión del MINAE de acercarse y 

trabajar junto a todos los sectores y ministerios relevantes fue esencial para 

su éxito, ya que permitió que se abordara la descarbonización de manera 

sectorial. Las universidades locales también participaron del desarrollo de 

modelos que ayudaron a identificar costos y beneficios de varias estra-

tegias de descarbonización. El MINAE lideró el proceso, desarrollando 

alianzas y poniéndose al frente de un enfoque que abarcara a todos los 

sectores del gobierno. También se integraron consideraciones de la socie-

dad civil y del sector privado, apoyándose en la Fundación Europea para 

el Clima y en el BID, a través del proyecto de Rutas de Descarbonización 

Profunda (DDP-LAC). 

22 El Artículo 4, párrafo 19 del Acuerdo de París menciona la necesidad de desarrollar Estrategias a Largo Plazo (ELP). El Artículo 
4, párrafo 19 también hace referencia al Artículo 2, párrafo 2, que reconoce la existencia de responsabilidades comunes pero 
diferenciadas (Acuerdo de París en la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático, 2015).
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Dos actores críticos en el diseño y la subsiguiente implementación de la 

estrategia fueron el Ministerio de Planificación Nacional y Política Económica 

(MidePlan) y el Ministerio de Hacienda. El plan de Costa Rica ofrece una hoja 

de ruta para la transición hacia cero emisiones netas para 2050, con metas 

escalonadas en todos los sectores y una hoja de ruta de políticas acciona-

bles. La labor de MINAE con el MidePlan y el Ministerio de Hacienda dio 

lugar a (i) la definición de objetivos de política específicos y (ii) el compromiso 

de MidePlan en diseñar un documento de planificación que incorpore las 

metas de descarbonización; y (iii) al plan de desarrollo económico del país 

que incluye un proceso de asignación de recursos. Por lo tanto, se busca 

integrar la descarbonización de modo efectivo a la definición de politicas 

económicas. El plan de Costa Rica incluye la evaluación de oportunidades 

productivas y prioridades de inversión pública para generar empleo, reducir 

pobreza e impulsar el desarrollo económico de un futuro descarbonizado.

Un componente clave del plan gira en torno a las soluciones de movilidad 

eléctrica, mientras se busca resolver serios problemas de tráfico, especial-

mente en la capital, San José. Estas intervenciones se encuentran en fase 

de diseño y se prevé que impulsarán la capacidad del país de implementar 

sus estrategias de largo plazo (LTS). Las proyecciones intermedias revelan 

que la descarbonización del sector podría ofrecer beneficios netos del 

orden de los US$20.000 millones para el país al año 2050, con menores 

costos operativos, menos tráfico, impacto positivo sobre la salud y menor 

cantidad de accidentes. El plan también indica que los ahorros derivados 

serán suficientes para compensar los costos iniciales superiores de una 

flota de vehículos eléctricos. El plan de descarbonización fue, de hecho, 

complementado por un análisis de costo-beneficio exhaustivo desarrollado 

en conjunto con el BID, que ayudó a encaminar sus flujos de trabajo princi-

pales (Groves et al., 2020).

Desde una perspectiva de gobernanza climática nacional, el Ministerio de 

Hacienda y MidePlan están implementando el plan a través de un orga-

nismo de coordinación de alto nivel, del que el MINAE y la Oficina del 

Presidente de Costa Rica también participan. Este organismo se ocupa 

de revisar, alinear y priorizar los procesos de desarrollo públicos y ofrecer 

orientación complementaria a las estructuras del gobierno que necesiten 

integrar los objetivos de descarbonización en todos los sectores.

Finalmente, para favorecer la operacionalizaci de la LTS, el Ministerio de 

Hacienda se basa en el plan para coordinar y priorizar el acceso a finan-

ciamiento concesional, así como aportes no reembolsables de donantes 

internacionales e instituciones financieras internacionales. Así es como la 

agenda de desarrollo de Costa Rica se encuentra entrelazada en la visión 

de crecimiento económico del país. 
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Chile: Vinculando las Políticas Ambientales y 
Socioeconómicas

En abril de 2020, Chile se convirtió en el segundo país de América Latina 

y el Caribe (después de Surinam) y el séptimo en el mundo, en entregar 

oficialmente la segunda iteración de sus NDC. Al presentarla, el país resaltó 

el rol de está y la necesidad en atender los factores subyacentes que 

contribuyen a la crisis social que enfrenta el país, enfatizando el rol de las 

políticas sociales en los planes de recuperación económica y sostenible. 

También se hizo hincapié en la necesidad de incoporar medidas de desa-

rrollo verde en las respuestas a la crisis del Covid-19. El liderazgo de Chile 

es un ejemplo en varios frentes. El establecimiento de un organismo cien-

tífico nacional independiente que formulara recomendaciones basadas en 

ciencia, no solo ofreció una de las perspectivas sectoriales más avanzadas 

en políticas y tecnología, sino que también ayudó a identificar superposicio-

nes con otras agendas relevantes. La NDC de Chile reconoce la necesidad 

de incorporar la protección de océanos y biodiversidad en la acción climá-

tica. De hecho, la NDC de Chile va más allá de las propuestas tradicionales 

de intervenciones de políticas e incluye requisitos de políticas exhaustivas 

más amplios para la conservación de humedales oceánicos y costeros. La 

NDC también destaca las oportunidades ambientales y socioeconómicas 

inherentes a una economía circular y a la gestión de los bosques y turberas.

Esta aproximación general a la política impulsada por el clima, que excede 

las políticas ambientales convencionales, le ha permitido al país definir un 

presupuesto de carbono avanzado para los próximos diez años, que podrá 

ser utilizado en el proceso de establecimiento de políticas.

Otro ejemplo del liderazgo de Chile incluye la creación del Equipo Técnico 

Interministerial para el Cambio Climático. Este organismo interministerial de 

coordinación de políticas se reúne a nivel técnico para debatir sobre opor-

tunidades para políticas. Esta disposición de coordinación multisectorial 

establecido por el Ministerio del Medio Ambiente apunta a la apropiación 

de la agenda climática por parte de todo el gobierno.23 

Desde una perspectiva de acción climática, el país posee la agenda de mo-

vilidad eléctrica más avanzada de las Américas, así como una eliminación 

gradual prematura de las plantas de generación eléctrica a partir de carbón. 

El apoyo de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) y del BID, así 

como el diseño de modelos de financiación innovadores que involucran al 

sector privado, ENGIE, BID Invest y los Fondos de Inversión para el Clima 

(FIC) fueron una parte instrumental del plan para alejarse del carbón.

Si bien la NDC chilena pose un margen de mejoría, el proceso por el cual 

fue actualizada como parte del diseño integrado a la LTS ofrece un conside-

rable ejemplo para otros países de la región. Por supuesto, algunas de las 

23 Chile ha desarrollado un ecosistema de coordinación de organismos multisectoriales a diferentes niveles de jerarquía de la 
gobernanza, como el Consejo de Ministros para la Sustentabilidad (CMS), Equipo Técnico de Monitoreo, Reporte y Verificación 
(ETMRV) y los Comités Regionales de Cambio Climático (CORECC).
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limitaciones de la segunda NDC reflejan debates complejos que continúan 

a nivel nacional. En respuesta a la ola de malestar social nacional surgida en 

2019, el Ministerio del Medio Ambiente no solo reforzó la participación de 

la sociedad civil, sino que también dotó a la NDC de un robusto eje social 

transversal que sirve de guía para que los ministerios, la sociedad civil y 

otros actores relevantes de los sectores público y privado puedan alinear 

las políticas climáticas con sus objetivos de desarrollo socioeconómico. 

Reconocer la importancia de las condiciones socioeconómicas como motor 

de los procesos de descarbonización está explícitamente mencionado en 

la NDC del país. Los capítulos subsiguientes ahondan en este asunto en 

detalle para comprender los factores político-económicos que dan forma a 

políticas climáticas exitosas.

En conclusión, estos cuatro casos de estudio ofrecen ejemplos de la ma-

nera en que se están desarrollando NDC más ambiciosas en la región. En 

el centro de estos casos se halla la decisión de abordar las cuestiones de 

crecimiento económico y social y de incluir la política climática a través del 

prisma de la planificación y la financiación pública en lugar de hacerlo sólo 

mediante políticas ambientales.
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C A P Í T U L O  4

ESTRATEGIAS DE 
DESCARBONIZACIÓN: 
VINCULANDO LAS 
PRIORIDADES AMBIENTALES 
Y SOCIOECONÓMICAS



Tras analizar el perfil de vulnerabilidad de 
la región y observar ejemplos concretos de 
la manera en que las políticas climáticas 
exitosas son capaces de abordar la 
mitigación y adaptación mientras 
promueven el desarrollo económico 
sostenible, este capítulo evalúa los sectores 
prioritarios para el desarrollo de estrategias 
de descarbonización en la región.
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ACERCA DE LA DESCARBONIZACIÓN EN 
AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE

Si bien la región es altamente vulnerable al cambio climático y los respon-

sables de formular políticas enfrentan importantes incentivos políticos para 

abordar primero sus vulnerabilidades ambientales, tanto los esfuerzos de 

mitigación como los de adaptación pueden implementarse una vez que se 

hayan establecido efectivos marcos transversales de planificación. Las NDC 

forman parte de estos marcos. Más aún, como participantes del Acuerdo de 

París, todos los países de la región deben contribuir a la aceleración global 

para la acción climática. En muchos casos, el imperativo internacional está 

alineado con inquietudes políticas locales. Por ejemplo, el acceso de los 

productos agropecuarios de la región a otros mercados se encuentra con-

dicionado por la adopción de medidas agrícolas de bajo carbono.

La descarbonización es el proceso por el que el crecimiento económico se 

despega de la mayor fuente antropogénica del cambio climático: la emisión 

de gases de efecto invernadero (GEI).24 Si bien algunos GEI tienen una 

vida corta en la atmosfera (carbono negro, metano, ozono troposférico y 

gases fluorados), el dióxido de carbono (CO2) y el óxido nitroso (N2O) son 

mucho más significativos en relación con su concentración en la atmósfera. 

Mientras que la mayoría del metano (CH4) tiene una vida aproximada de 9,1 

años en la atmósfera (IPCC, 2013), entre el 65% y el 80% del CO2 emiti-

do, permanecerá en la atmósfera hasta 200 años (Ehhalt et al., 2001). Por 

otra parte, el CH4 posee un 

potencial de calentamiento 

global (GWP por sus siglas en 

inglés) 84 veces más alto que 

el del CO2, lo que lo convier-

te en un objetivo prioritario 

en una región que lo produce 

en grandes cantidades como 

subproducto agrícola. La oxi-

dación de la molecula de CH4 

también genera moleculas 

de CO2, de mayor duración 

de vida. Tanto la vida media 

de los GEI como su GWP 

deberían ser tomados en 

cuenta por los responsables 

políticos a la hora de plantear 

24 Los principales GEI a tener en cuenta son el dióxido de carbono (CO2), el metano (CH4), el óxido nitroso (N2O), los 
hidrofluorocarbonos (HFC), los perfluorocarbonos (PFC) y el hexafluoruro de azufre (SF6). Los GEI poseen diversos rasgos de 
cambio climático; para su comparación se adopta el CO2 equivalente (CO2e).

FIGURA 4.1. 
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sus estrategias de descarbonización (ver Figura 4.1). Por lo tanto, el cambio 

climático no es causado únicamente por la actividad actual con altos niveles 

de emisiones de carbono, sino también por la concentración de emisiones 

de GEI ocurridas en el pasado. Estas concentraciones seguirán aumentan-

do en tanto las emisiones continúen y sólo comenzarán a reducirse una vez 

que las emisiones alcancen un nivel efectivo nulo, el cual significa un fin a 

las emisiones o una compensación suficiente para anularlas. 

Alcanzar las metas del Acuerdo de París y comprometerse a limitar el 

aumento de la temperatura a 1.5°C o 2.0°C (PNUMA, 2019a) requiere que se 

alcancen las emisiones cero entre los años 2050 y 2070 (Hoegh-Guldberg 

et al., 2018). Es particularmente importante destacar, en especial para 

América Latina, que alcanzar las emisiones cero implica desarrollar prácticas 

que remuevan a los GEI del ambiente, como la reforestación o la plantación 

de nuevos bosques.25 Alcanzar las emisiones cero y paralelamente mejorar 

las condiciones de vida es posible pero exige desarrollar lo que se conoce 

como marcos de políticas de transición justa.

Mientras que los países de América Latina y el Caribe a menudo explican 

que la región no emite cantidades significativas de GEI, responsables 

únicamente del 8,3% de las emisiones de GEI en 2016 (Bárcena Ibarra et 

al., 2020), datos obtenidos por la WRI exponen una realidad muy diferente 

cuando se consideran las emisiones per cápita.26 No obstante, la región 

es desproporcionadamente vulnerable, como se explica en el Capítulo 2. 

Además de las posturas tradicionales en el CMNUCC, enfrentar el cambio 

climático no es el único motivo por el que es conveniente fomentar los 

esfuerzos de descarbonización, ya que también pueden contribuir con el 

desarrollo económico, aumentar la competitividad y mejorar la salud. Por lo 

tanto, la pregunta que debe hacerse es: ¿de qué manera debe abordar la 

región el proceso de mitigación (reducción de emisiones) de manera tal que 

simultáneamente pueda adoptar estrategias de adaptación correctamente 

implementadas? Elevar la capacidad de energía renovable ayuda a reducir 

las emisiones y es positivo desde un punto de vista de costo y empleo. Las 

ciudades representan el 70% de las emisiones de GEI  (ONU-Hábitat, 2011), 

por lo que adoptar soluciones de movilidad eléctrica en los ómnibus y otros 

sistemas de transporte masivo ayuda a reducir emisiones y mejorar la cali-

dad del aire, un importante elemento para la salud. PNUMA (2019b) analiza 

en detalle las opciones de políticas regionales existentes, que pueden dar 

lugar a la descarbonización absoluta de los sectores eléctrico y de transpor-

te. Descarbonizar la agricultura también puede aumentar la competitividad y 

los estándares de salud a través de la innovación.

25 Se distingue entre actividades de forestación y de reforestación para medir las nuevas interacciones netas en el ciclo del carbono.
26 Datos relevados por el Instituto de Recursos Mundial (2020) muestran que en el período comprendido entre 2000 y 2018, las 

emisiones de tCO2e per cápita en ALC estuvieron levemente por encima del promedio mundial (5,17 tCO2e en ALC versus 4,93 
tCO2e a nivel mundial) pero sustancialmente por debajo de las de los países del G20 (8,38 tCO2e). De hecho, estos promedios 
omiten las grandes diferencias en desarrollo económico y social que existen en la región. Los países de ALC también citan el 
principio de responsabilidades comunes pero diferenciadas, incluido en el Acuerdo de París.
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SECTORES CRÍTICOS PARA LA MITIGACIÓN 
Como se observa en la Figura 4.2, el 87,2% de todas las emisiones de GEI 

en América Latina y el Caribe (Bárcena Ibarra et al., 2020) son generadas 

por tres sectores: (i) electricidad (generación y uso), lo que incluye al trans-

porte, procesos industriales y construcción (45,3% de las emisiones totales 

de GEI); (ii) agricultura y ganadería (22,9% de todas las emisiones de GEI 

regionales); y (iii) cambio en el uso de las tierras y forestación (19,3% de las 

emisiones totales). Si bien la generación de GEI del sector eléctrico de la 

región es menor al promedio mundial (45,3% versus 70,4%), la generación 

de emisiones del sector también se ha acelerado más, como resultado del 

“boom económico” que vio la región como producto del alza en los valores 

de las materias primas a comienzos de la década de 2000 (ver Figura 4.3).

Como consecuencia, las emisiones resultantes del subsector de generación 

eléctrica crecieron un 71,1% entre 2000 y 2016, mientras que las emisiones del 

subsector de transporte lo hicieron en un 48,5% (Bárcena Ibarra et al., 2020). 

Además del desarrollo económico, los elevados subsidios desempeñaron 

un papel importante, alcanzando 1,8% del PIB entre 2011 y 2013 en América 

Latina y el Caribe (Balza et al., 2016). El 1% del PIB fue destinado a combus-

tibles y 0,8% a electricidad (Di Bella et al., 2015). Es razonable cuestionar la 

eficiencia de los subsidios a las fuentes fósiles en Ecuador y Venezuela, don-

de representaron el 7,1% y 7% del PIB, respectivamente, en 2013.27 Debido a la 

presión fiscal de la región y las cargas fiscales adicionales para responder a 

la crisis del Covid-19 y destinadas a los paquetes de recuperación económica, 

la relevancia de estos subsidios debería ser revisada.

Los subsidios generalizados a las fuentes fósiles en la región contribu-

yen directamente al crecimiento urbano, lo que vuelve menos eficiente al 

transporte masivo y a menudo resulta en más generación de emisiones por 

la mayor cantidad de vehículos personales. Comprender el impacto real de 

la ineficiencia de los subsidios a las fuentes fósiles y las soluciones políti-

cas que los mitiguen, debería constituir una prioridad para los ministerios 

de finanzas. Los instrumentos como las transferencias monetarias condi-

cionadas y no condicionadas les ofrecen a los gobiernos enfoques más 

selectivos y costo-eficientes para ayudar a las familias de menores recursos. 

Las emisiones por cambios en el uso de la tierra y el sector forestal, son tres 

veces superiores en América Latina y el Caribe que en el resto del mundo 

(19,3% vs. 5,8% de las emisiones totales de GEI). El porcentaje sectorial de 

ganadería y agricultura en la región es el doble que en el resto del mundo. 

Las emisiones de GEI por actividades agrícolas aumentaron un 100% entre 

1961 y 2010 (FAO, 2014), principalmente por la creciente popularidad de los 

sistemas de pastoreo en América del Sur y Central. El desafio consiste en 

27 Los esfuerzos recientes por eliminar estos subsidios en Ecuador y la exitosa negociación entre autoridades del gobierno nacional 
y comunidades indígenas, también destacan las consideraciones político-económicas que se deben tener en cuenta para alcanzar 
exitosamente estos resultados de políticas.
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FIGURA 4.3. 
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desarrollar programas y políticas específicas que apoyen una transición 

hacia una intensificación sostenible de la producción ganadera, mientras se 

expande la frontera ganadera. Una estrategia de descarbonización adecua-

da debe incluir soluciones a medida, desde la agricultura de subsistencia, 

hasta la intensificación tecnológica para la competitividad y mayor integra-

ción mundial.

REPENSANDO LA MATRIZ DE ENERGÍA LIMPIA DE LA REGIÓN
A pesar de que la matriz eléctrica de América Latina y el Caribe es mayor-

mente limpia, aún deben abordarse significativos desafíos para desvincular 

el crecimiento económico de las emisiones de GEI.28 por qué la matriz 

eléctrica de la región es más limpia que la del resto del mundo. En 2013, la 

energía hidroeléctrica representaba el 49% del total de generación en la 

región (Banco Mundial, 2019a). Como se explicó, esto también da lugar a 

vulnerabilidad: los cambios en los patrones de precipitaciones y del clima 

en general ya están afectando la capacidad instalada. En 2001, los cambios 

en los patrones climáticos le costaron a Brasil un punto de PIB y produjeron 

escasez eléctrica durante ocho meses. De manera similar, Colombia tuvo 

que tomar importantes decisiones sobre la generación hidroeléctrica en 

2016, cuando las sequías producidas por El Niño redujeron la capacidad 

de producción de esta fuente de 70% a 61%. La dependencia de la energía 

hidroeléctrica también se ve entorpecida por el hecho de que los sitios en 

que el costo-beneficio de estas instalaciones resulta conveniente, ya se han 

agotado, restringiendo el potencial del recurso (ABN AMRO, 2018).

Desarrollar otras fuentes de energía renovable es fundamental, no solo para 

cumplir con los compromisos del Acuerdo de París, sino también para di-

señar estrategias complementarias para el suministro energético. Al menos 

18 de las 26 NDC en la región incluyen estrategias y metas sobre energía 

renovable no hidroeléctrica. En septiembre de 2019, en la Cumbre sobre la 

Acción Climática de 2019, convocada convocada por el Secretario General 

de la ONU en Nueva York, nueve países, encabezados por Colombia, 

establecieron un objetivo colectivo del 70% de uso de energías renovables 

para 2030.29

Sin embargo, el porcentaje de la generación correspondiente a energía 

renovable cayó entre 1990 y 2016, desde 64% a 55%. Esta caída se debe 

principalmente a la sobreoferta de gas natural, combinada con las ten-

dencias internacionales de tarifas eléctricas y un desplazamiento desde la 

28 La relevancia y uso de la tarifación del carbono se explican en el siguiente capítulo.
29 Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, Guatemala, Haití, Honduras, Perú y República Dominicana.  
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generación termoeléctrica hacia las plantas alimentadas a gas, que ayudó 

a volver sostenibles las expansiones en la electrificación urbana y rural. Y 

sin embargo, a pesar de mantenerse relativamente reducidas, las energías 

renovables no convencionales (ERNC) fueron las que vieron un mayor desa-

rrollo (34%) durante la década anterior (Balza et al., 2016).30 Esta tendencia 

también fue impulsada por una caída vertiginosa en los costos de genera-

ción. De hecho, la reducción en costos de estas alternativas renovables ha 

sido aún mayor que para la hidroeléctrica (Ferroukhi et al., 2016). Y lo que 

es más relevante aún, los costos de generación de renovables no conven-

cionales está en condiciones de competir con las fuentes fósiles, mientras 

que las inversiones en la región superaron los US$80.000 millones entre 

2010 y 2015 (Ferroukhi et al., 2016). En Chile, la competencia ha rebajado el 

precio promedio de las licitaciones desde US$130/MWh a US$47/MWh en 

pocos años (ABN AMRO, 2018). Los precios medios de las subastas regio-

nales de suministro eléctrico solar cayeron un 87% entre 2009 y 2017, y los 

valores de la energía eólica se redujeron un 37% entre 2008 y 2016 (Viscidi 

& Yepez, 2018). Se destaca que las inversiones en renovables, patrones de 

consumo per cá pita, dependencia de electricidad importada y dotación de 

fuentes naturales de energía, varía enormemente dentro de la región (Viscidi 

& Yepez, 2018).

Sin embargo, las soluciones políticas necesarias son similares. Una respues-

ta a la dependencia de América Central de la energía hidroeléctrica y su 

extrema vulnerabilidad climática, se ha estado formulando junto al Sistema 

de la Integración Centroamericana (SICA) y la creación en 2013 de un mer-

cado eléctrico regional entre sus países miembros (Costa Rica, El Salvador, 

Guatemala, Honduras, Nicaragua y Panamá). Resulta urgente la inversión 

para interconectar las matrices de la región. De hecho, no solo es necesario 

extender la capacidad de la matriz existente y facilitar su interconexión, sino 

que la actualización a matrices inteligentes permitirá una mayor integración e 

inversiones en renovables.

Mientras que SICA ofrece un buen ejemplo del tipo de inversiones nece-

sarias para integrar físicamente las matrices eléctricas, también subraya la 

necesidad de la integración económica a través de normas, estándares 

y otras regulaciones de armonización y de mecanismos de coordinación 

de precios. Los factores de riesgo macroeconómicos como la volatilidad 

del índice de intercambio y la organización industrial del sector eléctrico, 

también limitan el crecimiento de las renovables. Las soluciones como los 

contratos de electricidad a plazo (o acuerdos de compra de electricidad) 

cumplen un rol en abordar estos problemas, protegiendo también los obs-

táculos tarifarios, incluyendo los subsidios a las fuentes fósiles. Ya en 2006, 

Brasil y Uruguay fueron pioneros en las licitaciones de energía limpia, que 

han demostrado ser efectivos enfoques impulsados por el mercado que 

permitieron dar empuje al desarrollo de los renovables. Las licitaciones de 

energía renovable requieren, sin embargo, claras señales de los gobiernos, 

30 Las ERNC se refieren a solar, eólica, geotérmica, mareomotriz, biomasa e hidroeléctricas de pequeña escala.
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incluyendo para futuras licitaciones, orientación de los precios e informa-

ción normativa. La primera licitación de energía renovable en Colombia en 

2019 merece ser considerada (ver Figura 4.4).

Facilitar el acceso a fondos también es fundamental, como dejan ver los 

mandatos de bancos de desarrollo nacionales, como Bancoldex (Colombia), 

BANOBRAS (México) o BNDES en Brasil, y también fondos de infraestruc-

tura específica como el FONADIN en México. Los Bancos Nacionales de 

Desarrollo pueden impulsar el desarrollo de renovables como mecanismo 

de cobertura contra cierta incertidumbre derivada del riesgo de importar 

gas y otras fuentes de energía. A mediados de la década de 2000, Chile 

importaba gas de Argentina para compensar las brechas de su capacidad 

de generación. La falta de coordinación de precios y la inestabilidad del 

suministro de gas a Chile por parte de Argentina, dieron lugar a insuficien-

cias que impulsaron a Chile a lanzar su política de Energías Renovables no 

Convencionales (ERNC). El país rápidamente alcanzó sus metas iniciales 

para la generación de energía renovable, y desde entonces las ha revisado, 

incorporando metas aún más ambiciosas. La política ERNC de Chile enfren-

tó múltiples dificultades como la falta de interés por parte de los servicios 

tradicionales, socios del sector privado que con frecuencia carecían de 

FIGURA 4.4. 

Línea de Tiempo de las Primeras Subastas de Energía Limpia en América Latina y el Caribe, 
por país
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información sobre los riesgos potenciales de este “nuevo sector” y exten-

sos períodos de repago de los proyectos, de entre 8 y 9 años en promedio 

(Moguillansky, 2016). Estos proyectos también enfrentaron múltiples 

complicaciones de distribución y logística, con grandes distancias entre los 

centros de generación y consumo y malas condiciones de las matrices.31 

Para apoyar el Programa Estratégico Nacional en Industria Solar, el 

Ministerio de Economía, Fomento y Turismo de Chile le encargó a CORFO 

desarrollar líneas de crédito específicas, dedicadas, grandes y pequeñas 

para ayudar a que los proveedores locales participen en la cadena de 

valor de la industria fotovoltaica y así reducir importes de bienes y servicios 

(Griffith-Jones & Ocampo, 2018). Para complementar las políticas locales, 

el BID y el Banco Mundial apoyaron una serie de programas a través del 

Fondo de Tecnología Limpia (CTF) de los Fondos de Inversión en el Clima 

(CIF). El capital proveniente de los CIF también se utilizó para promover la 

ampliación del auto-suministro de energía renovable y la eficiencia ener-

gética para usuarios individuales. A pesar de que algunos sostienen que 

CORFO podría haberse capitalizado para impulsar el desarrollo de las 

ERNC, el programa puede ser considerado un ejemplo exitoso de apoyo 

a una industria competitiva pero emergente (ver Figura 4.5). Por último, el 

factor decisivo para el desarrollo de las ERNC ha sido bajar los costos y 

señalización de precios. El “boom” de las ERNC en Chile y su acuerdo his-

tórico con ENGIE para eliminar gradualmente todas las plantas de carbono 

fue impulsado por los precios. 

31 La mayor parte de la generación de energía voltaica se encuentra en el Desierto de Atacama, cerca de grandes centros mineros 
industriales, pero lejos de grandes núcleos de población.

FIGURA 4.5. 

Generación Eléctrica Solar Fotovoltaica, Chile 2012 - 2019
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FUENTE: Reproducido del World Energy Outlook, de la AIE, 2020 , https://www.iea.org/reports/world-energy-outlook-2020. 
Todos los derechos reservados..
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AGRICULTURA, FORESTACIÓN Y USO DE LAS 
TIERRAS: PEQUEÑA ESCALA, GRAN IMPACTO

Si bien las actividades agrícolas, forestales y de usos de las tierras contri-

buyen cada vez menos al PIB regional, sus correspondientes emisiones 

de GEI continuarán incrementando de no tomarse ninguna medida. La 

forestación y reforestación serán críticas para que la región pueda cumplir 

con los compromisos establecidos en el Acuerdo de París. Sin embargo, a 

la vez, los elevados índices de pobreza entre poblaciones rurales deben 

contenerse.

La ausencia del cumplimiento de regulaciones de preservación, institu-

ciones débiles, problemas de propiedad de las tierras y mayor consumo 

bovino y ganadero fruto del desarrollo económico, han contribuido a expan-

dir la barrera agrícola, dando lugar a una menor cubierta forestal y mayores 

emisiones. A su vez, el exceso de nitratos y nitrógeno en los fertilizantes, 

contribuye directamente a los GEI e indirectamente a través de la prolifera-

ción de algas y sus emisiones resultantes. Muchas de estas problemáticas 

pueden ser abordadas, algunas a través de soluciones costo-eficientes, 

basadas en la naturaleza.

Costa Rica demuestra el modo en que la reforestación puede ayudar a 

alcanzar los objetivos del Acuerdo de París. Mientras que la cubierta forestal 

del país representaba el 77% de la tierra en 1943, la producción agrícola y 

ganadera la redujo al 41% para 1986 (Hanson et al., 2015). La reforestación 

a través de la regeneración natural de pastizales abandonados impulsó la 

recuperación de la cubierta forestal hasta 48% en 2005 (Calvo-Alvarado, 

2009). Para 2010, el gobierno de Costa Rica consideraba que el 52,4% de 

las tierras correspondía a bosques (FONAFIFO, 2012). Entre los factores cla-

ve del éxito se incluyen un robusto contexto institucional, incentivos fiscales 

y financieros para la reforestación, medidas de preservación como el pago 

por servicios ambientales, subsidios para la reforma de fincas ganaderas 

y una atención para el cumplimiento de la titularización de las tierras que 

favorece la restauración de las tierras (Hanson et al., 2015). 

Uruguay es otro caso interesante. Responsable de un aparentemente insig-

nificante 0,0538% de las emisiones mundiales de GEI, asombrosamente, el 

73,8% de las emisiones del país provienen del sector agrícola (WRI, 2020).32 

Lo que es más, el sector agrícola representó el 32,8% de todas las exporta-

ciones, o un 21,4% del PIB en 2016 (OEC, 2020). Por lo tanto, para el sector 

agrícola uruguayo, la descarbonización no constituye solamente una pro-

blemática ambiental sino también un asunto de competitividad económica. 

La tecnificación de la agricultura y la ganadería y el valor agregado de las 

32 Incluyendo el cambio en el uso de las tierras y la forestación. En 2016, el país fue responsable del 0,02% de las emisiones de CO2 
a nivel mundial.
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políticas y agencias de innovación del país, ofrecen grandes oportunidades 

para reducir las emisiones, que, a su vez, implican un producto más com-

petitivo para posicionar en otros mercados. La innovación también cumple 

un rol importante. Un país como Uruguay, que se caracteriza por un fuerte 

ecosistema de innovación tanto en el sector público como en el privado, 

está en condiciones ideales de llevar a cabo investigaciones agrícolas sobre 

prácticas reducidas en carbono, como por ejemplo suplementos alimentarios 

que reducen las emisiones de metano en la fermentación entérica de los 

rumiantes. Este tipo de investigación es la que lleva adelante la compañía 

suiza Mootral, para la producción de suplementos alimentarios que limiten 

las emisiones de metano en el proceso digestivo de estos animales. A pesar 

de que la ciencia es reciente, existen una gran cantidad de oportunidades 

y de limitaciones (Alvarez-Hess et al., 2019). A nivel local, la promoción de 

políticas de gestión sostenible de las tierras y soluciones basadas en la 

naturaleza también puede ayudar a reducir la proliferación de algas y sus 

impactos sobre la salud, con menores costos (O’Connor et al., 2019).

Más importante aún, reducir la huella de carbono de la cadena de produc-

ción ganadera debe ser considerado un asunto de competitividad para 

una región que en 2015 producía el 16% de las exportaciones mundiales 

de alimentos (Rabobank, 2015). De hecho, algunos nuevos procesos, como 

el Acuerdo UE-Mercosur y la dependencia de la exportación de productos 

bovinos, deberán ser reevaluados a la luz de las nuevas consideraciones 

climáticas mundiales. El Presidente de Francia y la Canciller de Alemania 

enviaron fuertes señales cuando anunciaron que las exportaciones bovinas 

de la región deberán cumplir con prácticas agrícolas de bajo carbono en su 

cadena de suministro. Un mensaje similar fue enviado por el Reino Unido, 

reforzando la necesidad de que los productores y gobiernos de América 

Latina y el Caribe inviertan en investigación e innovación y modifiquen la in-

tensidad de carbono en su producción de alimentos. De hecho, no sería la 

primera vez que la región deba adoptar sus políticas y prácticas para poder 

acceder al mercado europeo. A mediados de la década de 1990, Ecuador y 

Colombia tuvieron que adaptarse para cumplir con las regulaciones huma-

nas, sociales y ambientales necesarias para acceder al mercado europeo 

de venta de flores (OCDE, 2006). Más recientemente, la UE estableció una 

etiqueta única de consumo energético que afectó las exportaciones de 

bienes dependientes de la energía. En el caso de productos agrícolas y 

ganaderos, se espera que Francia y la UE insistan en adoptar y reforzar las 

normas establecidas de trazabilidad de bienes, lo que incluye su huella de 

carbono (Jaouen, 2019). Anticipándose a estas tendencias, el sector privado 

de Brasil ya ha comenzado a invertir en la descarbonización de la cadena de 

suministro de carne bovina. Descarbonizar las cadenas de valor y aumentar 

la transparencia de la trazabilidad de la huella de carbono de los productos 

es importante para la integración económica. El Capítulo 10 analiza la manera 

en que los responsables políticos de América Latina y el Caribe deben 

responder a un número creciente de electores que valoran los bienes y ser-

vicios ecológicos. Estos intereses locales se traducen en nuevos incentivos 
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políticos que los responsables de la formulación de políticas deberán tener 

en cuenta a la hora de redactarlas. También se encuentran alineados con 

señales comerciales que generan mayores incentivos para la descarboniza-

ción de las unidades productivas del sector agrícola.

En México, los análisis de la labor de la Comisión Nacional Forestal 

(CONAFOR), dejan ver que la gestión forestal y la reforestación son 

posibles, pero que con el paso del tiempo y de diferentes gobiernos, es 

necesario adaptar y desarrollar soluciones locales a medida, que tengan en 

cuenta factores socioculturales, económicos, legislativos e institucionales 

(Torres-Rojo et al., 2016).

Como se mencionó anteriormente, la mitad de los alimentos de la región 

son producidos por casi 14 millones de personas en unidades de produc-

ción pequeñas a medianas. Con frecuencia, estos productores se hallan en 

áreas rurales aisladas, donde abunda la pobreza. La falta de financiamiento 

e infraestructura adecuada se ve agravada por el limitado conocimiento 

sobre prácticas agrarias sostenibles y elevados índices de analfabetis-

mo financiero. El acceso insuficiente a servicios digitales y tecnologías, 

aumenta la brecha entre las poblaciones pobres rurales y aquellas más 

urbanas de América Latina y el Caribe.33 A su vez, estos factores devie-

nen en pérdidas productivas y de competitividad porque los productores 

rurales no pueden adaptarse al cambiante clima o invertir en acercamientos 

más productivos. El apoyo a este grupo deberá estar centrado tanto en la 

competitividad económica como en el desarrollo social. Rural Sustentável, 

un piloto conjunto entre el BID y DEFRA (el Departamento Gubernamental 

del Reino Unido para el Ambiente, Alimentación y Asuntos Rurales) para 

apoyar el programa de agricultura de bajas emisiones de carbono de Brasil, 

es un ejemplo de cómo se pueden abordar estos problemas. El proyecto 

agropecuario de bajas emisiones de carbono, Rural Sustentável, que fue 

creado en 2013, ayuda a los productores brasileños a mejorar su gestión de 

tierras y cubierta forestal para promover un desarrollo rural sostenible, re-

ducir la pobreza, conservar la biodiversidad y proteger el clima. En conjunto 

con el Ministerio de Agricultura, Ganadería y Abastecimiento, este proyecto 

del BID está siendo implementado por el Instituto Brasileño de Desarrollo y 

Sustentabilidad (IABS), con fondos del Departamento de Medio Ambiente, 

Alimentación y Asuntos Rurales del Reino Unido y el apoyo del Banco 

do Brasil y Embrapa. Este Proyecto de US$30 millones, destinó US$20 

millones a programas financieros no reembolsables para productores 

rurales, siendo estos los más vulnerables al cambio climático y el grupo más 

numeroso en América Latina. Rural Sustentável ha impactado positivamente 

33 También vale la pena destacar que el efecto completo de una transformación digital en ALC y su incidencia sobre las emisiones de 
GEI, dependerán de la matriz eléctrica de la región. Para comprender el impacto total sobre el medio ambiente, debería realizarse 
un análisis de toda la cadena de valor. Cabe resaltar también que existe muy poca información sobre la eficiencia y los beneficios 
de la reducción de emisiones resultante de las transformaciones digitales, versus el aumento de las emisiones que surge de 
la creciente adopción de la transformación digital. Sin embargo, esta distinción se vuelve insignificante de contarse con una 
matriz eléctrica completamente renovable. Es este escenario, la región de ALC obtendría grandes beneficios en relación con su 
competitividad, considerando su matriz eléctrica.
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y beneficiado directamente a 

18.570 personas, previniendo 

la degradación de 36.038 

hectáreas y la deforestación 

de 8.550 hectáreas. Esto dio 

lugar a una reducción directa 

del equivalente a 8,9 millo-

nes de toneladas métricas 

de dióxido de carbono, y 

una reducción indirecta de 

emisiones de 57 MtCO2e 

adicionales. 

La producción agrícola fue la 

segunda fuente de emisiones 

de GEI en Brasil (32,6%) en 

2019 (USAID, 2019). Como en 

el resto de la región, se prevé 

que las emisiones derivadas 

crecerán paralelamente a la 

producción, para satisfacer 

las demandas nacionales, 

regionales e internacionales. 

En este contexto, Brasil esta-

bleció un programa centrado 

en líneas de crédito con bajos 

intereses para áreas rurales. 

El propósito de este programa fue facilitar la adopción de prácticas y tecno-

logías con beneficios adicionales de mitigación de GEI, mientras se apoyan 

mejores prácticas de gestión forestal. Un análisis de los logros de Rural 

Sustentável (Newton et al., 2016) revela resultados positivos, pero también 

las siguientes deficiencias: (i) mala comunicación hacia los productores a los 

que el programa va dirigido acerca de sus beneficios; (ii) reducido cono-

cimiento sobre la manera en que se pueden implementar las soluciones 

reducidas en carbono, combinado con pocos recursos de capacitación; (iii) 

capacitación ofrecida a personal del banco que puede haber perjudicado 

los índices de aprobación de créditos, y (iv) el acceso a crédito.

FAOStat indica que de las 20,4 millones de haciendas en la región, el 81,3% 

corresponde a unidades minifundistas, ocupando el 23,4% de las tierras 

agropecuarias (OCDE-FAO, 2019). Estos productores han gozado, hasta 

2014, de índices de pobreza rural reducidos. Sin embargo, desde entonces, 

han sufrido las consecuencias del cambio climático que, sumado a otros 

factores, generó un resurgimiento neto de la pobreza rural34 (ver Figuras 4.6 

y 4.7). En definitiva, la primera urgencia a atender es reforzar y desarrollar 

34 Las tasas de pobreza rural se vieron fuertemente afectadas por la migración provocada por la pobreza, desde zonas rurales a áreas 
urbanas (Möllers and Meyer, 2014).

CUADRO 6 
Implementación de Rural Sustentável

Implementado en siete estados, abarcando 70 municipalidades del 
Amazonas y la Mata Atlántica, el Proyecto Rural Sustentável ha 
ayudado a impulsar la producción e ingresos de pequeños y medianos 
productores. Las tecnologías promovidas han arrojado resultados 
positivos y beneficios socioeconómicos en todas las dimensiones del 
desarrollo sostenible. El proyecto elevó la eficiencia productiva con 
prácticas reducidas en carbono, desarrollo rural sostenible, reducción 
de la pobreza, conservación de la biodiversidad y protección climáti-
ca. Primeramente, brindó acceso a información a través de unidades 
demostrativas, días de campo, capacitaciones y la distribución de ma-
teriales didácticos e informativos. En segundo lugar, se les ofreció a los 
productores incentivos financieros para implementar una o más de las 
cuatro prácticas agrícolas promovidas por el proyecto. El tercer paso fue 
ofrecer capacitaciones para agentes de asistencia técnica locales para 
que supervisaran a todos los productores durante la implementación. 
La asistencia técnica es un factor determinante para el desarrollo rural 
sostenible y el proyecto debería continuar optimizándola, capacitando 
a técnicos rurales. Se abordaron ciertas dificultades, como la carencia 
de conocimiento inicial de los agentes asistentes sobre las tecnologías 
de bajas emisiones de carbono, a través de cursos y tutoriales desarro-
llados para el proyecto.

El Programa de Agricultura de Bajas Emisiones de Carbono ha con-
tribuido a desarrollar un entorno rural más justo, con más equidad, 
preservación y sostenibilidad. Para más información sobre el proyecto, 
véase el sitio oficial en: http://www.ruralsustentavel.org.



FIGURA 4.7. 

Heterogeneidad de las Granjas Minifundistas y Distribución de las Tierras para Cultivo
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FIGURA 4.6. 

Cantidad de Fincas y Tierras Cultivables por Tamaño, en América Latina y el Caribe 
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redes de contención social que mejoren la resiliencia de las poblaciones 

rurales a los eventos climáticos adversos. Un escenario ideal de mitigación 

consistiría en utilizar prácticas de gestión forestal sostenibles que también 

devengan en la mitigación de GEI como beneficio adicional.

Se pueden lograr resultados similares a través del Programa de Educación 

Ambiental “Escuelas Verdes” implementado en Honduras, que capacita 

a los jóvenes de zonas rurales en prácticas sostenibles (Secretaría de 

Recursos Naturales y Ambiente Honduras, 2017). En Brasil, la Fundación 

Roberto Marinho ha ayudado a estudiantes socialmente vulnerables, 

desarrollando e implementando un programa coordinado por autoridades 

nacionales y estatales para reforzar la educación básica y complementarla 

con cursos que los ayuden a desarrollar habilidades técnicas y compe-

tencias relacionadas con prácticas sostenibles, con perspectiva laboral 

(Fundación Roberto Marinho, 2020).

Las soluciones para el 18,7% de las fincas, que representan el 76,6% de las 

tierras destinadas a producción agrícola, incluyen la tecnificación de los 

procesos agrícolas y del resto de la cadena de valor (Leporati et al., 2014). 

Se debería hacer hincapié específicamente en uno de los pilares de Rural 

Sustentável: atraer flujos financieros privados. De hecho, las políticas que 

llevan a la recolección de capital privado para descarbonizar la producción 

agrícola son fundamentales para lograr los objetivos de la región.

En este contexto, la Convención de la Naciones Unidas de Lucha contra 

la Desertificación (UNCCD, por sus siglas en inglés) ha desarrollado un 

fondo de inversiones de impacto para la neutralidad de la degradación 

de las tierras, el fondo LDN. Tras un proceso de licitación, una firma del 

sector privado (Mirova, de Natixis Investment Managers) fue seleccionada 

durante la COP21 en París, para gestionar un fondo de US$100 millones 

proveniente de los sectores público, privado y filantrópico (UNCCD, 2020). 

El objetivo del fondo es invertir en proyectos privados económicamente 

viables orientados a la gestión sostenible de la tierra y la rehabilitación de la 

tierra, incluyendo agricultura sostenible, gestión ganadera, agroforestación 

y silvicultura. El fondo, que empezó a operar a fines de 2018, realizó sus 

primeras inversiones en América Latina y el Caribe en 2019, centrándose 

en cuatro cooperativas de café en Perú. Se espera que esto dé lugar a la 

reforestación de 9.000 hectáreas de tierra degradada y reduzca las emisio-

nes de CO2 en 1,3 millones de toneladas, mejorando el sustento de 2.400 

productores. El LDN también apalanca a IFI como BID Invest, que proveen 

una protección de primera pérdida para inversionistas senior, fomentando la 

participación de inversionistas privados, ya que los proyectos de uso soste-

nible de las tierras a menudo implican mayores riesgos.

Este fondo no es la única iniciativa que considera que el uso sostenible 

de las tierras es una oportunidad para el desarrollo y la acción climática 

sostenibles. La Iniciativa 20x20 reúne a 17 países de América Latina y el 

Caribe, con el fin de restaurar alrededor de 50.000 millones de hectáreas. 
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En la región, la iniciativa ha recibido compromisos de inversión de has-

ta US$2.500 millones, a condición de que se identifiquen los proyectos 

adecuados. Un informe del Conservation Finance Network ofrece un Marco 

de Desarrollo de Mercado que analiza los principales desafíos y opciones 

de políticas para este tipo de intervención (Whelpton & Ferri, 2017).  Este 

resalta que las instituciones y políticas son tan importantes como la gestión 

de riesgos, que el rol del financiamiento público y concesional es catalítico 

y que el mercado debe construirse progresivamente. En este contexto, el 

rol de las IFI, como BID Invest, se vuelve aún más importante para desa-

rrollar modelos que puedan ser replicados por la región. También destaca 

que deben realizarse más análisis para comprender en profundidad el rol y 

potencial del sector público en atraer más inversión privada al sector.
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C A P Í T U L O  5

INSTRUMENTOS 
FISCALES PARA LA 
DESCARBONIZACIÓN



Esta sección analiza el enfoque económico 
tradicional al problema del cambio climático: 
la aplicación de precios al carbono a modo 
de externalidad negativa. También examina 
la viabilidad política y relevancia de los 
instrumentos de tarifas al carbono en las 
condiciones políticas, económicas y sociales 
de América Latina y el Caribe. Si bien dichos 
instrumentos poseen potencial, deberán ser 
evaluados en términos de sus resultados 
reales y esperados. En definitiva, constituyen 
un instrumento económicamente eficiente con 
bajo rendimiento en términos de efectividad 
del carbono. En el capítulo también se 
identifican soluciones capaces de reforzar el 
marco existente y volverlo operativo en el caso 
de América Latina y el Caribe. 
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EL CARBONO COMO EXTERNALIDAD NEGATIVA
Las emisiones de gases de efecto invernadero (GEI) actúan como una exter-

nalidad negativa que tanto productores como consumidores le generan a la 

sociedad. Esta externalidad se materializa en contaminación, problemas de 

salud, daño ambiental, y lo más grave, cambio climático. Los economistas 

han debatido mucho los mecanismos para internalizar esta externalidad. 

La tarifación del carbono es uno de los enfoques. Quienes emiten carbono 

deben pagar una tarifa por cada unidad de CO2 liberada a la atmósfera. 

Este cargo puede ser percibido en el proceso de producción directamente, 

o cuando un bien o servicio es consumido. Al tener que soportar este costo, 

se espera que los emisores modifiquen sus decisiones, cambiando hacia 

alternativas más sostenibles, o adoptando patrones de producción y consu-

mo más eficientes, reduciendo las emisiones de GEI a niveles socialmente 

óptimos (McKitrick, 2016).35

La tarifación del carbono puede realizarse de varias maneras. Sin embargo, 

las más comunes son los regímenes de comercio de derechos de emisión 

(RCDE) y los impuestos sobre el carbono.36 El primero, también llamado 

sistema “cap and trade”, establece un tope en la cantidad o intensidad de 

emisiones y permiten el comercio de concesiones licitadas por el gobierno 

que, en conjunto, suman hacia ese límite. En general, las firmas con costos 

de descarbonización elevados tratarán de adquirir estas licencias en el mer-

cado. En ese sentido, su precio está definido por la oferta y la demanda. Por 

otra parte, los impuestos sobre el carbono funcionan de la manera opuesta: 

establecen un precio fijo a las emisiones de GEI, generalmente como una 

función del contenido de carbono de cierta fuente fósil, y permiten que el 

mercado determine su cantidad (Narassimhan et al., 2017). En teoría, los 

impuestos sobre el carbono se comportan como impuestos pigouvianos. 

Su dimensión debería ser tal que impulsen a las emisiones de GEI hasta sus 

niveles óptimos. Para lograrlo, su costo debe ser uniforme entre sectores 

y productos, y contar con una base amplia. Además de reducir emisiones, 

los impuestos sobre el carbono generan ingresos fiscales que pueden rein-

vertirse en la economía. A esto se lo conoce como la hipótesis del doble 

dividendo (Timilsinas, 2018).

La tarifación del carbono ha sido aceptada como un mecanismo popular 

para promover la descarbonización, especialmente a partir del Acuerdo de 

París en 2015 (Banco Mundial, 2019b; Gillingham & Stock, 2018). De las 185 

partes que se comprometieron a reducir sus emisiones de GEI para el año 

2030, hasta 85 contemplan utilizar la tarifación del carbono para lograrlo. En 

35 Los comportamientos que se prevé se modificarán incluyen una generación eléctrica que produzca menor intensidad de 
emisiones, una menor demanda eléctrica y una menor demanda de combustible para transporte y calefacción (FMI, 2019).

36 Las estrategias indirectas de tarifación del carbono requieren que el gobierno regule las emisiones de GEI por ejemplo mediante 
estándares de energía limpia o impuestos al combustible, y “aranceles reembolso”, que gravan a productos y actividades que 
producen emisiones por encima del promedio mientras que subsidian a las que poseen índices de contaminación por debajo del 
promedio.
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particular, la tarifación a través 

de impuestos sobre el car-

bono ha captado la atención 

de los responsables políticos 

en todo el mundo, como el 

instrumento disponible más 

eficiente para reducir el 

consumo eléctrico y promover 

mejores fuentes de energía 

(FMI, 2019). Sin embargo, otras 

políticas como los estándares 

de eficiencia energética, han 

dado resultados iguales o 

mejores para la mitigación. En 

años recientes, los incentivos 

de impuestos sobre el carbo-

no se han multiplicado, tanto a niveles nacionales como subnacionales, con 

un notable avance en las Américas. En 2019, existían 57 iniciativas de im-

puestos sobre el carbono en el planeta, que afectaban a aproximadamente 

el 20% de las emisiones de GEI totales. En líneas generales, la evidencia 

en relación con los impuestos sobre el carbono sugiere que han acotado el 

uso eléctrico y las emisiones de carbono, pero solo de manera moderada. 

Estos modestos resultados reflejan las muchas restricciones que los países 

enfrentan, tanto para impulsar más incentivos impositivos sobre el carbo-

no, como para reforzar los ya existentes. En el caso de América Latina y el 

Caribe, las consideraciones de economía política ameritan ser debatidas: 

¿se puede incrementar lo suficiente el precio del carbono, en los plazos 

necesarios, para cumplir las metas del Acuerdo de París? Esto es discutible 

(ver Figura 5.1). Otro instrumento rector potencialmente práctico para los 

países de la región es el uso de “precios virtuales” del carbono. Al reflejar el 

verdadero costo del carbono a la sociedad, un “precio virtual” del carbono 

puede ayudar a guiar las decisiones de inversiones tanto privadas como 

públicas. Sin embargo, la relevancia de dicho instrumento en América Latina 

y el Caribe debe tener en cuenta otras consideraciones institucionales y 

político-económicas que afectan las consecuencias del gasto público.

FIGURA 5.1. 

Valores de Tarifación de Carbono Implementada: Una 
Solución Política Tímida Limitada por Consideraciones 
Político-Económicas
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FUENTE: Reproducido con adaptaciones del Registro de Tarificación del Carbono 
del Banco Mundial, n.d., https://carbonpricingdashboard.worldbank.org/. CC BY 4.0

https://carbonpricingdashboard.worldbank.org/
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ESQUEMAS DEL COMERCIO DE EMISIONES Y EL 
PROTOCOLO DE KIOTO: UN ENFOQUE REGIONAL

El Acuerdo de París reemplazó al Protocolo de Kioto en 2020. En muchos 

sentidos, el Protocolo de Kioto fue desarrollado con la idea de utilizar los 

mercados internacionales de carbono para dirigir las finanzas climáticas 

de economías avanzadas hacia aquellas emergentes, de bajos ingresos. 

Según Kioto, solamente los países del “Anexo I” (mayormente, economías 

avanzadas) tenían que generar compromisos para reducir emisiones. El 

Protocolo les asignaba cuotas de emisiones a este conjunto de países y 

permitía que se comerciaran internacionalmente las emisiones para cumplir-

las, principalmente a través del Mecanismo de Desarrollo Limpio (MDL). El 

MDL fue desarrollado para brindarle la flexibilidad necesaria a los países del 

Anexo I para que pudieran cumplir sus cuotas de reducción de emisiones y 

ayudar a que los países “no incluidos en el Anexo I” (en su mayoría, emer-

gentes y de bajos ingresos) pudieran alcanzar un desarrollo sostenible.

Por lo contrario, según el Acuerdo de París, todos los países, independien-

temente de su nivel de desarrollo, acordaron esforzarse para lograr un 

planeta resiliente al clima y con cero emisiones netas de carbono, a través 

de un ambicioso mecanismo que establece la revisión periódica de las NDC 

en línea con la Estrategia a Largo Plazo (LTS) de cada país.37 Por lo tanto, las 

LTS permiten que los países revisen periódicamente la idoneidad de sus 

NDC para alcanzar los objetivos de desarrollo de largo plazo, y los actuali-

cen según crean conveniente (BID & DDPLAC, 2019). 

Mientras que el Acuerdo de París permite el comercio internacional de 

emisiones (bajo el Artículo 6), aún se están negociando las regulaciones 

específicas y serán un punto clave del COP26 que se llevará a cabo en 

noviembre de 2021. Una vez que se hayan acordado las normativas, los de-

safíos de las implementaciones locales exigirán reformas normativas a nivel 

nacional. A la vez, algunas economías más avanzadas ya están debatiendo 

acuerdos bilaterales con países emergentes, inclusive algunos de la región, 

para asegurarse los derechos de emisiones. Esto se vuelve relevante, ya 

que las conversaciones para desarrollar sistemas de comercio de emisio-

nes regionales avanzan, por ejemplo, dentro de la Alianza del Pacífico, el 

bloque comercial que apunta a avanzar el libre movimiento de capital, bie-

nes, servicios y personas entre Colombia, Chile, México y Perú. Por lo tanto, 

estas conversaciones bilaterales deberían ser cuidadosamente estudiadas, 

ya que pueden dar lugar a enfoques pequeños, bilaterales y fragmentados 

que resulten en una dependencia normativa para países específicos de 

América Latina y el Caribe, que participen de acuerdos bilaterales que los 

37 El Acuerdo de París reconoce la existencia de responsabilidades comunes pero diferenciadas, como nodo en la división entre 
economías más avanzadas y emergentes.
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excluyan de esfuerzos de integración regional más amplios. De hecho, no 

todas las economías avanzadas poseen estándares regulatorios homolo-

gados, y estos acuerdos bilaterales también pueden generar dependencia 

normativa y económica entre las partes.38 

Por último, los regímenes de comercio de derechos de emisión (RCDE) 

regionales estarán condicionados a un esfuerzo exitoso de integración eco-

nómica que debe incluir la armonización regulatoria. Un importante riesgo 

de estos enfoques incipientes, no coordinados y bilaterales, es su influencia 

sobre las negociaciones del Artículo 6, que podrían dar lugar a una adop-

ción aún más lenta de soluciones de tipo RCDE para la acción climática.

A medida que los países desarrollan su estrategia climática, por un lado, y 

sus negociaciones climáticas por el otro, deben tener en cuenta muchas 

lecciones de las dos décadas anteriores. La primera es que, si bien los 

mercados de carbono resultan prometedores en 

teoría, en 20 años de experiencia aún no se ha 

podido lograr un camino infalible a la descarboniza-

ción mediante la tarifación de carbono (Green, 2021; 

Lilliestam et al., 2021). Las limitaciones sustanciales 

de la emergencia de mercados de carbono locales 

en la región incluyen una ausencia generalizada 

de confianza en las instituciones y su capacidad de 

hacer cumplir las normas, y las consecuencias de 

la tarifación (OCDE, 2018). Es importante tener en 

cuenta que, a nivel local, otras políticas han sido más 

relevantes: por ejemplo, las tarifas “feed-in” y las lici-

taciones han convertido a las energías renovables, 

que a principios de la década de 1990 parecían una 

promesa utópica, en un mercado tecnológico masivo 

y la fuente de energía más asequible a nivel mundial 

(IEA, 2020a).   

La segunda lección es que la concepción del impacto 

de la descarbonización en las economías emergen-

tes está cambiando. La descarbonización solía ser 

principalmente considerada una carga impuesta 

sobre los países que no pertenecían al Anexo I por 

las grandes potencias industriales. En la actualidad, 

se la considera cada vez más una oportunidad para 

una recuperación más efectiva y sostenible de los 

impactos de la pandemia (IEA, 2020b; Departamento 

de Finanzas Públicas del FMI, 2020). 

38 La dependencia normativa se refiere a la adopción de normas y regulaciones que pueden facilitar que un país emergente acceda a 
los beneficios de un acuerdo comercial bilateral, y a la vez generar efectos secundarios negativos imprevistos para su crecimiento 
e integración económica junto a otros socios, que se produzcan como consecuencia de las condiciones de dichos acuerdos 
bilaterales.

CUADRO 7 
Lecciones Aprendidas del MDL para 
la Implementación del Acuerdo de 
París

Para que el comercio mundial alcance su 
potencial completo, deberán aplicarse las 
lecciones aprendidas del MDL. El MDL ex-
puso la importancia de un robusto sistema 
de monitoreo, informes y verificación y así 
como del rol de las Entidades Operacionales 
Designadas (EOD) para validar los proyectos 
y la reducción de emisiones. Los países en 
desarrollo también enfrentan desafíos téc-
nicos e institucionales, tanto en la creación 
de registros nacionales de emisiones como 
en la vinculación de estos con las NDC. Esto 
destaca nuevamente la necesidad de una 
planificación climática clara y multisectorial, 
que garantice que los gastos públicos estén 
ligados a los resultados de desarrollo soste-
nible y reducción de emisiones. Un marco 
normativo exhaustivo que cubra estas nece-
sidades también permitiría el seguimiento 
de recursos públicos y privados, incluyendo 
los flujos financieros internacionales apun-
tados a dar lugar a un paradigma sostenible 
de desarrollo limpio. Con su experiencia y 
enfoque regional, las IFI y los BMD tienen 
un rol fundamental que cumplir.



88 Políticas Climáticas en América Latina y el Caribe

IMPUESTOS SOBRE EL CARBONO EN AMÉRICA LATINA
En el caso específico de América Latina, los impuestos sobre el carbono 

han sido adoptados por ciertos países, a pesar de que las emisiones de 

GEI en la región representan una fracción relativamente pequeña de las 

emisiones globales. Los casos más notables son el de Argentina (inicial-

mente US$10 por tonelada de CO2, de US$6,25 a fines de 2019, como 

consecuencia de la depreciación de la moneda), Colombia y Chile (ambos 

en US$5 por tonelada de CO2) y México (US$2,5 por tonelada de CO2).

Una particularidad puntual del impuesto al carbono de Argentina es que no 

busca aumentar los precios de la electricidad ni mejorar la recaudación im-

positiva a corto plazo sino reemplazar los impuestos sobre los combustibles 

en un contexto de restricciones macroeconómicas persistentes. Este se 

aplica a todas las fuentes fósiles excepto el combustible para aviones y el 

gas natural, y abarca el 20% de las emisiones de GEI totales (Gutman, 2019). 

México fue el primer país latinoamericano en establecer un impuesto sobre 

el carbono, en 2013. Sus índices varían dependiendo del contenido de car-

bono de la fuente fósil en relación con las emisiones de GEI del gas natural, 

que, como el combustible de aviones, están exentos, cubriendo el 47% de 

las emisiones de GEI.

Chile redactó su impuesto del carbono en 2018 para el sector eléctrico, en 

particular para calderas y turbinas con potencia térmica nominal superior 

a los 50 MWT (Narassimhan et al., 2017). Esto representa el 39% de las 

emisiones de GEI totales. Su recaudación debería ser capaz de financiar la 

educación y renovar la matriz eléctrica de Chile. 

Por último, Colombia estableció una reforma al impuesto sobre el carbo-

no en diciembre de 2016, que incluye a la mayoría de las fuentes fósiles, 

incluyendo al gas natural para usos petroquímicos y de refinería, lo que 

representa 40% de las emisiones de GEI totales.39 La producción de carbón 

(mayormente para exportación) está exenta. La ley establece créditos de 

exención para inversiones en proyectos ecológicos. En términos de la 

asignación de ingresos, el 25% se destina a preservar diferentes ecosiste-

mas (5% para la preservación de áreas protegidas) y el 75% para financiar la 

implementación del acuerdo de paz (Sabogal & Puerto, 2019). En Argentina, 

Colombia y México, los impuestos se aplican en el punto de producción o 

importación (upstream taxation), lo que permite una mejor gestión de los 

impuestos sobre el carbono. En Chile, los impuestos son abonados por el 

consumidor final.

Los impuestos sobre el carbono en América Latina están plagados de 

desafíos. Por ejemplo, sus propuestas iniciales eran mucho más ambiciosas 

de lo que fueron sus resultados, exponiendo la falta de apoyo político. A 

39 El alcance del impuesto sobre el carbono del total de las emisiones de GEI para países de América Latina se toma del FMI (2019).
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pesar de que abarcan a una porción significativa de las emisiones totales 

de GEI, similar a aquella de los países de la OCDE, sus menores índices y 

exenciones podrían desplazar el uso de fuentes fósiles hacia otras fuentes 

exentas en lugar de fuentes más limpias, como, por ejemplo, el gas natural. 

Cabe mencionar que los impuestos sobre el carbono en América Latina 

carecen de los mecanismos de compensación para segmentos específicos 

de la población que podrían sufrir las consecuencias directas o indirectas 

de los mismos. Por último, existe un margen para que la cooperación regio-

nal refuerce los impuestos sobre el carbono y promueva mecanismos del 

mercado, como los RCDE (Narassimhan et al., 2017).

Una de las mayores restricciones que enfrentan los impuestos sobre el 

carbono en todo el mundo son sus bajos índices. A pesar de que los 

impuestos sobre el carbono se encontraban entre US$1 y US$127/tCO2e 

en 2019, el precio promedio actual está por debajo de US$2. Con estos 

índices, la capacidad de los impuestos sobre el carbono de reducir las 

emisiones de GEI y mantener el aumento de la temperatura mundial por 

debajo de 2ºC hasta 2030 es limitado. De hecho, varias proyecciones su-

gieren que los impuestos sobre el carbono deberían ubicarse entre US$40 

y US$100/tCO2e durante los próximos diez años, para poder alcanzar las 

metas del Acuerdo de París.40 En la actualidad, menos del 5% de todas las 

iniciativas de impuestos sobre el carbono cumplen este requisito. Lo que es 

más, los impuestos sobre el carbono poseen lineamientos o mecanismos 

explícitos en relación con los aumentos futuros. Esto reduce el impacto de 

los impuestos sobre el carbono en las emisiones y entorpece las señales 

hacia los actores privados sobre las políticas climáticas de largo plazo 

(Narassimhan et al., 2017).

Sin embargo, los bajos índices podrían ser un subproducto de una res-

tricción adicional: la oposición pública a los impuestos sobre el carbono, 

que podría estar fundada en preocupaciones económicas y relacionadas 

con la distribución (Timilsinas, 2018).41 Más aún, a pesar de comprender la 

necesidad de la tarifación del carbono, su implementación puede verse 

entorpecida por consideraciones político-económicas, lo que explica por 

qué los impuestos sobre el carbono son menores que lo que deberían ser 

para reducir las emisiones. Por lo tanto, el resultado de los procesos políticos 

con frecuencia deviene en impuestos sobre el carbono reducidos, que son 

considerados como un compromiso entre agendas de competitividad y de 

regalmentacion ambiental, lo cual reenfuerza una visión negativa de la poli-

tica climática. Efectivamente, esta debería ser concebida como una política 

de oportunidades de crecimiento económico. Aún si los impuestos sobre el 

carbono fueran relativamente altos, los responsables de las políticas tienden 

a limitar su efectividad, ofreciendo exenciones a determinados sectores y 

actividades para que los impuestos sobre el carbono resulten políticamente 

aceptables (Timilsinas, 2018; Narassimhan, et al., 2017). Un buen ejemplo 

40 Estas proyecciones podrían variar entre países de acuerdo con sus compromisos en el Acuerdo de París y la respuesta de las 
emisiones locales a la tarifación del carbono (FMI, 2019).

41 Otras preocupaciones incluyen el estado de la economía, estabilidad política y deuda pública (Jakob et al., 2019).



90 Políticas Climáticas en América Latina y el Caribe

es México, donde los impuestos sobre el carbono solo son percibidos en 

relación con las emisiones de carbono provenientes de fuentes fósiles que 

exceden aquellas del gas natural.

Para enfrentar estos obstáculos, es fundamental el apoyo popular a los im-

puestos sobre el carbono o a la remoción de subsidios a las fuentes fósiles. 

No obstante, una estrategia de comunicación amplia, en la que quedan 

claros los costos (que son visibles y aparentes en lo inmediato) y beneficios 

(que son difusos y se observan años más tarde) de la tarifación de carbono, 

resulta insuficiente. Hacen falta políticas de compensación para los secto-

res económicos intensivos en carbono. Los ingresos por subsidios fósiles 

pueden ser parcialmente canalizados mediante transferencias monetarias 

condicionadas, para apoyar a las familias más afectadas. En este sentido, 

los responsables de generar políticas deben adoptar un enfoque gradual, 

dejando claro desde el inicio la estrategia para reducir los costos sociales 

de la tarifación del carbono, con el fin de preparar el terreno y reducir la 

resistencia política (Jakob et al., 2019).

LOS EFECTOS DE LOS IMPUESTOS SOBRE EL 
CARBONO: ¿JUSTIFICAN EL ESFUERZO?

Medir los efectos de los impuestos al carbono sobre las emisiones de GEI 

es un desafío. Para empezar, los efectos de políticas climáticas simultáneas 

deben ser aislados de aquellos de los impuestos sobre el carbono. También 

debe desarrollarse una hipótesis de contraste en la que no se aplique 

ningún impuesto sobre el carbono. En líneas generales, la evidencia sobre 

los impuestos sobre el carbono combina numerosas configuraciones cua-

si-experimentales, para abordar sus efectos sobre las emisiones (Timilsinas, 

2018; Murray & Rivers, 2015).

Uno de los casos más estudiados es el impuesto sobre el carbono adop-

tado en 2008 por la Columbia Británica (Canadá). Este gravamen fue 

inicialmente de CAN$10 por tonelada de CO2, aumentando a CAN$30 en 

2012 y a CAN$35 en 2018. Cubre casi el 70% de las emisiones y exime a 

las exportaciones de combustible, al transporte aéreo y a las emisiones de 

la producción agrícola, entre otras. Nótese que este impuesto es neutro 

desde el punto de vista recaudatorio, en el sentido de que se reasigna a la 

economía a través de reducciones impositivas a empresas o individuos y de 

transferencias monetarias a viviendas de escasos recursos. Este elemento 

generó un mayor apoyo al impuesto sobre el carbono entre los consumido-

res y líderes empresariales, una condición fundamental para su aprobación 
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final. El apoyo ha ido en aumento con el paso del tiempo. Sin embargo, 

varios sectores han presionado pidiendo exenciones adicionales, que, en 

determinados casos, han sido incorporadas al régimen impositivo (Murray & 

Rivers, 2015).

Existen pocos ejemplos de esquemas de implementación de impuestos so-

bre el carbono. Sin embargo, el impuesto sobre el carbono de la Columbia 

Británica ha sido objeto de múltiples informes que analizan sus efectos 

sobre las emisiones de GEI y desempeño económico general. Murray y 

Rivers (2015) sugieren que es un instrumento efectivo para reducir las emi-

siones de GEI per cápita entre 5%-15% (3,5 veces más que la reducción en 

el resto de la economía, donde no se implementó ningún impuesto sobre el 

carbono hasta el momento) y que ha tenido un efecto menor o nulo sobre 

el desempeño económico. Varios estudios han analizado la heterogenei-

dad sectorial de estos resultados, enfatizando la reducción de emisiones 

provenientes de gasolina, diésel, petróleo y gas natural (Beck et al., 2015; 

Elgie & McClay, 2013; Bernard & Kichian, 2019). Sin embargo, la evidencia 

reciente sugiere que la reducción general de emisiones de GEI resultante 

del impuesto no es significativa, a pesar de los efectos notorios en determi-

nados sectores como transporte, manufacturas y construcción (Pretis, 2019). 

En general, la evidencia del impuesto sobre el carbono de la Columbia 

Británica indica que las emisiones de GEI se han reducido, pero no tanto 

como lo habría permitido un impuesto con menores exenciones. Por último, 

a pesar de que las pérdidas acumuladas en ayuda social calculadas han 

sido reducidas, mayormente debido al reciclaje de la recaudación imposi-

tiva en la economía, no hay evidencia de un mayor crecimiento económico 

(Beck et al., 2015). 

A pesar de que experiencias con impuestos sobre el carbono en otras 

partes del mundo se han analizado, sus efectos para reducir las emisiones 

de GEI no han sido evaluados sistemáticamente. Un caso interesante es el 

de Australia, donde un impuesto sobre el carbono para la mayoría de los 

combustibles fue implementado en 2012, pero rápidamente eliminado en 

2014, cuando asumió un nuevo gobierno. Durante este breve período, se 

calcula que el consumo eléctrico y las emisiones de carbono se redujeron, 

si bien rebotaron rápidamente al revocarse el impuesto (O’Gorman & Jotzo, 

2014). Los países de Europa del norte llevan tiempo con impuestos sobre 

el carbono. Noruega y Suecia, por ejemplo, han tomado ambiciosos pasos 

para gravar el carbono y tienen algunos de los índices más elevados: los 

impuestos sobre el carbono en Suecia alcanzan US$127/tCO2e. A pesar 

de que estos impuestos han reducido la intensidad de las emisiones de 

carbono, no han evitado que las emisiones aumenten con el paso del 

tiempo, en parte debido a la demanda inelástica de petróleo y gas natural, y 

las exenciones para la exportación de estos productos (Narassimhan, et. al, 

2017; Lin & Li, 2011). La evidencia sugiere que estos estrictos casos han sido 

exitosos en reducir las emisiones de GEI, pero han sido socavados por las 

exenciones. Por último, se ha sugerido que los esquemas “upstream”, en los 
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que el carbono está gravado en los puntos de extracción o directamente al 

nivel de los emisores, pueden elevar el cumplimiento, en especial en países 

de bajos ingresos.

COMPENSACIONES: LIDIANDO CON LOS OBSTÁCULOS 
DE LOS IMPUESTOS SOBRE EL CARBONO

A pesar de que no se prevé que los impuestos sobre el carbono mejoren 

el desempeño económico, podrían diseñarse de modo tal que se eviten o 

compensen las pérdidas de bienestar social. En general, las pérdidas de 

bienestar social son menores cuando un impuesto sobre el carbono se ve 

acompañado de políticas de compensación (Beck et al., 2015; Timilsinas, 

2018). Lo que es más importante aún, determinados impactos económicos y 

distributivos de los impuestos sobre el carbono pueden debilitar su apoyo. 

Por eso muchos analistas promueven la hipótesis del doble dividendo, 

según la cual, además de reducir las emisiones de GEI, los impuestos sobre 

el carbono pueden emplearse para reciclar los ingresos en la economía 

de modo de aliviar las tensiones que generan. Más aún, la compensación 

podría ser un contrapeso para las demandas de exenciones. Los graváme-

nes deben ser eficientes, pero antes que eso deben ser aceptables (Banco 

Mundial, 2019b; FMI, 2019).

Hay varias opciones disponibles para compensar los costos de los im-

puestos sobre el carbono. Las compensaciones pueden vincularse con 

problemas distributivos. Por ejemplo, la incidencia de un impuesto sobre el 

carbono puede resultar desproporcionadamente costosa para familias de 

bajos ingresos, tanto por elevar los costos eléctricos y del transporte públi-

co, como por los desplazamientos de trabajadores y comunidades (Murray 

& Rivers, 2015; FMI, 2019). Por lo tanto, los gobiernos pueden (i) ofrecer 

transferencias monetarias (una suma única) a familias de escasos ingresos 

que se ven afectadas por el aumento del costo eléctrico, como se hizo en 

Pakistán; (ii) reducir los impuestos generales responsables de distorsiones 

en la economía como el impuesto al valor agregado, a las ganancias o labo-

rales; (iii) aumentar el gasto en infraestructura y otros bienes públicos, y (iv) 

subsidiar tecnologías ecológicas (Timilsinas, 2018; Renner, 2018).

En relación con la eficiencia económica, la carga soportada por firmas 

y sectores puede ser aliviada de varias maneras. Los sectores de gran 

intensidad eléctrica y expuestos al comercio pueden ser compensados 

con ajustes impositivos transfronterizos, que son aranceles sobre las 

importaciones de países que no han adoptado políticas para combatir el 
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cambio climático. Otras opciones incluyen recortar impuestos a la nómina 

o los créditos al impuesto a los ingresos corporativos (Timilsinas, 2018). Por 

último, los gobiernos también pueden usar estos ingresos procedentes de 

los impuestos sobre el carbono para invertir en energía limpia y promover 

la investigación. Japón e India han optado por este camino (Narassimhan, et 

al., 2017). En cualquier caso, las políticas de compensación deberían estar 

enmarcadas dentro un plan integral que aproveche las sinergias ambien-

tales entre sectores relacionados, y paralelamente guarde relación con las 

políticas existentes que apuntan a aumentar la competitividad y mejorar los 

indicadores sociales (Jakob et al., 2019). 

Hasta cierto punto, las transferencias monetarias de suma única y los 

recortes impositivos representan enfoques opuestos. Por ejemplo, las 

transferencias pueden beneficiar a las familias de menores recursos, pero 

limitan el desarrollo de la eficiencia económica, en tanto las reducciones im-

positivas promueven la eficiencia, pero son potencialmente regresivas. En 

algunos casos, los gobiernos pueden optar por combinar los enfoques para 

minimizar el conflicto, como en los casos de la Columbia Británica o Suecia 

(Murray & Rivers, 2015; FMI, 2019). Otro intercambio se da entre la investi-

gación y la inversión en energías limpias, que podrían duplicar el impacto 

ambiental de los impuestos sobre el carbono, reduciendo las emisiones 

de GEI actuales y futuras, pero en conjunto, aumentar las problemáticas 

distributivas y de eficiencia, que no se pueden resolver de manera inme-

diata con inversiones “verdes”. En cualquiera de los casos, estos debates 

deben contemplar los beneficios indirectos de abordar el cambio climático, 

como menor cantidad de muertes vinculadas a la contaminación del aire 

(FMI, 2019).42 Esta conversación resalta una brecha de conocimiento que 

debe ser atacada por investigadores y responsables políticos en los años 

subsiguientes, tomando en cuenta el contexto de cada país en relación con 

estas compensaciones (Timilsinas, 2018).

Introducir impuestos sobre el carbono es particularmente complejo en paí-

ses donde los subsidios a las fuentes fósiles son elevados, como sucede en 

toda América Latina. Los gobiernos que apuntan a promover los impuestos 

sobre el carbono, un costo explícito al carbono, mientras que eliminan los 

subsidios a las fuentes fósiles, agregando un costo implícito al carbono, 

deben duplicar sus esfuerzos compensatorios.

Los subsidios a las fuentes fósiles están ampliamente presentes en todo el 

mundo. En 2015, representaban alrededor del 6,5% del PIB mundial. Son 

utilizados para aumentar la competitividad de la industria de fuentes fósiles 

y volver más asequible a la energía que producen (Carlino & Carlino, 2015); 

sin embargo, funcionan como un costo negativo sobre el carbono, por lo 

que incentivan su uso, socavan y distorsionan los efectos de tarifación del 

carbono e imponen numerosos costos ambientales sobre la sociedad, que 

42 Por ejemplo, el FMI calcula que un impuesto mundial sobre el carbono de US$50/tCO2e en países de altos ingresos, podría 
prevenir 600.000 muertes prematuras por contaminación del aire, para 2030.
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es precisamente el problema que la tarifación del carbono busca atender 

(Banco Mundial, 2019b; Rentschler, 2018).43 De hecho, si los subsidios mun-

diales a las fuentes fósiles se hubieran eliminado en 2013, las emisiones 

de GEI habrían sido 21% menores, las muertes a causa de contaminación 

relacionada a fuentes fósiles habrían sido 55% menos, e interesantemente, 

la asistencia social habría aumentado 2,2% del PIB mundial (Coady et al., 

2016). A pesar de que se han realizado algunos esfuerzos por reducir estos 

subsidios, la mayoría han sido incentivados por la caída en los precios del 

crudo y no por el cambio climático (Banco Mundial, 2019b).

En las dos décadas anteriores, el elevado precio del petróleo llevó a que 

los países de América Latina subsidiaran las fuentes fósiles. Los países con 

alta dependencia del petróleo e instituciones débiles resultaron particular-

mente susceptibles a estas políticas. No obstante, estos subsidios han sido 

recientemente cuestionados a medida que aumenta el interés sobre su 

impacto macroeconómico, fiscal y ambiental (Di Bella et al., 2015). Entre 2011 

y 2013, estos subsidios representaron el 1% del PIB regional. Si se toman en 

cuenta las externalidades negativas y la pérdida de ingresos fiscales, repre-

sentan hasta 3,8% del PIB regional, lo que es comparable al presupuesto 

de estos países en salud y educación. De hecho, los subsidios eléctricos en 

América Latina son extremadamente costosos: transferir US$1 a una familia 

de escasos recursos, representa un costo de US$12 para el Estado (Feng 

et al., 2018). En general, los países que cuentan con importantes subsidios 

a las fuentes fósiles, Argentina, Bolivia, Brasil, Ecuador y Venezuela, tienden 

a fijar de modo permanente precios nominales a la energía por debajo 

del promedio mundial. Estos subsidios habitualmente siguen lineamientos 

discrecionales y son regresivos. Por otra parte, los países en que estos 

subsidios son menores utilizan reglas automáticas y estabilizadores de 

precios para ajustar los shocks mientras se enfocan en familias de bajos 

ingresos. Este es el caso de Chile, Colombia y Perú. Sin embargo, se deben 

actualizar las fórmulas con frecuencia para evitar que los mecanismos de 

ajustes de precios se queden sin fondos. En casos como el de México, los 

mecanismos de regulación de precios han sido diseñados para aumentar 

los subsidios cuando aumentan los costos de la electricidad, disminuyendo 

la efectividad de las iniciativas actuales de tarifación del carbono (Di Bella 

et al., 2015). Desafortunadamente, la región enfrenta varios obstáculos para 

aplicar reformas a los subsidios de fuentes fósiles, pero lograr hacerlo de 

manera exitosa no solo generaría mayor bienestar social, sino que también 

ayudaría a reducir la huella de carbono de la región en hasta 5% (Jakob 

et al., 2019). Si una fracción de los recursos liberados a partir de estas 

reformas además se destinara a implementar medidas ambientales com-

pensatorias como mejores sistemas de transporte masivo, podrían reducirse 

considerablemente más emisiones.

43 Estos beneficios son cuestionados por autores como Whitley y van der Burg (2015), que sostienen que los subsidios a las fuentes 
fósiles podrían volverse una carga para los presupuestos nacionales e incentivar un uso ineficiente de los recursos en varias 
industrias, reduciendo su competitividad.
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Medir el progreso de un país en términos de su tarifación del carbono 

debería reflejar la persistencia de subsidios a las fuentes fósiles en el 

mismo. Tal como sucede con los impuestos sobre el carbono, los gobier-

nos podrían mostrarse reacios a eliminar estos subsidios por lo impopular 

que sería (Whitley & van der Burg, 2015; Carlino & Carlino, 2015). La falta de 

información, preocupaciones por el impacto sobre las personas de meno-

res recursos, los grupos de presión, instituciones débiles que dan lugar a 

desconfianza y la simple inercia de mantener los subsidios también pueden 

inhibir estas reformas (Clements et al., 2013). Más aun, los gobiernos 

también pueden utilizar estos subsidios a las fuentes fósiles para aumen-

tar el apoyo político entre los sectores de menores ingresos y aquellos 

con determinados intereses industriales (Feng et al., 2018). Para promover 

exitosamente una reforma de los subsidios a las fuentes fósiles, los gobier-

nos deben brindar información clara y debatir ampliamente la “escala de 

los subsidios, sus costos e impactos, quiénes deben asumirlos y quiénes 

deben resultar beneficiados, los planes de reforma y las medidas comple-

mentarias que deberán ser adoptadas” (Whitley & van der Burg, 2015, pág. 

3). A su vez, los actores deben verse representados y ser consultados a 

lo largo del proceso de toma de decisiones, antes y después de la refor-

ma (Jakob et al., 2019). Los gobiernos deberán hacer hincapié en que los 

subsidios eléctricos son mecanismos muy caros para apoyar a las viviendas 

de menores recursos, aun cuando están correctamente destinados, que 

raramente es el caso (Feng et al., 2018). El espacio fiscal disponible y cuánto 

del mismo se destinaría a compensaciones para familias y firmas, también 

debería ser claramente comunicado. En contraste a lo que sucede con los 

impuestos sobre el carbono, quitar los subsidios a los combustibles podría 

liberar suficientes recursos para que fueran disponibles tanto compensa-

ciones a los hogares afectados como transferencias al presupuesto general 

(Shaffitzel et al., 2019). De hecho, ciertos autores como Feng et al. (2018) 

han calculado que se requiere menos de una cuarta parte de los ingresos 

fiscales percibidos gracias a la reforma a las fuentes fósiles para compensar 

a las viviendas de bajos ingresos en América Latina.

Los gobiernos pueden aplicar varias medidas compensatorias para remover 

los subsidios a las fuentes fósiles. Ya que estos pueden ser más precisa-

mente destinados que un subsidio general a los combustibles, su potencial 

impacto sobre el bienestar social es mucho más claro (Coady et al., 2016). 

En el caso de las empresas, les pueden brindar asistencia técnica para su 

reestructuración. En el caso de trabajadores desplazados, se puede pro-

mover un seguro de desempleo, recapacitación y reubicación. Las familias 

podrían gozar de transferencias monetarias directas o bonos para acceder 

a educación, salud, energía asequible y transporte (Jakob et al., 2019). Las 

medidas más amplias incluirían recortes impositivos e inversiones en bienes 

públicos. En general, aumentar la red de seguridad social ha demostrado 

ser un medio exitoso para lograr la viabilidad de la reforma de los subsi-

dios a fuentes fósiles. De ser posible, esta ampliación debería realizarse 

como extensión de los programas sociales existentes (Clements et al., 
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2013; Rentschler, 2018; Shaffitzel et al., 2019). De hecho, tanto los países 

desarrollados como aquellos en desarrollo han adoptado estas medidas 

compensatorias. Tal es el caso de Armenia, Brasil, Ghana, India, Indonesia, 

Irán, Jordania y República Dominicana, que combinaron transferencias mo-

netarias directas con subsidios a la educación, salud, electricidad, alimentos 

y transporte público, para reemplazar los subsidios a las fuentes fósiles 

(Whitley & van der Burg, 2015). 

A pesar de ser las más eficientes, las iniciativas de tarifación del carbono 

no son el único mecanismo disponible para reducir las emisiones de GEI y 

mitigar el cambio climático. Las fallas del mercado en relación con el cambio 

climático abarcan también otras dimensiones, como la difusión de conoci-

miento e inversiones socialmente ineficientes en otras fuentes de energía. 

Si bien es muy importante penalizar las externalidades negativas asociadas 

al consumo de fuentes fósiles, los gobiernos también deberían premiar las 

externalidades positivas asociadas con la infraestructura de energía limpia. 

Esto puede lograrse aumentando las inversiones y quitando barreras, que 

enfrentan menores restricciones políticas y presiones por parte de diversos 

sectores que los impuestos sobre el carbono u otras medidas de reducción 

de emisiones (Mecking et al., 2016; Pahle et al., 2017; Paltsev et al., 2018). 

Más ampliamente, las políticas sobre tecnologías específicas que generan 

incentivos para reemplazar a las fuentes fósiles de energía pueden com-

plementar la tarifación del carbono. Estos asuntos serán abordados en los 

capítulos subsiguientes.
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C A P Í T U L O  6

ENERGÍAS RENOVABLES: 
UNA OPORTUNIDAD 
PARA QUE LA REGIÓN 
SE DESTAQUE



Tanto las tecnologías de energías 
renovables no convencionales como 
las convencionales, ofrecen soluciones 
políticas que, de ser correctamente 
diseñadas, podrían permitir que América 
Latina y el Caribe se destaque en el 
escenario mundial. Si bien la región está 
dotada con un considerable potencial para 
la explotación de energías renovables, 
los gobiernos deben cumplir un rol 
fundamental en la adopción de estas 
tecnologías.
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GRAN POTENCIAL PARA LA ENERGÍA RENOVABLE
Al poder reemplazar directamente a las fuentes fósiles 

para generar energía, las renovables ofrecen un gran 

potencial para la reducción de emisiones de GEI. Según 

Irena (2020a), una transición masiva hacia energías 

limpias tendría un costo, hasta 2050, de US$19 billones. 

Sin embargo, el rendimiento proveniente de menores 

externalidades negativas ambientales y de salud, se 

situaría entre los US$50 y US$142 billones. Más aun, a 

diferencia de los impuestos sobre el carbono, implemen-

tar energía renovable no es neutro para la economía, 

ofrece importantes beneficios en relación con la innova-

ción, creación de empleo y sinergias que refuerzan las 

cadenas de suministro. En otras palabras, las renovables 

mejoran la competitividad (para una evaluación reciente, 

véase Metcalf & Stock, 2020; Irena, 2020a; Paltsev et al., 

2018). Y estos beneficios no solo impactan a las gran-

des industrias sino también a las comunidades locales, 

brindándoles acceso a oportunidades económicas y 

fuentes de energía sostenible. Por último, las renovables 

aumentan la seguridad energética, trayendo flexibili-

dad al sistema y resiliencia contra los shocks climáticos 

(Paltsev et al., 2018; Ferroukhi et al., 2016).

Las energías renovables se vuelven particularmente 

interesantes en el contexto de una creciente demanda 

eléctrica. En América Latina, se calcula que la demanda 

de energía y electricidad primaria aumentará entre 25% 

y 40% para el año 2040 (Paltsev et al., 2018; Balza et 

al., 2016). Satisfacer esta demanda exigirá inversiones 

comparables a la construcción de 18 de las mayores 

plantas hidroeléctricas de América Latina. La demanda 

energética es impulsada por los ingresos, el crecimiento 

poblacional, la urbanización y avances en la electrifi-

cación de la región. Asimismo, como se analizó en el 

Capítulo 3, la región debe continuar diversificando su 

matriz energética (Ferroukhi et al., 2016). Para lograr 

ambos objetivos se debe reducir la intensidad eléctrica, 

FIGURA 6.1. 

Radiación Solar y Potencial

Irradiación normal directa

Irradiación global horizontal

Potencial de la energía fotovoltaica

Promedio a largo plazo de IND, período 1999-2018
Totales diarios

Totales anuales

Promedio a largo plazo de IGH, período 1999-2018
Totales diarios

Totales anuales

Promedio a largo plazo de potencial fotovoltaico, período 1999-2018
Totales diarios

Totales anuales

FUENTE: Reproducido the Global Solar Atlas 2.0, a free, web-based 
application developed and operated by the company Solargis s.r.o. on 
behalf of the World Bank Group, utilizing Solargis data, with funding pro-
vided by the Energy Sector Management Assistance Program (ESMAP). 
For additional information: https://globalsolaratlas.info. CC BY 4.0

https://globalsolaratlas.info
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medida como energía total relativa al PIB, en las décadas siguientes, mien-

tras se adoptan las energías renovables.

América Latina se encuentra en buenas condiciones, en comparación con 

otras regiones, para desarrollar e implementar las energías renovables. 

La región goza del más amplio y diverso suministro de fuentes de energía 

renovable en el mundo (Griffith-Jones et al., 2017; Flavin et al., 2014; Meisen 

& Krumpel, 2009). Gracias a su dotación de renovables, la región es capaz 

de producir 30 veces sus necesidades eléctricas futuras (Flavin et al., 2014). 

Las fuentes solar, eólica, y biomasa presentan condiciones particularmente 

favorables en la mayoría de los países de América Latina, debido al acceso 

permanente a luz solar a lo largo del año y a condiciones climáticas favo-

rables (Ferroukhi et al., 2016). Este es el caso del desierto en el norte de 

Chile, que podría volverse una fuente mundial de energía solar, así como 

extensas zonas de México y Brasil (ver Figura 6.1). De hecho, la exposición 

de Brasil a la radiación solar es 40% superior a la de Alemania (FGV, 2016). 

El potencial eólico es especialmente elevado en América Central, el norte 

de Colombia, la costa norte de Brasil y la Patagonia Argentina, entre otras. 

Existen oportunidades adicionales de energía eólica marítima, que no están 

siendo explotadas.

La idoneidad para las energías renovables explica por qué la región ex-

hibe la matriz energética más limpia del mundo. La Figura 6.2 muestra la 

proporción de energías renovables en todo el mundo, expresadas como 

porcentaje de la oferta total de energía primaria (OTEP) y de generación 

FIGURA 6.2. 

Porcentaje de Energía Renovable en 2017, Generación de Energía y Oferta Total de Energía 
Primaria (OTEP)

América Latina y el Caribe

Unión Europea

Resto de Europa

África subsahariana

Oceanía

América del Norte

Asia del Este

Sudeste Asiático

Resto de Asia

Oriente Medio y África del Norte

0% 10% 20% 30% 40% 50% 60% 70%

Generación de energía OTEP

FUENTE: Reproducido de Global Renewables Outlook: Energy Transformation 2050, by IRENA, 2020. Copyright © IRENA 2020
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eléctrica. América Latina y el Caribe lidera en ambos indicadores, con 

cifras del 30% y 65% respectivamente en comparación con los promedios 

mundiales correspondientes de 11% y 26% en 2017 (Irena, 2020a). Esto se 

traduce en una menor demanda de energía total de fuentes fósiles: 70% 

comparado con un promedio mundial de 82%. La demanda eléctrica es aún 

menor, 60%, frente a un promedio mundial de 73%. Debido a las prefe-

rencias de demanda eléctrica de la región, las renovables se han estado 

desarrollando de manera lineal en décadas recientes: entre 2006 y 2015, 

la capacidad instalada de renovables creció más del 300% (FGV, 2016), 

si bien este crecimiento se concentra en un pequeño grupo de países. A 

pesar de que estas cifras sugieren una importante ventaja para la adopción 

de energías renovables en la región, hay 

varios obstáculos que impiden su difusión 

y desarrollo sostenible.

La Figura 6.3 muestra la matriz de ca-

pacidad eléctrica instalada en América 

Latina y el Caribe en 2019. La energía 

hidroeléctrica representa casi la mitad 

de la capacidad instalada (menos, en 

cuanto a potencia), o 185 GW, superando 

la de fuentes fósiles tradicionales y otras 

fuentes no renovables, que representan 

un tercio de la matriz. Las energías reno-

vables no convencionales representan 

únicamente el 14% de la matriz energética 

(13 GW). En este caso, la mayor propor-

ción corresponde a bioenergía y eólica 

terrestre. Las tecnologías que exhiben 

gran potencial, como la solar, aún no han 

sido ampliamente adoptadas. En este 

caso, si bien la proporción de energía 

hidroeléctrica en la matriz energética 

ha estado reduciéndose en las últimas 

décadas, sigue siendo el motor princi-

pal de las tecnologías renovables en la 

región, mientras que las renovables no 

convencionales que están acelerándose 

rápidamente aun representan una por-

ción pequeña.

El suministro de energía renovable en 

América Latina y el Caribe está con-

centrado en áreas y fuentes de energía 

específicas, limitando su implementación 

completa. A pesar de que la mayoría 

de la región goza de un gran potencial 

FIGURA 6.4. 

Capacidad Instalada de Electricidad en América 
Latina por Fuente de Energía, 2019

Hidroeléctrica 49.5%

Combustibles fósiles 35.2%

Energía Eólica 6.0%

Bioenergía 5.3%

Energía solar 2.3%

Otras no renovables 1.4%

Energía geotérmica 0.2%

FUENTE: Reproducido de Data & Statistics, by Irena, n.d., https://
www.irena.org/Statistics. Copyright © 2011-2020 IRENA - 
International Renewable Energy Agency. All Rights Reserved.

FIGURA 6.3. 

Capacidad Instalada de Energía Renovable, 2019, 
Países Seleccionados

Brasil 54.1%

México  9.8%

Argentina  4.8%

Colombia 4.7%

Chile 4.4%

Resto 22.2%

FUENTE: Reproducido de Data & Statistics, by Irena, n.d., https://
www.irena.org/Statistics. Copyright © 2011-2020 IRENA - 
International Renewable Energy Agency. All Rights Reserved.

https://www.irena.org/Statistics
https://www.irena.org/Statistics
https://www.irena.org/Statistics
https://www.irena.org/Statistics
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para las renovables, la Figura 6.4 muestra cómo el 80% de su capacidad 

instalada total proviene de cinco países (Argentina, Brasil, Chile, Colombia 

y México). Más de la mitad de la capacidad de la región se concentra en 

Brasil, país líder en inversiones en renovables durante la última década. Si 

bien la región ha adoptado recientemente las renovables no convencio-

nales, la energía hidroeléctrica sigue representando la mayor parte de su 

matriz. Esta concentración refleja las inversiones históricas en esta tecnolo-

gía, que han ayudado a que la región se convierta en una de las menores 

emisoras de GEI en el mundo, pero a su vez, la ha dejado expuesta a nume-

rosas vulnerabilidades en cuanto a seguridad energética y protección de 

las comunidades locales (véase el Capítulo 2). A pesar de la limitada inver-

sión en nuevos proyectos hidroeléctricos, restan necesidades sustanciales 

de inversión para la renovación de muchos de los proyectos más antiguos.

En América Latina, 15 millones de personas carecen de acceso a electri-

cidad y más de 50 millones dependen de biocombustibles tradicionales 

en áreas remotas (Ferroukhi et al., 2016). Las tecnologías renovables 

podrían dar lugar a la electrificación rural de estas áreas, para estimular a 

las economías locales a través de inversiones off-grid (Irena, 2020a). Estos 

elementos justifican la necesidad de fuentes de energías renovables no 

convencionales que complementen a las convencionales, ayuden a eliminar 

gradualmente a las fuentes fósiles y aumenten la resiliencia y la flexibili-

dad del sistema energético. A su vez, existe una menor oposición de las 

comunidades locales a las renovables no convencionales en comparación 

con los grandes proyectos hidroeléctricos. Sin embargo, como se observa 

en la Figura 6.5, las energías renovables no convencionales siguen estando 

muy por debajo de la hidroeléctrica, excepto en Chile, Costa Rica, México y 

Uruguay. Por otra parte, los países de la región deben cuidarse del dum-

ping tecnológico, proceso por el cual material más económico, más viejo 

y más contaminante se transfiere desde economías más avanzadas a la 

región, lo que puede, como consecuencia, dejar sin efecto a los esfuerzos 

de los países por cumplir las metas del Acuerdo de París. Esto es espe-

cialmente relevante dado que las economías más desarrolladas amenazan 

con imponer barreras de importación a bienes agrícolas y manufacturados 

provenientes de economías emergentes que no estén alineados con el 

Acuerdo de París.
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COSTOS Y COMPLEMENTARIEDADES
Una característica sobresaliente de las energías renovables no con-

vencionales es su complementariedad con otras fuentes eléctricas que 

promueven la diversificación y seguridad eléctrica. Estas tecnologías son 

inherentemente intermitentes y por lo tanto solo están disponibles en 

determinados momentos del día o estaciones del año. En este sentido, 

cuando están bien equipadas y coordinadas, son capaces de equilibrar la 

disponibilidad y almacenamiento energético (Morshed & Zewuster, 2018). En 

América Latina, donde la energía hidroeléctrica puede cubrir casi el 100% 

de la generación eléctrica, como en Paraguay, las energías renovables no 

convencionales pueden compensar la escasez del suministro en perío-

dos de sequía. La energía hidroeléctrica puede apoyar a las renovables 

almacenando la sobreproducción eléctrica o compensando interrupciones 

FIGURA 6.5. 

Capacidad Instalada de Energías Renovables por Tecnología, 2019 en Países Seleccionados 
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FUENTE: Reproducido de Data & Statistics, by Irena, n.d., https://www.irena.org/Statistics. Copyright © 2011-2020 IRENA - 
International Renewable Energy Agency. All Rights Reserved.

https://www.irena.org/Statistics
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inesperadas en la producción (Ferroukhi et al., 2016). Más aun, la mezcla 

entre fuentes de energía renovable no convencionales, como eólica y solar, 

es fundamental para equilibrar y diversificar la matriz eléctrica.

Sin embargo, para que la intermitencia pueda volverse una ventaja en 

lugar de un obstáculo, debe haber varias inversiones para complementar y 

mejorar el marco en el que las renovables operan. Por ejemplo, la adop-

ción de renovables podría verse entorpecida si los proveedores no se 

encuentran interconectados y dentro de la matriz eléctrica. En este sentido, 

la actualización de la capacidad de la matriz, conectividad, digitalización, 

baterías de almacenamiento eléctrico asequible para estar disponibles 

durante la noche en el caso de la energía solar, y las líneas de transmisión 

deben extenderse para reducir los riesgos tecnológicos de la adopción de 

las renovables (Paltsev et al., 2018; Flavin et al. 2014). Con estas inversiones 

adicionales, las energías renovables no convencionales podrían aumentar.

El ritmo de adopción de energías renovables dependerá en última instan-

cia de su costo. En décadas recientes, los gobiernos han hecho grandes 

esfuerzos por reducir los costos y lograr que las fuentes de energía no 

convencionales sean competitivas en comparación con las fuentes fósiles. 

Desde 1980, se han apoyado subsidios a los precios y regulaciones para 

incentivar y ampliar el uso de las energías renovables. Esta estrategia, 

aparentemente ineficiente, dado que las energías renovables representan 

una pequeña porción de la matriz eléctrica en el mundo, fue diseñada para 

promover experiencias y aprendizajes (Naam, 2019). Una vez que los pre-

cios fueron lo suficientemente bajos, hubo una menor dependencia de los 

subsidios y se volvieron relativamente competitivas con las fuentes fósiles, 

las inversiones en energías renovables se aceleraron. Así ha sido desde 

2015, cuando por primera vez, la energía eólica y la solar resultaron más 

económicas que las fuentes fósiles tradicionales para la generación eléctri-

ca. Los precios de las energías renovables, especialmente en el caso de la 

solar, se encuentran muy por debajo de lo que las agencias especializadas 

habían pronosticado hace casi una década.

Debido a sus menores costos, se prevé que el uso de energía renovable 

crezca dramáticamente en años venideros. La Figura 6.6 muestra la evolu-

ción del promedio ponderado del costo normalizado de la energía eléctrica 

(LCOE) entre 2010 y 2019.44 La mayoría de los precios de las renovables 

han convergido por debajo de US$0.1/kWh, cercano al piso del rango de 

los precios de energías de fuentes fósiles (entre US$0,05 y 0,17/kWh). El 

caso de la energía solar fotovoltaica (FV) es notorio, dado que a principios 

de la década se encontraba alrededor de US$0,40 y fue capaz de seguir 

los patrones de otras fuentes renovables. La excepción ha sido la eólica 

marítima, cuyos precios se han reducido, pero no tanto como los de otras 

renovables. Por último, los precios de la energía hidroeléctrica, dado cuan 

44 LCOE toma en conjunto varios elementos que determinan el costo total de la implementación de tecnología, como la calidad de 
los recursos y costos de equipos, operaciones y mantenimiento (Griffith-Jones et al., 2017).



FIGURA 6.7. 

Costos de la Energía Renovable Relativos a los Precios de la Electricidad por Región, 2018
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FUENTE: Reproducido de Data & Statistics, by Irena, n.d., https://www.irena.org/Statistics. Copyright © 2011-2020 IRENA - 
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FIGURA 6.6. 

Evolución de los Precios de Renovables, 2010-2019, LCOE (costo nivelado de energía) US$/kWh
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consolidada está esta tecnología, han permanecido en torno a los US$0,40/

kWh sin perspectivas de continuar reduciéndose en el futuro. En contraste, 

es probable que los precios de otras energías renovables se retraigan.

La región tiene mucho para ganar de reducirse los costos de las energías 

renovables. Durante la década anterior, el costo disminuyó más en América 

Latina y el Caribe que en otras regiones. Por ejemplo, los costos norma-

lizados de la electricidad de base solar han bajado a menos de la mitad 

desde 2012 (Ferroukhi et al., 2016). El costo de la eólica terrestre también 

se ha reducido en más de un 50%, especialmente en los países de América 

del Sur (Irena, 2020a). Más aun, la región presenta los costos de energías 

renovables más competitivos en relación con los precios actuales de la 

electricidad. La Figura 6.7 expone cómo América Latina y el Caribe lidera el 

ranking con un promedio LCOE renovable 57% menor a los precios actuales 

de la electricidad. Esta competitividad permitirá que haya mayor inversión 

en renovables, aumentando la resiliencia del sistema contra las vulnerabi-

lidades del cambio climático, mejorando la calidad del aire y cerrando las 

brechas en el acceso a electricidad, especialmente en áreas remotas.

EL ROL DEL GOBIERNO
Aparte de la reducción de precios, se necesita una amplia capacidad por 

parte del gobierno para garantizar un entorno favorable para las reno-

vables. Aumentar la competitividad de las renovables ha impulsado los 

avances tecnológicos, como turbinas más grandes y más poderosas, o una 

amplia producción de paneles solares. Los productores han adquirido cono-

cimiento y experiencia, mientras que las economías de escala han reducido 

los costos, por ejemplo, del almacenamiento de las baterías, reduciendo 

aún más los precios. Estas tendencias han vuelto a las renovables, espe-

cialmente la solar fotovoltaica y la eólica, las tecnologías dominantes en el 

mercado para la capacidad de generación eléctrica, reemplazando progre-

sivamente a las inversiones en plantas de generación a partir de fuentes 

fósiles (PNUMA & BNEF, 2020). Se prevé que los costos se reducirán aún 

más, volviendo a las renovables competitivas no solo en comparación 

con las inversiones en fuentes fósiles sino también frente a aquellas que 

ya están operativas (y amortizadas) (Naam, 2019). Sin embargo, para que 

esto ocurra, los marcos regulatorios e institucionales necesitan eliminar 

gradualmente a las fuentes fósiles, reduciendo los riesgos de instalar más 

renovables y desbloquear el financiamiento privado. Fomentar una mayor 

competencia a través de las licitaciones a las innovaciones también es 

importante (Paltsev et al., 2018).
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En años recientes, las subastas inversas de energía se han convertido en 

un instrumento de mercado apuntado a reducir los precios de las reno-

vables y movilizar inversiones para aumentar la capacidad instalada. Las 

subastas también ofrecen una alternativa para que los gobiernos financien 

transiciones ecológicas sin adoptar costosos subsidios como aquellos 

empleados en el pasado. Entre 2017 y 2018, se licitaron 111 GW en todo el 

mundo, la mayoría correspondientes a solar FV y proyectos eólicos terres-

tres (Irena, 2019a). 

Las subastas de energía pueden ser tecnológicamente neutras, dando 

lugar a la asignación de energía renovable o no renovable, o a tecnologías 

específicas, favoreciendo una fuente en particular. Los gobiernos o firmas 

de distribución dispuestos a adquirir suministro eléctrico, ya sea en bloques 

de capacidad energética (GWh) o generación eléctrica (MW), organizan las 

licitaciones. Los postores compiten en términos de precio pero también en 

otros criterios, como el tipo de tecnología que promueven, adaptando cada 

licitación al contexto (Irena, 2015).45 

Brasil, Jamaica, Perú y Uruguay han sido pioneros en el desarrollo de licita-

ciones en América Latina desde mediados de la década del 2000. Brasil ha 

sido el líder regional, con 29 licitaciones en dos etapas entre 2007 y 2019, 

un esfuerzo que ha resultado en una de las mayores expansiones de la ca-

pacidad de generación eólica. Las políticas industriales que otorgan mayor 

participación a los postores locales en los proyectos eléctricos comple-

mentan a estas subastas. Otro pionero, Uruguay, combinó las subastas con 

robustas instituciones y programas de inversión para aumentar su inversión 

en renovables per cápita en eólica desde casi cero en 2007, a ser el mayor 

inversionista eólico del mundo en 2015. Las subastas de Uruguay presenta-

ron ciertos rasgos, como la ausencia de precalificación (a excepción de la 

experiencia observada), límites a la capacidad de los proyectos y requisitos 

de contenido local para promover la industria nacional. Consecuentemente, 

la producción eólica y solar escaló hasta ser veinte veces mayor, ganándole 

terreno a la energía hidroeléctrica, fuente dominante hasta el momento, 

permitiendo que las renovables representen el 85% de la generación 

eléctrica y 57% del suministro eléctrico. Sin demanda eléctrica adicional, el 

país no ha tenido más licitaciones desde 2015 (Paltsey et al., 2018; Viscidi & 

Yepez, 2019).

En Chile, la Estrategia Nacional de Energía ha promovido que las renova-

bles reduzcan la dependencia del país sobre la generación (e importación) 

de fuentes fósiles. Las subastas son para todo tipo de tecnología, pero 

están diseñadas para ofrecer bloques energéticos intradiarios y trimestra-

les, en los que las renovables son altamente competitivos (Viscidi & Yepez, 

45 Esto permite que las subastas descubran precios que responden a características específicas de los países y no solamente a 
tendencias mundiales. Los precios que resultan de las subastas revelan varios elementos: la disponibilidad de los recursos; costos 
de capital e instalación; entorno local institucional y normativo; confianza y experiencia de los inversionistas; objetivos, políticas 
e incentivos del gobierno y diseño de las subastas (Irena, 2019a). Los contratos suelen adjudicarse por extensos períodos (30 
años) y estar indexados a la inflación, aumentando la confianza de los inversionistas (Paltsev et al., 2019).
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2019). A pesar de que se han adjudicado también proyectos no renovables, 

Chile es el único país con un mandato legal para alcanzar un 20% de fuen-

tes de energía no convencionales para 2025 (Griffith-Jones et al., 2017). Las 

licitaciones de Chile han atraído inversionistas en años recientes, por contar 

con un diseño adecuado, bajos riesgos y abundantes recursos solares. La 

subasta más reciente fue en 2017, y adjudicó el equivalente a la demanda 

eléctrica anual a precios históricamente bajos (Irena, 2019a). 

En Colombia, la primera licitación para renovables específicos, en 2019, falló 

por no cumplir con los requisitos y fue mejorada rápidamente con contratos 

de una duración atractiva, garantías de ingreso, condiciones sobre los con-

tingentes y plazos operativos para garantizar una segunda subasta exitosa 

más adelante ese mismo año (Viscidi & Yepez, 2019).

México impulsó las energías renovables una vez que el sector fue liberaliza-

do en 2013. Desde entonces, se han llevado a cabo tres subastas, algunas 

específicamente sobre renovables y otras neutras, complementadas por 

un esquema de “cap-and-trade” para la tarifación del carbono, combinando 

la adjudicación de la generación eléctrica con los Certificados de Energías 

Limpias. Las subastas mexicanas exigen que los postores beneficiados 

depositen garantías de desempeño, que les son devueltas a medida que el 

proyecto se completa, y son complementadas con sanciones por incum-

plimiento. Los incentivos están alineados con una garantía de fiabilidad 

de la que participan tanto los compradores como los participantes en la 

licitación. Sin embargo, la aceleración que habían cobrado las subastas 

eléctricas se ha detenido por la desaprobación de las comunidades locales, 

la cancelación de la cuarta licitación y la incertidumbre sobre la liberali-

zación energética debido a las posturas del gobierno actual. Ramos et al. 

(2020) advierten que los recientes cambios que han realizado la Comisión 

Reguladora de Energía (CRE) y el Centro Nacional de Control de Energía 

también pueden socavar estas historias de éxito temprano.

Argentina ha extendido su energía renovable recientemente a través de sus 

programas de licitación RenovAr, enmarcados dentro del objetivo nacional 

de que el 20% de la matriz energética corresponda a energías renovables 

para 2025. A la misma vez, el sector eléctrico ha sido liberalizado y los 

subsidios a la electricidad se han eliminado. Sus procesos de licitación 

ajustan precios por pérdidas en la transmisión y compleción temprana. Para 

contrarrestar los riesgos macroeconómicos, los pagos están asegurados 

por un fondo gestionado por el Banco Mundial. En contraposición con otros 

diseños de licitación, Argentina exige estrictos requisitos de participación y 

posee incentivos impositivos adaptados a nivel local, que son reconocidos 

en el proceso de selección. Cabe destacar que, en 2017, las licitaciones 

argentinas atrajeron más inversiones que en todos los años previos com-

binados (Paltsev et al., 2018). Este éxito refleja los aspectos positivos del 

programa RenovAr a pesar del difícil entorno macroeconómico. 
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La diversificación de los mecanismos de licitación en América Latina ha lle-

vado los costos de las energías renovables a bajas históricas y ha elevado 

la capacidad instalada en años recientes. Para 2012, Brasil representaba 

casi el 80% de la inversión en renovables en la región. Desde entonces, 12 

países han realizado subastas energéticas, convirtiendo a la región en un 

líder mundial en el mercado de las energías renovables (OLADE, 2020). La 

mayoría de las subastas han sido adjudicadas a proyectos eólicos y solares, 

aún en el contexto de las subastas no específicamente orientadas a ener-

gías renovables, y han participado múltiples postores.

La Figura 6.8 muestra la capacidad instalada adicional en MW, impulsada 

por las subastas, en los países más comprometidos de América Latina, 

desde el comienzo de sus programas de licitación. También exhibe los más 

recientes promedios de costos renovables producto de las licitaciones. 

Como se ha mencionado, Brasil ha instalado más de 300.000 MW de ener-

gía renovable desde 2006, alcanzando un costo promedio de US$39,3/

MWh. En México, tres licitaciones particularmente efectivas impulsaron la 

segunda provisión de capacidad renovable más grande desde 2015, con 

precios promedio históricamente bajos de US$20,6/MWh, impulsados por la 

energía solar y eólica. Chile y Argentina han tenido éxitos similares, a pesar 

de que este último aún no ha reducido ampliamente sus precios promedio. 

Mientras tanto, Colombia adjudicó 1.374 MW en 2019, una cantidad signifi-

cativa para un principiante en el ámbito. Por último, Uruguay, como pionero 

temprano, adjudicó la cantidad necesaria de suministro renovable, 1.312 MW, 

a precios competitivos antes de 2015.

FIGURA 6.8. 

Capacidad Instalada Renovable Adicional y Último Precio Promedio de Subastas en América 
Latina, 2019
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C A P Í T U L O  7

REDUCIR LAS 
EMISIONES DEL 
TRANSPORTE URBANO



En la región, un área que requiere intervención de 
manera crítica es el sector del transporte público 
urbano. Diseñar políticas de transporte urbano 
alineadas con el clima, no solo da lugar a acciones de 
mitigación costo-efectivas, sino que también puede 
contribuir significativamente a la reducción de la 
pobreza y el crecimiento económico. La región es 
líder mundial en la adopción del sistema de autobús 
de tránsito rápido (BRT, por sus siglas en inglés), 
que es menos costoso que cualquier otro sistema 
de transporte masivo, pero debe complementarlo 
con otras soluciones. Por último, vale la pena apoyar 
la electrificación de estos sistemas, así como la 
adopción de vehículos eléctricos, por varios motivos. 
En primer lugar, le permite a la región contar con una 
matriz energética más limpia que la de otras regiones. 
Sumado a ello, la existencia de litio y otros materiales 
pone a la región en una situación de privilegio para 
participar en las cadenas de valor de los vehículos 

eléctricos, contribuyendo al desarrollo económico.



114 Políticas Climáticas en América Latina y el Caribe

TRANSPORTE: UN SECTOR CLAVE PARA INTERVENIR
Mientras que el consumo energético también puede ser modificado a nive-

les nacional y municipal a través de regulaciones y esquemas de tarifas, la 

segunda área de acción más importante es la descarbonización del sector 

de transporte. De hecho, el sector de transporte de América Latina y el 

Caribe representa el 35% de las emisiones de GEI totales provenientes de 

la combustión de fuentes fósiles. Lo que es más importante, las políticas 

efectivas de transporte masivo pueden ayudar a reducir las emisiones de 

la región y a la vez disminuir las desigualdades sociales y económicas. De 

hecho, avanzar con la integración de los sistemas de transporte público y 

su mejora, podría impulsar el crecimiento económico significativamente y a 

la vez reducir las emisiones (Vassallo & Bueno, 2019).

El surgimiento de la clase media y el reciente crecimiento económico, han 

elevado los índices de motorización de la región (De la Torre et al., 2009). 

Entre 1990 y 2010, la posesión de vehículos automotores creció de 75 cada 

1.000 habitantes a 175 cada 1.000 habitantes en México, en tanto prácti-

camente se triplicó en Brasil, de 45 a 125 cada 1.000 habitantes (Fay et al., 

2015). En muchas ciudades, las motocicletas representan hasta el 49% de 

la flota de vehículos, habiendo superado en tenencia a los automóviles 

(Yañez-Pagans et al., 2018). 

En 2013 y a lo largo de la región, la mayoría de las ciudades que siguen 

y aplican los lineamientos de calidad de aire (AQG) de la Organización 

Mundial de la Salud excedieron los valores recomendados en sus tres 

dimensiones principales. En otras palabras, la ausencia de respuestas 

políticas para sostener el crecimiento económico de la región resultó en 

mayores índices de atascos, más accidentes viales y severos costos ad-

versos en términos de salud, expectativa de vida y productividad (Green & 

Sánchez, 2013). Estos derivan mayormente de las elevadas concentraciones 

de GEI, incluyendo el carbono negro y otros contaminantes de vida corta.

La carencia de planificación urbana ha llevado, por ejemplo, a una mayor 

concentración y aislación de los segmentos más pobres de la población 

en las afueras de los crecientes centros urbanos, donde los sistemas de 

transporte público están pobremente coordinados (Cervero, 2000). Esta ex-

pansión urbana no solo resulta en tiempos más prolongados de viaje para 

las familias más pobres (Ardila-Gomez, 2012), sino que también favorece 

el desarrollo de alternativas de transporte informales como los minibuses 

o los moto-taxis, que a menudo no cumplen con los estándares de calidad 

de emisiones para el aire y exacerban los atascos y accidentes viales, por 

transitar rutas alternativas, no marcadas o “fantasmas”. 

Los sistemas de transporte público planificados ofrecen soluciones 

costo-efectivas para encarar estas fallas, que reflejan la debilidad de la ca-

pacidad institucional. Desarrollar sistemas de transporte público eficientes 
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no es tarea sencilla. Los mecanismos de compensación deben estar desa-

rrollados para integrar a los dueños de medios de transporte informales y 

garantizar el cumplimiento de los estándares de seguridad y salud. Muchas 

inversiones en infraestructura del transporte están asociadas con cambios 

en el uso de las tierras y un incremento en los valores de la propiedad, 

que pueden agravar la exclusión de ciudadanos pobres. Por último, el tipo 

de inversiones necesarias debe estar adaptado a las consideraciones del 

espacio fiscal, así como a enfoques graduales plurianuales y multimoda-

les. Desde 2007, las inversiones en los sistemas de transporte urbano en 

América Latina y el Caribe representaron entre el 1,0% y el 1,5% del PIB 

(Yañez-Pagans et al., 2018).

Un paso firme hacia la descarbonización y transmisión energética es la 

electrificación del sector de transporte. Promover los vehículos eléctricos 

y modernizar los sistemas de transporte público, es clave para comple-

mentar los esfuerzos recientes por implementar y financiar la generación 

de energía renovable. Desde un punto de vista global, esto puede resultar 

un desafío superlativo porque, a pesar de que el porcentaje de genera-

ción eléctrica renovable es diez veces mayor a lo que era hace algunas 

décadas, las fuentes fósiles aún ofrecen el 85% de la energía primaria 

(Cembalest, 2018).46 En este sentido, debería garantizarse que la generación 

renovable adicional satisfaga la demanda energética de los consumidores. 

Dado que los sistemas de transporte involucran una parte sustancial de uso 

de energía, que proviene principalmente de fuentes fósiles, estos cumplen 

un rol fundamental en alterar los patrones de consumo energético hacia 

otros más sostenibles. Esto es particularmente importante para América 

Latina, donde la proporción de emisiones GEI derivada de los sistemas de 

transporte está por encima del promedio mundial. También es una política 

que tiene más sentido implementar cuando se tiene en cuenta la matriz de 

energía limpia de la región. 

La electrificación de los sistemas de transporte puede ayudar a alcanzar 

las metas climáticas a tiempo, en tanto que la matriz energética relativa-

mente limpia de la región, la vuelve un candidato ideal para la adopción de 

vehículos eléctricos. Adoptar este tipo de vehículos reduciría las emisiones 

de GEI derivadas de sus fuentes de energía. La IEA (2020c) calcula que, en 

2019, la generación eléctrica utilizada para abastecer a la flota mundial de 

vehículos eléctricos emitió el equivalente a 51 Mt CO2, la mitad de la canti-

dad necesaria para abastecer una flota similar de vehículos de combustión 

interna. Más aún, la cadena cinemática de determinados vehículos eléctri-

cos es entre tres y cinco veces más eficiente que las de sus contrapartes 

de combustión interna. A medida que la flota de vehículos crece y se vuelve 

más eficiente, los beneficios de evitar las emisiones de GEI, son mayores. 

Esto es porque el transporte por carretera representa la mitad del consumo 

mundial de petróleo, que es potencialmente reemplazable por la electrifica-

ción (Cembalest, 2018). 

46 Valores mundiales para el año 2016.
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Vehículos Eléctricos: Un Camino Largo y Sinuoso 

Los vehículos eléctricos ofrecen beneficios adicionales a la vez que mitigan 

el cambio climático. Dado que una flota eléctrica no genera emisiones del 

tubo de escape y tampoco produce ruido, aumentan la salud y el bienestar 

en áreas densamente pobladas, especialmente en las que el transporte 

público se compone de una gran flota de autobuses y rutas. Estos efectos 

sobre el bienestar social son importantes. Aproximadamente 7 millones de 

personas mueren cada año de la exposición a partículas finas presentes en 

el aire contaminado, y más del 90% de estas muertes ocurren en países en 

desarrollo (OMS, 2018). El nivel de ruido producido por autobuses eléctricos, 

que es entre 25% y 70% menor al de los autobuses tradicionales, también 

aumenta la productividad y la demanda de servicios de transporte público 

(Edwards et al., 2018). Los vehículos eléctricos también ofrecen beneficios in-

directos a la vez que mitigan el cambio climático, ya que reducen los niveles 

de contaminación del aire y sonora. Estos argumentos refuerzan la con-

veniencia de la adopción de vehículos eléctricos en el diseño de políticas 

urbanas, dados sus beneficios secundarios ambientales y económicos, y que 

constituyen otro ejemplo de la manera en que políticas climáticas robustas 

pueden estar alineadas con políticas de desarrollo económico sostenibles.

Debido a que su matriz energética es relativamente limpia, América Latina 

se encuentra bien posicionada para la adopción de los vehículos eléctri-

cos. Si se alcanza la electrificación del transporte, la demanda energética 

encontrará fuentes de generación bajas en carbono que contribuyen a la 

mitigación del cambio climático (Edwards et al., 2018). La electrificación de 

la región es urgente porque la demanda de los usuarios del sector de trans-

porte representa la mayor parte de las emisiones de GEI, casi el 45% de las 

emisiones totales, en comparación a un promedio mundial de 23% (Quiros 

et al., 2019). El elevado porcentaje de emisiones de GEI del transporte re-

fleja el hecho de que la región es la más urbanizada del mundo, con el 81% 

de la población viviendo en ciudades. Se proyecta que esta cifra superará 

el 90% en las décadas subsiguientes (ONU, 2018). Los clientes potenciales 

están concentrados en ciudades específicas, lo que facilitará las ventas de 

vehículos eléctricos (Laenge, et al., 2018). Estas elevadas tasas de urba-

nización también dan lugar a algunos de los mayores índices de uso de 

autobuses por persona, en el mundo. Combinando peligrosos niveles de 

contaminación del aire en las mayores ciudades (que según IQAir exceden 

los 20 PM2.5 por metro cúbico en Santiago, Lima y Ciudad de México) con 

una flota de vehículos que se prevé que se triplicará para 2050, América 

Latina y el Caribe está lista para la transición a los vehículos eléctricos.

La región también goza de grandes reservas de minerales como litio y 

otros elementos raros, esenciales para la producción de baterías de los 

vehículos eléctricos y que verán una gran demanda en el futuro de corto 

a mediano plazo. Chile posee la mitad de las reservas de litio del mundo y 

es un importante productor de cobre. En 2018, la Corporación de Fomento 

de la Producción (CORFO) apoyó la creación de un centro de desarrollo de 
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litio. Bolivia y Argentina también cuentan 

con importantes reservas de mineras 

que pueden contribuir al procesamiento 

de materias primas utilizadas en bate-

rías. Habiendo plantas automotrices ya 

establecidas en países como Argentina, 

Brasil y México, la región se encuentra en 

condiciones de industrializar la produc-

ción de vehículos eléctricos o participar 

en sus cadenas de valor mundiales en el 

futuro cercano (ONU, 2018).

El mercado para los vehículos eléctricos 

es pequeño, pero está cobrando una rá-

pida aceleración. En 2019, la flota mundial 

de vehículos eléctricos contaba con alre-

dedor de 7,2 millones de unidades (de las 

cuales, aproximadamente 500.000 eran 

autobuses eléctricos), un aumento signi-

ficativo en comparación con la pequeña 

flota de 17.000 vehículos eléctricos en 

2010. Se observa una tendencia similar 

en los cargadores eléctricos, que aumen-

taron en 2 millones durante este período, 

alcanzando los 7,3 millones totales en 

el mundo, principalmente en manos de 

cargadores privados. Sin embargo, aún le 

queda un largo camino por recorrer a la 

electrificación del transporte, ya que la flota eléctrica actual representa solo 

1% del total mundial. Más aun, la mitad de la flota está ubicada en China, 

en tanto los vehículos eléctricos tienen un papel muy marginal en América 

Latina (IEA, 2020c). Entre los líderes regionales se encuentra México (4.700 

VE en 2019), Brasil (3.000) y Chile (700). En términos de centros públicos 

de carga, las cifras siguen siendo muy reducidas (México y Brasil son los 

líderes regionales, con 425 y 130, respectivamente). 

La baja de precios de baterías y mejoras tecnológicas sugieren que la 

adopción masiva de vehículos eléctricos podría ser inminente. Los costos 

se han reducido más del 85% desde 2010 y la densidad de la energía de 

las baterías de los modelos actuales es de entre 20% y 100% superior que 

aquella de los modelos disponibles en 2012 (ver Figura 7.1). La velocidad 

de carga de las baterías también se encuentra en aumento. Teniendo en 

cuenta estas tendencias, la IEA prevé que habrá entre 140 y 250 millones 

de vehículos eléctricos en 2030, lo que representaría más del 7% de la flota 

mundial de vehículos (IEA, 2020c). Sin embargo, existen varios factores que 

podrían desacelerarlo: requisitos de infraestructura, insuficiente cantidad de 

estaciones de carga y la necesidad de actualizar la matriz. A pesar de que 

CUADRO 8 
Argumento a Favor de Políticas que Apoyen la 
Adopción de Vehículos Eléctricos

La electrificación de los sistemas de transporte puede 
contribuir a alcanzar los objetivos climáticos mundiales. 
Una consecuencia directa de la adopción de vehículos 
eléctricos es la reducción de emisiones de GEI derivada 
de sus fuentes de energía. La IEA (2020c) calcula que la 
generación eléctrica utilizada en 2019 para abastecer la 
flota de vehículos eléctricos emitió el equivalente a 51 Mt 
CO2, la mitad de lo que conllevaría abastecer a una flota 
de similares dimensiones de vehículos de combustión 
interna. Más aún, la cadena cinemática de los vehículos 
eléctricos es tres a cinco veces más eficiente que las de 
sus contrapartes de combustión interna. A medida que 
la flota de vehículos se expande y se vuelve más eficiente, 
los beneficios de haber evitado las emisiones de GEI au-
mentarán, ya que el transporte por carretera representa la 
mitad del consumo mundial de petróleo, potencialmente 
reemplazable con la electrificación (Cembalest, 2018). 
La IEA proyecta que la adopción de vehículos eléctricos 
podría cortar el consumo de crudo a la mitad, de los 0,6 
millones de barriles al día que se ahorran actualmente, la 
demanda se reduciría entre 2,5 y 4 millones de barriles 
al día para 2030. Una menor demanda de crudo también 
elevaría la seguridad energética y la diversificación, espe-
cialmente en los países dependientes del petróleo (IEA, 
2020c; Edwards et al., 2018).
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los vehículos eléctricos aumentarán la demanda de electricidad en menos del 

6%, administrar los horarios pico de demanda energética para evitar el ago-

tamiento de los sistemas de transmisión y de la matriz, constituye un desafío 

(IEA, 2020c). La dotación de recursos naturales de la región, su fuerza de tra-

bajo capacitada, su integración mundial con China, Europa y Estados Unidos 

y su capacidad de producción de vehículos, la convierten en un colaborador 

nuevo y activo, ideal para las cadenas de suministro mundiales emergentes 

para una producción de vehículos eléctricos que será cada vez mayor.

Apoyar la Transición Hacia los VE 

La baja penetración de VE en América Latina y el Caribe refleja la necesi-

dad de diseñar incentivos y ofrecer opciones de financiación que expandan 

el mercado. El desafío más evidente es que el costo de adquirir vehículos 

eléctricos para los usuarios es mucho más elevado que el de los modelos 

de combustión interna. Más aún, mientras que los productores de autos 

locales cuentan con la capacidad y fuerza de trabajo capacitada, carecen 

en su mayoría de la experiencia y algunos recursos para la producción de 

VE (Leange et al., 2018). Siendo tan reducida la flota de vehículos eléctricos, 

no existen incentivos para las estaciones de carga públicas, lo que no solo 

resulta en un círculo vicioso, sino que también puede generar un bloqueo 

normativo que perjudique el desarrollo e integración del mercado regional 

por la adopción de soluciones tecnológicas múltiples que no resulten com-

patibles. La adquisición de flotas de VE por parte del Estado podría ayudar 

a desarrollar el mercado, mientras que instituciones como el BID están 

desempeñando un rol importante en generar conocimiento y coordinar la 

adopción de estándares y regulaciones homologados para la infraestructura 

de carga de VE. Otro obstáculo es la ausencia de estándares de eficiencia, 

FIGURA 7.1. 

Adopción de Autobuses Eléctricos en Ciudades de América Latina, 2020
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que termina favoreciendo a los ineficientes vehículos de combustión interna 

(Edwards et al., 2018). 

Destrabar el desarrollo de mercados de VE debería volverse una prioridad 

política. Durante la década anterior, los subsidios a las compras y exencio-

nes impositivas redujeron los costos iniciales y fueron factores clave para 

la electrificación del sector del transporte a nivel mundial (IEA, 2020c). A 

pesar de las mejoras tecnológicas y los menores costos de las baterías, los 

vehículos eléctricos aun resultan costosos y hacen falta diferentes estrate-

gias de apoyo por parte de gobiernos nacionales y locales. En cuanto a los 

incentivos fiscales, los gobiernos han implementado reducciones impositi-

vas y arancelarias, incluso en impuestos al valor agregado (que representan 

el 65% de la estructura impositiva para los vehículos en América Latina). Un 

enfoque innovador a los reembolsos de impuestos garantiza su neutralidad 

de ingresos, aumentando los impuestos a los vehículos de combustión 

interna, como hizo Chile. Esto permite que el recorte tributario sea sos-

tenible durante períodos más extensos (Quiros et al., 2019). Países como 

Colombia, Costa Rica, y Ecuador han reducido el IVA, y otros paises como 

Brasil, Colombia, México, Costa Rica, Argentina, y Uruguay han recortado o 

eliminado aranceles.

Los incentivos no financieros incluyen exenciones de restricciones para la 

circulación o esquemas de tarifación extra en zonas congestionadas, como 

se han implementado en Colombia, Costa Rica y México. Una pregunta que 

cabe hacerse es: ¿cuándo estará el mercado lo suficientemente maduro 

para eliminar gradualmente algunos de estos incentivos? Aunque China 

experimentó un retroceso a la eliminación inicial de subsidios, la IEA cal-

cula que, en 2019, la reducción del gasto público directo en incentivos no 

disminuyó el gasto total en vehículos eléctricos (IEA, 2020c). No obstante, 

persiste cierta incertidumbre en torno a la competitividad de los precios 

(aún con incentivos) de los vehículos eléctricos en relación con aquellos de 

combustión interna. Quiros, Victor y Ochoa (2019) calculan que la competiti-

vidad de los precios de los vehículos eléctricos será alcanzada tras 10 años 

de uso en Costa Rica, Panamá y Uruguay, mientras que, en Brasil, Chile y 

Perú, se logrará tras 17 años. Estas cifras destacan la necesidad de que los 

gobiernos opten por estrategias y mandatos más ambiciosos.

Los gobiernos pueden promover medidas regulatorias y estructurales para 

enviar señales de apoyo a largo plazo al mercado de los VE. Además de 

reducciones impositivas específicas y medidas no financieras, el anuncio 

de políticas ambiciosas y mandatos de movilidad eléctrica también promo-

verán la adopción de los VE. Entre las mejores regulaciones se encuentran 

los mandatos que establecen metas de cero emisiones de los vehículos 

o estándares de eficiencia del combustible (IEA, 2020c). A su vez, los 

mandatos nacionales pueden brindar claridad a los mercados. Un líder re-

gional en esta área es la legislación implementada por Costa Rica en 2018, 

para un sistema de transporte libre de fuentes fósiles. La ley establece la 

implementación de estaciones públicas de carga e incluye un objetivo de 
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ventas de VE del 5% para 2030 y 50% para 2040 (Viscidi & Edwards, 2018; 

ONU, 2018). Chile también estableció ambiciosas metas de electrificación, 

con una estrategia nacional apuntada a alcanzar una flota eléctrica privada 

del 40% para 2040, ampliando estándares de eficiencia de combustible 

previamente existentes. Entretanto, Brasil y México han desarrollado estra-

tegias para alcanzar el 30% de ventas de vehículos eléctricos para 2030. En 

Colombia, el objetivo es de 600.000 vehículos eléctricos para 2030.

SISTEMAS DE TRANSPORTE RÁPIDO POR AUTOBÚS 
(BRT) Y AUTOBUSES ELÉCTRICOS: AMÉRICA 
LATINA Y EL CARIBE COMO LÍDER MUNDIAL

Si bien los sistemas de Transporte Rápido por Autobús (BRT) no siempre 

son suficientes para responder a las demandas de transporte, pueden 

representar una solución exitosa y costo-efectiva. El primer sistema BRT fue 

lanzado en Curitiba, Brasil, en 1971, y otros han sido adoptados en la región, 

así como también en África, Asia y Estados Unidos. Según BRT+CoE (2020), 

América Latina y el Caribe es la región con mayor cantidad de BRT en el 

mundo: 13 países y 55 ciudades cuentan con una extensa red de 1.829 km, 

utilizados por un promedio de 21.032.465 pasajeros (el 61,8% de todos los 

usuarios BRT en el mundo). Una de las razones principales de este éxito es 

que las BRT constituyen una alternativa económica a los costosos sistemas 

de transporte urbano sobre rieles (Global Mass Transit, 2010) y ofrecen solu-

ciones costo-efectivas. Sin embargo, no están libres de problemas. 

Las inversiones de infraestructura urbana en sistemas BRT de bajo costo 

tienen la capacidad de impulsar el crecimiento económico y reducir las 

emisiones de GEI. Algunas ciudades de la región, incluyendo a Santiago, 

Bogotá, Medellín y Cali están yendo aún más lejos y cambiando su flota por 

una de autobuses eléctricos. Mientras que los ómnibus que funcionan con 

diésel, gas natural e incluso los híbridos generan menos emisiones,estas 

substituciones no son suficientes para alcanzar los objetivos del Acuerdo 

de París. Los autobuses eléctricos son fundamentales: no solo poseen me-

nores costos operativos, también son esenciales para encarar problemas 

relacionados con el ruido urbano y la calidad del aire. Y si bien no aumen-

tan las emisiones de GEI, su efecto neto final dependerá de la composición 

de la matriz eléctrica en la cual operen. 
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CUADRO 10 
Transantiago: Un Exitoso Modelo 
Multimodal 

Transantiago constituye un ejemplo inte-
resante de un sistema multimodal. Si bien 
existen múltiples opciones de transporte, 
incluyendo el subterráneo y las líneas BRT, 
en la capital chilena, la mala coordinación 
resultó en pocos pasajeros, elevados costos 
operativos y amplio uso de vehículos auto-
motores (generando mayores costos sobre la 
salud). Gracias a reformas en la gobernan-
za de las entidades y a la re licitación de 
contratos e inversiones, se pudo articular 
de mejor manera las distintas opciones 
de transporte en común y la cantidad de 
usuarios aumentó un 26% en 2017 respecto 
de 2015 (Global Mass Transit, 2017). Queda 
mucho trabajo por hacer para mejorar el 
Transantiago, pero las reformas realizadas 
a partir de 2017 muestran el potencial de 
los sistemas de transporte multimodales 
articulados bien coordinados.

CUADRO 9 
TransMilenio: Éxito y Limitaciones

El caso del TransMilenio de Bogotá sirve para ilustrar 
las ventajas y limitaciones del BRT. Con 113 km de 
carreteras dedicadas (de un total planificado de 380 km), 
Bogotá fue la primera ciudad en desarrollar un sistema 
de BRT de gran escala, de hecho, el mayor del mundo. 
El sistema transporta al 10,4% de los pasajeros diarios 
de la ciudad (casi 2,2 millones de personas). Para 2009, 
TransMilenio había eliminado 7.000 autobuses privados 
pequeños y había reducido más del 59% las emisiones 
de GEI (Rosenthal, 2009). También redujo la cantidad 
de choques de auto y accidentes viales fatales, mientras 
acortó el tiempo promedio de trayecto de los usuarios 
en minutos por día, lo que equivale a reducir los tiempos 
de traslado en un 32% (Turner et al., 2012). Finalmente, 
TransMilenio contribuyó a elevar el PIB de Bogotá entre 
3,1% y 3,9%, y el bienestar de los trabajadores entre 3,5% 
y 3,9% (Tsivanidis, 2019). 

Sin embargo, al crecer la cantidad de pasajeros se dio una 
saturación del sistema y, por ende, una mala experiencia 
por parte de los usuarios. Este problema puede solucio-
narse integrando la red existente con otros modos de 
transporte más costosos, como son el transporte sobre 
rieles que permite movilizar mayores flujos sobre distan-
cias más grandes. Existen más líneas de TransMilenio 
planificadas, para extender la red, pero se prevé que 
tendrán un efecto marginal en cuanto a descomprimir el 
tráfico, dejando en evidencia la importancia de soluciones 
multimodales articuladas.
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El Paso Siguiente: la Electrificación de los BRT

Una política directa para electrificar el sector del transporte sería promo-

ver la movilidad pública eléctrica. Los diferentes programas, estrategias 

y objetivos apuntados a reemplazar las flotas de autobuses públicos de 

combustión interna por ómnibus eléctricos, podría generar un cambio 

transformacional a través de nuevas infraestructuras que faciliten una 

adopción masiva de estas soluciones, resultando en una importante porción 

de las emisiones de GEI y contaminación del aire en ciudades de América 

Latina densamente pobladas, y a la vez reducir costos operativos. Más aun, 

los ómnibus eléctricos caben en zonas urbanas donde las distancias de 

traslado son cortas y las rutas pueden ser rediseñadas para la electrifica-

ción. Estas estrategias también le muestran al público la efectividad de las 

tecnologías eléctricas, predicando con el ejemplo y promoviendo el apoyo 

popular (IEA, 2020c). Sin embargo, los autobuses públicos eléctricos pre-

sentan sus propios desafíos, como la necesidad de optimizar la tecnología 

de las rutas existentes, implementando tecnologías de carga, reemplazando 

viejas flotas, modificando las estaciones terminales y actualizando la tecno-

logía. Estos otros ajustes no siempre son tenidos en cuenta por autoridades 

locales (Moon-Miklaucic et al., 2019). En Bogotá, la limitada previsión de 

estas problemáticas ralentizó la escalabilidad de la adopción de los auto-

buses eléctricos. De hecho, para financiar estas estrategias, los gobiernos 

requieren un enfoque innovador hacia los esquemas de adquisición pública 

y asociaciones público-privadas que no discriminen contra la movilidad 

eléctrica (Quiros et al., 2019; Viscidi & Edwards, 2018). 

En general, varios países de América Latina poseen mandatos relacionados 

con la electrificación de las flotas de ómnibus públicos. El líder regional es 

Chile, con un mandato de electrificación del 100% para 2040, y una exitosa 

licitación, bajo una asociación público-privada, que implementó la mayor 

flota de autobuses eléctricas fuera de China, en un corredor 100% eléctrico. 

El mandato de Costa Rica exige la electrificación del 5% de su flota de óm-

nibus cada dos años. Argentina ha reducido los aranceles de importación 

de ómnibus eléctricos. Varias ciudades en la región han experimentado con 

programas de autobuses eléctricos, sumando un total de 1.229 vehícu-

los. Entre los centros urbanos que más los han adoptado, se encuentran 

Santiago, São Paulo, Ciudad de México, Quito, Medellín y Córdoba. La flota 

de taxis eléctricos también se ha promovido en ciudades como Bogotá. 

Estos casos demuestran la manera en que los gobiernos locales pueden 

complementar y trascender las estrategias de los organismos nacionales 

(NU, 2018).

No obstante, un importante desafío para la electrificación de la flota de 

ómnibus es financiero. A pesar de que los costos operativos y de manteni-

miento de los vehículos eléctricos son menores, requieren una importante 

inversión inicial, incluyendo baterías y estaciones de carga, lo que limita 

la electrificación gradual de las flotas (Li et al., 2018; Moon-Miklaucic et al., 

2019). El enfoque tradicional hacia la electrificación de los ómnibus exige 
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subvenciones estatales que cubran la infraestructura inicial y, en algunos 

casos, los costos operativos. Medellín es un ejemplo de este enfoque: la 

ciudad contrata autobuses manufacturados en China por BYD, comple-

tamente financiados por el gobierno. Las subvenciones pueden tomar la 

forma de pagos directos o de rebajas impositivas. Dentro del financiamiento 

directo, las innovaciones para la adopción de autobuses híbridos incluyen 

el uso de bonos verdes o directamente vender los ómnibus a operadores, 

utilizando créditos concesionales de bancos de desarrollo como interme-

diarios directos (Curitiba) o indirectos (Colombia) para fondos climáticos. 

Sin embargo, el financiamiento de autobuses eléctricos requiere acuerdos 

legales y estructuras contractuales especiales, más allá de los subsidios 

tradicionales o apoyo de los bancos de desarrollo. El caso de Santiago es 

destacable. A pesar de que los operadores de autobuses previos habían 

presentado la quiebra y que las condiciones no permitían aumentar los 

subsidios públicos al transporte, la ciudad logró convencer a una empre-

sa eléctrica (ENEL) de arrendarles los autobuses y estaciones de carga 

a los operadores, mientras les adquirieran la electricidad. Cabe destacar 

que esto se logró sin un mandato o subsidio específico. La empresa china 

manufacturera BYD, también formó parte del acuerdo. Se ofreció a los ope-

radores un incentivo no fiscal específico: contratos operativos de 14 años, 

en lugar de los de 10 años que obtienen de operar ómnibus de combustión 

interna (IEA, 2020c; Viscidi & Edwards, 2018). El marco para esta estrategia 

involucró a varios actores incluyendo empresas de servicios, fabricantes 

de vehículos y empresas locales en cuanto a la asignación de riesgos y la 

financiación y ejecución de infraestructura incluida en los contratos de los 

autobuses eléctricos (Li et al., 2018; ONU, 2018).

Otro obstáculo para la financiación de los autobuses eléctricos está rela-

cionado con sus marcos de contratación pública. Dado que la evaluación 

de las licitaciones públicas prioriza a las opciones tecnológicas con bajos 

costos de adquisición iniciales, sin tener en cuenta los costos operativos del 

ciclo de vida de los vehículos, los ómnibus eléctricos son dejados de lado 

en los análisis. Por ejemplo, se ha demostrado que incorporar criterios de 

operación y ambientales durante la vida útil del vehículo, y tener en cuenta 

los riesgos específicos de costos de estructura de otras tecnologías en las 

licitaciones, podría mejorar las oportunidades para los ómnibus eléctricos. 

La ciudad de Santiago incluyó este tipo de medidas cuando presentó una 

subasta, que también exigía la operación de un mínimo de 15 autobuses 

eléctricos para calificar para la adjudicación.

En contrapartida, la más reciente licitación de Bogotá no promovía la adop-

ción de una flota eléctrica, lo que terminó beneficiando a los autobuses 

que cumplían con los estándares de emisión de GEI de la normativa Euro 

6. Por ejemplo, la licitación de Bogotá incluyó incentivos remunerativos 

calculados por pasajeros transportados en lugar de distancia recorrida. 

Esta última opción beneficiaría a los ómnibus eléctricos de corta distancia. 

Si bien los autobuses que se rigen por la normativa Euro 6 deben cumplir 
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estrictos estándares de emisión, su adquisición es subóptima en compa-

ración a los vehículos eléctricos, ya que generan impactos negativos tanto 

sobre la salud como sobre el ruido. La ciudad aprendió con la experien-

cia. Actualmente, las licitaciones están siendo mejoradas para aumentar 

las chances de adjudicación de los ómnibus eléctricos (Sclar et al., 2019). 

Las licitaciones también deben considerar asignar responsabilidades 

novedosas a las partes interesadas, como el mantenimiento de baterías e 

infraestructura.

Un desafío significativo es el acceso a crédito de las ciudades y gobiernos 

subnacionales. Este se encuentra limitado por sus bajos puntajes credi-

ticios y la ausencia de una hoja de ruta clara para aumentar la confianza 

en los proyectos. En este sentido, muchos de los proyectos pueden ser 

financiados como pilotos, pero carecen de escalabilidad (Moon-Miklaucic et 

al., 2019). Aquí es donde las instituciones financieras multilaterales pueden 

desempeñar un papel importante, ayudando a estructurar e implementar 

proyectos financieros innovadores y escalables. Más aun, O’Donovan & 

Frith (2018) sostienen que mientras la mayor parte de los autobuses eléc-

tricos ofrece un coste total de propiedad (CTP) menor a los ómnibus que 

funcionan con diésel, la inversión inicial que requieren sigue siendo más 

elevado. También explican que, si la tecnología y producción masiva han 

dado lugar a significativas rebajas en los costos, los autobuses eléctricos no 

ofrecerán costos iniciales similares a sus contrapartes antes de 2030. Por 

último, sugieren que este desafío podría ser abordado diseñando progra-

mas de arrendamiento de autobuses, como también a través de subsidios 

específicos.47 

Una serie de informes exhaustivos realizados por el FMAM, el BID y el 

Centro Ross del Instituto de Recursos Mundiales, observó dieciséis casos 

tempranos de implementación de ómnibus eléctricos, incluyendo varios en 

la región. El informe identifica tres tipos de barrera para la electrificación de 

los BRT: tecnológicas, financieras e institucionales (Sclar et al., 2019; Li et al., 

2019). Mientras que cada ciudad debe lidiar con sus propias estructuras de 

gobernanza, desafíos geográficos y restricciones financieras, estos informes 

muestran que la adopción de autobuses eléctricos no es sólo viable, sino 

47 Debe tenerse en cuenta que todos los sistemas de transporte masivo reciben subsidios, por lo menos en la fase de adquisición 
inicial, y a menudo también, para mantenerse operativos.
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que también es una auténtica alternativa política para ayudar a alcanzar las 

metas del Acuerdo de París en la región.
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C A P Í T U L O  8

DESARROLLANDO 
LOS MERCADOS 
FINANCIEROS VERDES



Frente a la incertidumbre y la presión 
fiscal producto de la crisis de Covid y otros 
problemas estructurales, América Latina y el 
Caribe necesita identificar y atraer inversiones 
para sostener el desarrollo económico. Las 
inversiones en energía a lo largo de la región 
ofrecen un buen ejemplo de la manera en que 
se pueden movilizar fondos adicionales. La 
emisión de deuda soberana en Chile y el apoyo 
del sector privado en otros países constituyen 
ejemplos de desarrollo sostenible y productos 
financieros verdes que acercan una solución. 
Comprender el uso de estos productos y las 
políticas que los facilitan es una prioridad. Estos 
instrumentos desempeñan un papel clave no 
solamente para la integración de la política 
climática sino también para ayudar a garantizar 
fondos a tasas más favorables y alcanzar 
objetivos de desarrollo sostenible.
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DEFENDIENDO LAS INVERSIONES SOSTENIBLES
Instrumentos Tradicionales

La crisis de Covid-19 deja ver lo poco preparado que está y lo vulnerable 

que es nuestro sistema socioeconómico a los shocks físicos. A diferencia 

de los shocks económicos, como aquellos sufridos a consecuencia de la 

crisis financiera mundial de 2008-2009, los shocks físicos surgen a partir 

de barreras ecológicas y sociales que, si se quiebran, pueden producir 

colapsos económicos y debilidad institucional. Como se explicó en capítu-

los anteriores, mitigar este tipo de riesgos requiere que se accione sobre 

varios frentes. Una manera efectiva de lograrlo es destinar inteligentemente 

el capital. Acá es donde las finanzas se vuelven esenciales.

No obstante, los inversionistas enfrentan desafíos considerables cuan-

do abordan al cambio climático en la medida que afrontan una falla del 

mercado conocida como la tragedia del horizonte, que significa que “los 

horizontes de corto plazo de los mercados financieros limitan la transmisión 

efectiva de señales de riesgo a largo plazo y, como tales, inhiben una asig-

nación más eficiente de capital a largo plazo” (Thomä et al., 2015, p. 28). Los 

efectos más extremos del cambio climático pueden aparecer dentro de 10 

años, pero estarán determinados por la manera en que se destina el capital 

hoy. Sin acciones contundentes, esta falla del mercado no se corregirá.

Por lo tanto, los gobiernos deben intervenir ajustando las regulaciones 

financieras para que las proyecciones financieras tengan en cuenta los 

factores volátiles, de largo plazo y no financieros como la tarifación del 

carbono, disrupciones en la cadena de suministro relacionada con el clima 

y alteraciones en la demanda. Todos estos factores pueden modificar las 

premisas económicas de un modelo que puede parecer rentable a corto 

plazo pero que será inviable a largo plazo.

A pesar de que no es suficiente por sí mismo, el financiamiento ambien-

tal, social y de gobernanza (ESG), es una manera de garantizar que se 

preste más atención a las inversiones en sostenibilidad. Incorporar in-

formación científica a la toma de decisiones financieras es fundamental. 

Específicamente, se debería volver rutinario (i) identificar riesgos físicos no 

financieros e (ii) internalizar esos riesgos aumentando los costos financieros 

de actividades que fuercen los límites (o, de lo contrario, recompensar las 

inversiones sostenibles). De contar con suficientes incentivos económicos 

para los proyectos de mitigación del cambio climático, se destinará más 

capital a proyectos que reduzcan las emisiones de GEI. De hecho, las 

inversiones en sostenibilidad han incorporado indicadores no financieros, 

especialmente ESG, en sus políticas de inversión, especialmente tras la 

crisis financiera de 2008.



 Desarrollando los Mercados Financieros Verdes 129

Las emisiones mundiales anuales de deuda sostenible aumentaron de 

apenas US$15.000 millones en 2013 hasta US$465.000 millones a fines de 

2019, un incremento significativo a pesar de representar únicamente el 6% 

de la emisión global de deuda de ese año. En enero de 2020, BlackRock, 

la mayor empresa gestora de fondos del mundo, con US$7 billones en 

activos, anunció que duplicaría a 150 su oferta de fondos cotizados en la 

bolsa (ETF) orientados a la sostenibilidad (Henderson et al., 2020). También 

anunció planes de cesar sus inversiones en empresas del sector del carbón 

y más que decuplicar sus activos sostenibles desde US$90.000 millones 

en la actualidad, a US$1 billón para 2030. En su anuncio, afirman que la sos-

tenibilidad y las carteras que integran al clima ofrecen a los inversionistas 

retornos mejor adaptados al riesgo.

Esta también es la conclusión de un meta análisis de 2.200 estudios sobre 

inversiones ESG realizado en 2015 por la Universidad de Hamburgo (Friede 

et al., 2015). El 90% de los informes reveló una relación positiva (o al menos, 

no negativa) entre el desempeño financiero empresarial y determinadas mé-

tricas no financieras, como la huella de carbono y la diversidad de género. 

Por ejemplo, una empresa eléctrica con baja huella de carbono, elevados 

niveles de diversidad de género y prácticas empresariales transparentes 

y éticas está menos expuesta a riesgos asociados con nuevos esquemas 

de tarifación del carbono, poca diversidad de género y litigios por discrimi-

nación de género e inadecuada gobernanza corporativa. Estos factores no 

financieros se traducen en una menor volatilidad y mayores retornos para 

los inversionistas en el largo plazo (Ashwin Kumar et al., 2016). Un informe 

de Barron halló en 2019 que el desempeño no financiero de las empresas 

sostenibles demostró ser más efectivo que el de las empresas convencio-

nales que siguen un modelo únicamente basado en el lucro, ya que reduce 

la volatilidad y genera resiliencia en caso de escenarios de contracción 

económica (Madsbjerg, 2019).

Pero por muy prometedoras que se vean, las inversiones en sostenibili-

dad tienen sus límites. ¿Cuáles indicadores realmente reflejan los riesgos 

físicos? ¿Existe una definición estricta de “sostenible” y “social” y de su al-

cance? ¿Cuál es el plazo de una inversión “sostenible?  ¿De qué manera se 

aplica el ESG a los actores soberanos? Todas estas preguntas aún deben 

ser respondidas de manera concluyente. Pero, a pesar de sus limitaciones, 

el énfasis renovado en el financiamiento ESG sigue siendo la mejor opción 

en el mundo para evitar importantes retrocesos en el bienestar. La ausencia 

de estándares homologados y el hecho de que compartir los datos sea 

voluntario, obstaculiza el financiamiento ESG. No existe consenso sobre 

qué hace que una inversión sea sostenible o cuáles indicadores de soste-

nibilidad reflejan mejor los riesgos sistémicos y físicos de una inversión. Un 

anuncio reciente de la Autoridad Europea de Valores y Mercados sobre la 

creación de lineamientos para la divulgación y reporte del financiamiento 

ESG es un paso en el sentido correcto (Maijoor, 2020). Al apuntar a crear un 

lenguaje y taxonomía en común para el financiamiento sostenible y exigir 
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que los participantes del mercado financiero divulguen el nivel de sosteni-

bilidad ambiental de sus productos, la Unión Europea está liderando esta 

revolución. La región también ofrece algunos ejemplos sobre la manera en 

que estas distorsiones pueden ser reducidas. Alineando los criterios ESG 

del marco de infraestructura sostenible (Bhattacharya et al., 2019) con las 

necesidades y prioridades del país, la plataforma Proyectos México ayuda 

a que los inversionistas privados comprendan la manera en que los riesgos 

ambientales son mitigados en oportunidades de inversión en infraestructura 

público-privadas y privadas.

Una Nueva Ola de Opciones de 
Movilización de Recursos 

Las inversiones en energía limpia en 

América Latina han aumentado en años 

recientes. Como se observa en la Figura 

8.1, entre 2004 y 2019, las inversio-

nes crecieron de US$1.100 millones a 

US$18.100 millones. En 2004, la partici-

pación de inversiones en energía limpia 

en América Latina fue de 2,5% de un total 

mundial de US$40.000 millones, mientras 

que en 2019 alcanzó el 6% de un total 

mundial de US$300.000 millones. Hasta 

2012, las inversiones en la región fueron 

principalmente lideradas por Brasil, 

que estaba a la par de otros mercados 

emergentes como India y China. Desde 

entonces, otras economías de la región 

como Chile y México, y más recientemen-

te, Argentina, han comenzado a invertir 

ampliamente en renovables. En 2019, 

estos países representaban más del 60% 

de las inversiones en renovables de toda 

América Latina. Las inversiones en Chile 

solo, representaron el 27%. El resto de la 

región muestra bajos y decrecientes nive-

les de inversión (PNUMA & BNEF, 2020). 

Sin embargo, las inversiones deben 

aumentar sustancialmente en años 

venideros para lograr las metas del 

Acuerdo de París. Las proyecciones de 

Irena (2019b) sugieren que las inversio-

nes acumuladas, incluyendo la capacidad 

renovable nueva, eficiencia energética 

y matrices eléctricas, deben sumar un 

total de US$110 billones para 2050. 

FIGURA 8.1. 

Inversiones en Capacidad de Energía Renovable 
por Región, 2018, 2019
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Prácticamente la mitad de estas inversiones (US$49 billones) deben desem-

bolsarse antes de 2030 para evitar el punto de inflexión de temperaturas 

extremas. Esto implica que se deben realizar importantes inversiones ver-

des anuales, mucho más amplias que las que se han ejecutado hasta 2019, 

que sumaron un total de US$825.000 millones (Irena, 2020b). A pesar de 

que las inversiones verdes han alcanzado niveles históricos recientemente 

y las inversiones en renovables triplican a las de nuevas inversiones en 

centrales fósiles, aun no alcanzan los niveles necesarios para responder al 

cambio climático, que oscila entre US$1,6 y US$3,8 billones al año (Buchner 

et al., 2019). Entre el 20% y el 30% de estas inversiones debe estar destina-

das directamente a las renovables. Esto exige un cambio radical en el modo 

en que se ofrecen los fondos climáticos.

A pesar de que la tarificación del carbono, las subastas eléctricas y las me-

joras tecnológicas e institucionales han creado un entorno favorable para 

las inversiones en renovables, se requiere de mayor esfuerzo para obtener 

los niveles de financiamiento necesarios para promover una transición hacia 

la sostenibilidad energética en el futuro. Estos esfuerzos se relacionan con 

la naturaleza de las inversiones verdes, que habitualmente son inciertas 

y ofrecen bajos retornos privados, y la manera en que se traducen en 

obstáculos en los mercados financieros, como elevados costos de capital. 

En este sentido, los proyectos e inversiones en renovables deben redu-

cir los riesgos y volverse financiables mediante instrumentos financieros 

innovadores (Irena, 2020c; Steckel and Jakob, 2018). El sector público y las 

instituciones multilaterales desempeñan un papel fundamental en habili-

tar y garantizar las inversiones en las fases iniciales. Más aun, los países 

y regiones en desarrollo, como América Latina, deben lidiar con desafíos 

adicionales macroeconómicos, financieros, mayores riesgos institucionales 

y mercados financieros subdesarrollados para obtener financiamiento climá-

tico (Flavin et al., 2014).

Las inversiones verdes son difíciles de financiar en mercados que favo-

recen los proyectos menos arriesgados y horizontes de corto plazo. La 

infraestructura y tecnología verde se suele percibir como intensiva en 

capital, incluyendo complejos costos estructurales en los que se requiere 

mucho tiempo para repagar grandes inversiones iniciales (Steckel & Jakob, 

2018). Las inversiones verdes también estaban tradicionalmente ligadas a 

tecnologías innovadoras y una limitada estandarización, de las que los mer-

cados de capital tradicionales carecen experiencia y práctica, lo que afecta 

mayormente a los proyectos pequeños y medianos (Irena, 2016a). Estas tec-

nologías requieren productos financieros específicos que tengan en cuenta 

sus requisitos y horizontes de beneficios particulares (Flavin et al., 2014). 

Más aún, las inversiones verdes tienden a enfrentar importantes primas de 

riesgo que buscan recompensar los riesgos elevados y otros problemas 

de información asimétrica habituales, lo que eleva aún más los costos de 

capital y limita las opciones de financiamiento (Steckel and Jakob, 2018).
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Los países de América Latina encuentran obstáculos adicionales a la 

financiación de sus inversiones renovables dadas las limitaciones de sus 

mercados de capital y otros riesgos macroeconómicos, institucionales y 

relacionados con el mercado eléctrico (Vazquez et al., 2018). La región se 

encuentra atrasada en la provisión y diversificación de las fuentes de capital 

e instrumentos financieros adecuados, por ejemplo, líneas de crédito, 

refinanciación y garantías (Irena, 2016b). Asimismo, los mercados financieros 

locales carecen de la experiencia, el conocimiento y las redes para descu-

brir proyectos rentables y opciones de financiamiento climático (Flavin et al., 

2014; Irena, 2016a).

Dada la amplitud de las barreras financieras a las inversiones verdes, las 

instituciones de financiación verde y los bancos multilaterales han desem-

peñado un papel fundamental en la financiación de proyectos renovables. 

En años recientes, el rol de estas instituciones se ha redefinido, catalizando 

inversiones privadas más que aportando fondos directos.48 Existen va-

rias herramientas disponibles para promover las inversiones verdes. Por 

ejemplo, estructuras de crédito híbridas, como la deuda subordinada y do-

naciones convertibles en participación accionarial atraen a los inversionistas 

privados al financiar las etapas más riesgosas de los proyectos renovables 

hasta que comienza el flujo de retorno. Otra opción es el financiamiento por 

intermediarios, en donde las instituciones públicas y multilaterales utilizan 

sus sólidas calificaciones crediticias para obtener préstamos con tasas de 

interés competitivas de instituciones privadas para financiar parcialmente 

un proyecto verde. Los préstamos sindicados, como los empleados en 

México, constituyen otra opción. Bajo esta modalidad, un grupo de agentes 

financieros se reúne para financiar proyectos verdes bajo el liderazgo de 

instituciones públicas y multilaterales que se hacen responsables de las 

etapas iniciales, que son las más riesgosas (Irena, 2016a). Estas estrategias 

elevan la confianza de los inversionistas privados, que tienden a sentirse 

más seguros financiando a otros sectores, al tiempo que los exponen a 

novedosas inversiones en energías renovables.

Los esfuerzos de instituciones financieras públicas y multilaterales se ven 

complementados por instrumentos adicionales que buscan movilizar y re-

ducir los riesgos de las inversiones privadas en renovables. Se caracterizan 

por desplazar los requisitos de capital del financiamiento público, que habi-

tualmente compite con otras prioridades, hacia el sector privado, mientras 

lo protege de riesgos y promueve mejores prácticas. Entre los ejemplos se 

incluyen garantías y títulos, mecanismos de liquidez, opciones de refinan-

ciación y cobertura de riesgo cambiario. La asistencia técnica, marcos de 

inversión o estándares sobre mejores prácticas también han cumplido un 

rol fundamental (Irena, 2016b). Varios países de América Latina han avanza-

do en el uso de estos instrumentos. En Argentina, por ejemplo, la agencia 

RenovAr, se hizo cargo del pago de obligaciones de los servicios públicos 

48 Sin embargo, esto sigue siendo compatible con el financiamiento público de proyectos de mayor escala que no serían financiables 
de otra manera (Irena, 2016b).
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mientras que paralelamente el Banco Mundial resguardaba estos pagos de 

la volatilidad cambiaria a través de garantías (Vazquez et al., 2018). En Chile, 

la Corporación de Fomento de la Producción cubre los riesgos de los fon-

dos de capital de riesgo que invierten en tecnologías verdes (Irena, 2016b). 

Dado que se proyecta que la financiación pública en inversiones renova-

bles se mantenga estable en años venideros, el financiamiento privado 

debe escalarse hasta cubrir las necesidades de desembolso para mitigar 

el cambio climático. En este sentido, el sector privado debería apalancar 

sus inversiones con las herramientas que ofrecen las instituciones públicas 

y multilaterales, para obtener tanto experiencia como confianza y poder 

llevar a cabo evaluaciones de riesgo eficientes. Por lo tanto, es fundamental 

que ambos tipos de inversión se complementen para garantizar un flujo de 

inversiones. Esta experiencia también debería cerrar brechas de inversión 

que las instituciones públicas y multilaterales no son capaces de cubrir 

por sí solas, como el refinanciamiento, los préstamos a corto plazo y la 

adquisición de activos operativos (Irena, 2016b). Más aun, el apoyo públi-

co mediante créditos parciales debe ser gradualmente reemplazado por 

fondos y capital de riesgo, que tienden a destinarse a las etapas iniciales de 

los proyectos, mejorando la cadena de valor financiera de las inversiones 

en renovables. Las garantías y los títulos pueden ayudar a mejorar estos 

planes financieros, como sucedió en Chile.

Los fondos climáticos juegan un rol determinante en el apalancamiento de 

inversiones verdes en América Latina. Estos fondos especializados ofrecen 

una amplia gama de recursos de capital (donaciones, deuda, deuda conce-

sional, financiación subordinada, garantías y capital) a los desarrolladores 

de proyectos, todo dentro de marcos estandarizados que brindan confianza 

a los inversionistas y escalabilidad a los jefes de los proyectos. Su cobertura 

global integra a desarrolladores locales con inversionistas internacionales e 

instituciones financieras. Asimismo, su especialización los ayuda a abordar 

varios riesgos que las instituciones multilaterales no pueden abordar, a 

pesar de que son estas mismas instituciones las que han ayudado a diseñar 

algunos de estos fondos. De hecho, el mayor contribuyente a los fondos 

climáticos en América Latina es el Fondo de Tecnología Limpia (FTL) de los 

Fondos de Fondos de Inversión en el Clima (FIC), que es gestionado por el 

Banco Mundial y ejecutado a través de planes de implementación con-

junta desarrollados por bancos de desarrollo regional y países. El FTL ha 

adjudicado más de US$900 millones a 31 proyectos verdes en la región. En 

Chile, los Fondos de Inversión en el Clima, BID Invest y ENGIE desarrollaron 

un programa piloto que monetiza los esfuerzos por reducir las emisiones 

relacionadas con el clima para incentivar la transición, al desmantelar la 

generación de fuentes fósiles e invertir en infraestructura de energías reno-

vables. Este fondo es seguido por el Fondo Verde para el Clima, el Fondo 

para la Amazonía (específicamente en Brasil) y el Fondo para el Medio 

Ambiente Mundial. En conjunto, estos cuatro fondos son responsables 
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del 75% de la financiación climática de la región, especialmente en Brasil, 

México y Chile (Schalatek & Watson, 2020).

Una gran fuente potencial de capital privado son los inversionistas ins-

titucionales, como los fondos de pensión, compañías de seguros y los 

fondos soberanos de inversión, capaces de aportar más de US$2 billones 

al año para el financiamiento de energía renovable (Irena, 2016a). En años 

recientes, su interés en las inversiones en sostenibilidad ha aumentado 

considerablemente y se prevé que continuará haciéndolo, impulsado por 

las preferencias de inversionistas, los estándares de empresas sostenibles, 

las mejores evaluaciones de riesgo de los proyectos renovables y man-

datos de responsabilidad social (Vazquez et al., 2018). Existe también una 

oportunidad para atraer capital doméstico mientras se promueve la profun-

dización del mercado local. Sin embargo, las regulaciones locales podrían 

limitar las inversiones en determinados proyectos, especialmente los de 

bajo riesgo y gran escala (Irena, 2016b).

ESFUERZOS INTERNACIONALES POR PROMOVER 
LAS INVERSIONES EN SOSTENIBILIDAD

Más allá del financiamiento ESG, en años recientes han proliferado instru-

mentos de deuda específicos como bonos verdes o bonos ligados a los 

ODS. La financiación en sostenibilidad es un nexo clave entre las políticas 

macroeconómicas y climáticas. El surgimiento de redes de intercambio 

entre pares (peer-to-peer) como la Coalición de Ministros de Finanzas por la 

Acción Climática y la Red para el Enverdecimiento del Sistema Financiero, 

cumplen un papel fundamental en la integración de autoridades econó-

micas en espacios climáticos. La apropiación de estos ejes es clave para 

apoyar a los NDC como instrumentos de planificación de políticas.

En enero de 2020, la Reserva Federal de Estados Unidos anunció su 

decisión de unirse a la Red para el Enverdecimiento del Sistema Financiero 

(NGFS, por sus siglas en inglés). Creada en diciembre de 2017 en el marco 

de la Cumbre One Planet, en París, la NGFS busca mejorar el rol del sistema 

financiero en la gestión de riesgos y movilización de capital para inversio-

nes verdes y bajas en carbono para el desarrollo de la sostenibilidad (Mair, 

2020). Podría considerarse que el rol de la NGFS es diseñar normativas 

financieras para luchar contra la tragedia del horizonte, que surge cuando el 

impacto físico y económico del cambio climático no está sincronizado con 

los incentivos de corto plazo que impulsan las decisiones corporativas, el 
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ciclo político e incluso el horizonte de autoridades tecnocráticas como los 

bancos centrales (Carney, 2015). 

La NGFS también constituye una plataforma para debatir las mejores prác-

ticas en financiamiento verde. En julio de 2020, la NGFS contaba con 69 

miembros y 13 observadores, incluyendo cinco países de América Latina 

(a través de sus bancos centrales o comisiones de seguridad). En el caso 

de México, uno de los miembros fundadores, participaron ambas institu-

ciones. Los otros países miembros de la región son Brasil, Chile, Colombia 

y Costa Rica.

Paralelamente, el Consejo de Estabilidad Financiera creó un Grupo de 

Trabajo sobre Divulgaciones Financieras relacionadas con el Clima (TCFD, 

por sus siglas en inglés) para desarrollar declaraciones de riesgo financiero 

relacionado al clima de manera voluntaria y consistente, para que las em-

presas puedan compartir esta información con inversionistas, acreedores y 

otras partes interesadas. El TCFD (2017) desarrolló un marco de divulgación 

para informar a los mercados financieros sobre los riesgos climáticos en 

torno a cuatro áreas temáticas: (i) gobernanza; (ii) estrategia; (iii) gestión del 

riesgo; y (iv) métricas y objetivos. La finalidad es mostrar a los inversionistas 

preocupados por el clima la manera en que se salvaguardan los emisores 

contra las consecuencias del cambio climático. 

La Alianza Mundial de Inversionistas para el Desarrollo Sostenible (GSIA) 

monitorea la emisión y demanda de inversiones en sostenibilidad en cinco 

mercados financieros clave: Reino Unido, Canadá, Japón, Australia y Nueva 

Zelanda, y Europa. El informe bianual de 2018 (GSIA, 2018) halló un aumento 

del 34% en activos sostenibles desde 2016, equivalente a US$30,7 billones 

a comienzos de 2018, con un 39% (US$12 billones) en el mercado de EEUU 

y 46% en Europa. Krueger, Sautner y Starks (2020) afirman que más de la 

mitad de todos los inversionistas relevados declararon que ya están tenien-

do en cuenta los riesgos climáticos, incluyendo los riesgos regulatorios, en 

sus procesos de toma de decisiones.

Para poder generar alivio económico, en lugar de nuevas fuentes de finan-

ciamiento, algunos países han promovido el uso de canjes de “deuda por 

clima” (debt-for-climate), “deuda por sostenibilidad” (debt-for-sustainability) 

e incluso “deuda por bosques” (debt-for-forests), en los que los acreedores 

multilaterales y privados ofrecen a los países deudores alivio en su deuda 

soberana a cambio de acciones climáticas, mejoras en los indicadores de 

sostenibilidad o reforestación. No obstante, por promisorios que suenen 

estos vehículos, están lejos de ser ideales para obtener cantidades signifi-

cativas de financiamiento estructural a corto o mediano plazo. Los canjes de 

deuda por naturaleza existen desde la década de 1980 y se han encontra-

do con numerosos obstáculos, como limitado potencial de escalabilidad, 

débiles mecanismos de rendición de cuentas e incentivos mal alineados en 

los que la mayoría (o todos) los titulares privados de la deuda se muestran 

reacios a renunciar al pago de la deuda a cambio de un bien público. 
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FINANCIAMIENTO SOSTENIBLE EN 
AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE

Bonos de Desarrollo Sostenible

Los bonos alineados con los Objetivos de Desarrollo Sostenible (SDB) están 

ligados a subgrupos de los Objetivos de Desarrollo Sostenible y poseen un 

costo de capital menor a los bonos soberanos convencionales. Si los obje-

tivos establecidos en las condiciones del bono son alcanzados, los países 

deberán abonar cifras menores. En principio, al integrar las consideraciones 

de sostenibilidad en la deuda soberana, un inversionista debería poder 

mitigar los riesgos ambientales, sociales y de gobernanza (ESG) a nivel de 

país. La deuda ligada a los ODS alinea la sostenibilidad fiscal de largo plazo 

con la sostenibilidad económica y ambiental.

Los emisores privados también pueden emplear estructuras innovadoras. 

De hecho, el bono por US$1.500 millones vinculado a la sostenibilidad 

emitido por ENEL (la multinacional italiana de energía) a fines de 2019, 

constituye un buen ejemplo. Al contrario de los bonos verdes tradicionales, 

los retornos de los bonos de sostenibilidad de ENEL no están destinados 

a proyectos o inversiones específicas. Por el contrario, como sucede con 

los bonos corporativos convencionales, los fondos pueden aplicarse a 

gastos operativos o gastos de capital, sin requisitos ESG específicos. Sin 

embargo, los cupones de los bonos de ENEL poseen tasas variables que 

dependen de que la empresa alcance metas específicas de desempeño, 

específicamente, un mayor porcentaje de energía renovable en la capaci-

dad instalada, desde 46% en 2019, hasta por lo menos 55% en 2021 (BNP 

Paribas, 2019). Si la empresa es incapaz de cumplir la meta, la tasa del 

cupón del bono se eleva en 25 puntos básicos. 

Similarmente, la primera emisión de bonos ligados a la sostenibilidad de 

América Latina, del productor de pulpa brasileño Suzano, contará con una 

madurez de 10 años e incorporará un aumento de cupón de 25 puntos bási-

cos si la empresa no logra reducir la intensidad de sus emisiones de gases 

en un 10,9% hasta 2025, tomando como referencia los niveles de 2015. 

Este indicador clave de desempeño será evaluado por un tercero indepen-

diente, elevando la confianza de los inversionistas. Esta estructura elimina 

la necesidad de un enfoque que se base en qué destino dará la empresa a 

sus ingresos. Los emisores también pueden administrar mejor los fondos sin 

verse limitados a inversiones específicas, a la vez que la carga de auditorías 

ESG es menor, ya que solamente es necesario evaluar el punto de partida 

y al momento del cumplimiento del objetivo en cuestión. Así sucede con la 

reciente emisión en México del primer bono soberano de ODS en sep-

tiembre de 2020 (PNUD, 2020). El bono a siete años por US$890 millones 

surge tras el desarrollo de un “Marco de Bonos Soberanos ODS” con un 
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uso de ingresos asignado y requisitos de declaraciones de impacto expre-

sas. Si las agencias de calificación crediticia logran incorporar los menores 

riesgos socioambientales resultantes de la emisión de bonos soberanos 

ODS en las calificaciones de crédito soberano, cualquier emisión de deuda 

convencional daría lugar, inevitablemente, a mayores rebajas de categoría 

que sus equivalentes en bonos ODS. Resta aún mucho por hacerse. En 

algunos casos, la monetización de bienes ambientales constituye un proble-

ma en sí mismo: la biodiversidad ilustra estos problemas perfectamente, 

aunque cabe destacar que hace 20 años, se dudaba de si la acción climáti-

ca podría monetizarse más allá de los mercados del carbono.

Bonos Verdes

Los nuevos modelos de negocio e instrumentos de inversión deberían ser 

desarrollados en mercados de capital locales para impulsar aún más las 

inversiones privadas en energías renovables. Esta estrategia podría servir 

para atraer inversionistas escépticos y apalancar todas las etapas del finan-

ciamiento de activos renovables (Irena, 2020d). Una alternativa de mercado 

de capital que está ganando mucha tracción son los bonos verdes. Estos tí-

tulos de renta fija ofrecen capital para proyectos relacionados con el clima o 

sostenibilidad (Steckel & Jakob, 2018). Sus emisores son diversos y abarcan 

desde empresas, pasando por instituciones financieras, a gobiernos subna-

cionales o nacionales (Irena, 2016b). Al identificar (labeling) a las inversiones 

verdes, han mostrado ser eficaces en promover soluciones para abordar la 

brecha financiera de las renovables. Por ejemplo, redujeron costos financie-

ros al corregir el desfasaje entre refinanciamiento de largo plazo y pasivos 

bancarios de corto plazo. También acotaron los costos de transacción para 

los inversionistas dispuestos a aceptar menores rendimientos a cambio 

de inversiones en sostenibilidad, incluyendo aquellas institucionales. A su 

vez, las instituciones de financiamiento multilateral y públicas sirven como 

intermediarios al respaldar la emisión de bonos verdes para vincular a 

las empresas con los mercados financieros (Steckel & Jakob, 2018). Los 

gobiernos también han promovido los bonos verdes como estrategia para 

alcanzar los objetivos climáticos nacionales (Irena, 2020e). Sin embargo, 

entre las barreras que limitan la adopción de bonos verdes en regiones 

en desarrollo se incluyen la falta de demanda de inversionistas locales y la 

poca claridad con respecto a los beneficios y estándares de su emisión.

El mercado de bonos verdes se ha vuelto un atractivo mecanismo de 

inversión en años recientes. En 2019, la emisión de bonos verdes alcanzó 

un record de US$190.000 millones. Independientemente de los recien-

tes avances, la adopción de los bonos verdes sigue siendo limitada en 

América Latina, contribuyendo solamente el 2% de las emisiones mundiales 

totales entre 2004 y 2019 (US$12.800 millones, sobre un total mundial de 

US$636.000 millones). Brasil es líder en esta área, habiendo emitido el 41% 

del total regional, seguido por Chile, con un 25% y México con 14%. Otros 

cinco países de América Latina han alcanzado acuerdos de bonos verdes, 

pero solamente representan el 5% del total emitido. Las Figuras 8.2a y 8.2b 



FIGURA 8.2A. 

Emisiones Acumuladas de Bonos Verdes a Junio de 2020
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FUENTE: Reproducido de Green Bond Market Summary. H1 2020, by Climate Bonds Initiative, 2020.
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exhiben el total de los bonos verdes emitidos en América Latina desde que 

se emitió el primero en Perú, en 2014. El caso de Chile es notorio, ya que 

emitió dos bonos verdes soberanos en 2019, uno por US$1.400 millones 

en junio, y otro de EUR$861 millones en julio, principalmente para financiar 

iniciativas de transporte público. Se espera que Colombia, México y Perú se 

sumen pronto a la lista. Los emisores regionales varían ampliamente entre 

países: en Brasil son sociedades no financieras; en México, bancos de de-

sarrollo; en Argentina, los gobiernos locales; en Chile, acuerdos soberanos; 

y en Colombia, corporaciones financieras. Los bonos verdes en la región 

están mayormente destinados a proyectos de energía, la mitad de los 

cuales son de renovables, seguidos por soluciones de transporte y uso de 

las tierras. La región también comenzó recientemente a emitir otros bonos 

temáticos no verdes, como los bonos sociales o de sostenibilidad (Iniciativa 

de Bonos Climáticos, 2019). A nivel mundial, iniciativas como la la creación 

por parte del Banco de Pagos Internacionales (BIS por sus siglas en inglés) 

de dos fondos de bonos verdes Fondos de Bonos Verdes para los bancos 

centrales, con US$2.000 destinados a inversiones, también envían una 

importante señal a los responsables de formular políticas.

FIGURA 8.2B. 

Emisiones Acumuladas de Bonos Verdes en América Latina entre 2014 y 30 de Junio de 2020
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MARGEN PARA CRECER 
En un informe reciente del BID, Frisari et al. (2020) analizan la regulación y 

supervisión financiera del riesgo climático en la región. El informe halla que 

en los países de América Latina y el Caribe, a diferencia de lo que suce-

de en los países miembros más avanzados de las redes NGFS y TCFD, la 

disponibilidad de datos relevantes es magra y se encuentra fragmentada. 

Además, los niveles de coordinación institucional siguen siendo, en prome-

dio, débiles. El informe también revela que las experiencias de Brasil, Chile, 

Colombia, México y Perú arrojan luz sobre la manera en que se pueden 

reforzar y desarrollar otros mercados financieros en la región.

Como se observa en el resumen del mercado de bonos verdes de la 

Iniciativa de Bonos Climáticos, H1 2020 (Iniciativa de Bonos Climáticos, 

2020),  entre 2016 y junio de 2020, América Latina y el Caribe atrajo 

US$17.900 millones a través de la emisión de bonos verdes, muy por 

debajo de los mercados de Asia-Pacífico (US$194.000 millones) y Europa 

(US$362.700 millones).49 

Se necesitan soluciones hechas a medida desde el sector privado para 

integrar por completo el clima en las líneas de negocios. En una región en 

la que las pequeñas y medianas empresas representan el 67% de los pues-

tos de trabajo y el 99% de todas las unidades productivas (Ferraro y Rojo, 

2018), trabajar sobre los mercados financieros es solamente una parte de 

la ecuación. La otra debe considerar un enfoque desde abajo hacia arriba 

que se centre en la competitividad de las empresas y los modelos de ne-

gocios. BID Invest emplea tales enfoques. Además de promover un sector 

financiero sostenible, la región puede adoptar otros dedicados a instrumen-

tos financieros verdes que ayuden a recaudar fondos para proyectos de 

sostenibilidad (Meirovich, 2019). En Chile, BID Invest cumplió un importante 

rol en ayudar a que el país inicie el proceso de cierre de sus 28 plantas 

termoeléctricas sin afectar la competitividad del sector. Estas centrales re-

presentan el 40% de la huella de carbono chilena. Integrar efectivamente el 

sector privado de la región al clima debe centrarse en abordar las amena-

zas a la competitividad relacionadas con factores climáticos. Esto requiere 

la generación de datos específicos y tomar toda la información disponible y 

relevante sobre vulnerabilidad y las proyecciones de los modelos climáticos 

de fuentes científicas para traducirla en información accionable que sirva 

para apoyar la estructuración de proyectos. También es relevante diseñar 

modelos de negocios exhaustivos, que incorporen las consideraciones 

de sostenibilidad para permitir ahorros por eficiencia energética en toda 

la cadena de valor. Más importante aún, estas soluciones deben constituir 

enfoques adaptados a los requerimientos de cada sector.

49 Incluyendo US$7.000 millones en bonos verdes soberanos emitidos por Chile.
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Por último, la iniciativa LatinSIF, junto a los Principios de Inversión 

Responsable (PRI, por sus siglas en inglés), crearon un consultivo regio-

nal (Brasil tiene uno propio) que funciona como una red para los actores 

financieros que comparten intereses en esta área. Sin embargo, la región 

aún tiene un largo camino por recorrer, como se observa en los continuos 

debates sobre si los actores nacionales deben desarrollar su propia nor-

mativa taxonómica para identificar actividades económicas que puedan ser 

consideradas ambientalmente sostenibles. Esto exige un largo proceso del 

que deben participar los actores privados y públicos junto a los regulado-

res, para desarrollar una serie cohesiva de normas relevantes adaptadas a 

cada país. Los mercados financieros de América Latina y el Caribe son muy 

variados, lo que destaca aún más la necesidad de apropiación y desarrollo 

local para integrar las necesidades financieras y legislativas de cada país. El 

enfoque de los PRI permite estos esfuerzos y ayuda a avanzar la agenda a 

través de su poder de convocatoria. Las IFI también juegan un rol signi-

ficativo en la generación de conocimiento y poder de convocatoria para 

impulsar las agendas nacionales.
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C A P Í T U L O  9

 HACIA UNA 
RECUPERACIÓN 
VERDE 
POST-COVID-19 



Los planes de sostenibilidad para revitalizar 
la economía, incluyendo la adopción de vías 
de crecimiento bajas en carbono, ya están 
siendo implementados en zonas donde la 
pandemia se encuentra más controlada. El 
Pacto Verde Europeo se destaca como ejemplo. 
El plan presentado por Estados Unidos para 
una mejor reconstrucción también, pero aún 
debe traducirse en políticas. A medida que 
las instituciones como el FMI promueven 
activamente los paquetes de recuperación 
verde e incluyen la evaluación de políticas 
climáticas en sus consultas al Artículo IV, 
la inquietud acerca de cómo diseñar estos 
paquetes en América Latina y el Caribe se 
vuelve más relevante. Promover una ambiciosa 
recuperación verde puede no requerir 
necesariamente un paquete de estímulos único 
sino una mayor puja por la integración de las 
políticas climáticas y ambientales.
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¿OTRA DÉCADA PERDIDA? RESPONDER 
ADECUADAMENTE AL DESAFÍO DEL COVID 

Desde un punto de vista de la salud, la pandemia ha golpeado fuerte a 

América Latina y el Caribe. En diciembre de 2020, la región poseía un 

tercio de las muertes mundiales relacionadas con el Covid. Una región que 

ya era vulnerable, con instituciones débiles y desigualdad generalizada, 

se encuentra en el medio de una crisis sin precedentes. La rápida expan-

sión de la pandemia en la región es el resultado de una combinación de 

factores, incluyendo sistemas de salud ineficientes. En marzo de 2020, 

la Organización Panamericana de la Salud (OPS) hizo un llamado para 

recaudar fondos para brindar asistencia técnica y abordar cinco limitaciones 

estructurales a la capacidad de la región de gestionar la crisis de salud: (i) 

insuficiente capacidad subnacional y nacional para identificar y evitar los 

brotes de la enfermedad; (ii) laboratorios poco equipados para supervisar y 

monitorear la evolución del Covid-19; (iii) poca preparación nacional general 

y protocolos inadecuados de referencia para las unidades de cuidados 

intensivos; (iv) insuficiente prevención de las infecciones y capacidad de 

control (solamente la mitad de los países de la región contaba con proto-

colos) y (v) campañas de comunicación de riesgo altamente insatisfactorias 

(OPS, 2020). Además de estos problemas, el gasto en salud de la región es 

menor que en las economías más avanzadas. Según la base de datos de la 

OCDE, los países miembros de la región cuentan únicamente con 2,1 camas 

(cada 1.000 habitantes), en comparación con un promedio general de 4,7 

camas entre los países de la OCDE (OCDE, 2020).50

Según la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), la 

cobertura universal de la salud en América Latina y el Caribe es práctica-

mente inexistente, los sistemas de salud nacional están fragmentados, y 

casi el 47% de la población de la región carece de cobertura de seguridad 

social (Barcena, 2020). Más de 58 millones de latinoamericanos de 65 años 

o más carecen de seguro médico. Estas limitaciones en cuanto a la cober-

tura e infraestructura dan lugar a muchos problemas en un contexto de 

pandemia. Sin embargo, los elevados niveles de empleo informal también 

han tenido una incidencia importante. Un informe reciente del BID halló que 

la informalidad representa alrededor del 56% del empleo total en la región 

(Arboleda et al., 2020). 

Los empleos informales, la mayoría de los cuales requieren un trato cara a 

cara, se han visto particularmente afectados por las cuarentenas. Entretanto, 

inadecuadas redes de seguridad obligaron a muchas personas a dejar 

sus hogares para generar ingreso que les permita subsistir. Estos factores 

han agravado el panorama de la salud pública, ya que las cuarentenas se 

50 Los países miembros de la OCDE de América Latina y el Caribe considerados aquí son Chile, Colombia, Costa Rica, y México.
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volvieron más difíciles de hacer cumplir y menos viables políticamente. Las 

tasas de desempleo también permanecen elevadas. Es probable que la 

recesión sea bastante más severa y profunda en América Latina y el Caribe 

que en otras regiones. La región debe enfrentar no solo una recesión, ca-

racterizada por crecimiento negativo y fuerte desempleo, sino que también 

corre el riesgo de desandar el progreso alcanzado en la lucha contra la 

pobreza y la desigualdad en por lo menos las últimas dos décadas.

Dada la magnitud de la crisis, los gobiernos están priorizando la preserva-

ción de las vidas y sustentos, destinando más recursos al sector de la salud, 

ofreciendo subsidios a las empresas y apoyando los ingresos familiares con 

transferencias monetarias extraordinarias por única vez. Esta no es una es-

trategia de recuperación económica tradicional. Es una respuesta ante una 

catástrofe. Iniciar una transición desde la supervivencia hacia la recupera-

ción será el próximo paso para lidiar con la crisis. Si bien coexistirán los dos 

tipos de respuesta, los paquetes de recuperación cobrarán mayor tracción.

A nivel mundial, los planes sostenibles para revitalizar la economía incluyen 

la adopción de vías de crecimiento bajas en carbono, que ya están siendo 

implementadas. Tal es el caso de Estados Unidos y la Unión Europea. En la 

UE, un agresivo plan de gastos prioriza la infraestructura en energía limpia 

y conectividad, investigación y desarrollo y educación. Estos ejes suman el 

25% de los esfuerzos de recuperación. También se han implementado pla-

nes de estímulos que promueven una recuperación verde en China e India. 

El gobierno de China lanzó una Estrategia de Nueva Infraestructura basada 

en renovables, la electrificación de varias industrias, incluyendo el transpor-

te y la digitalización (también llamadas REED). India anunció la electrificación 

de todo su sistema ferroviario a base de energía solar como parte de su 

estrategia de recuperación económica frente al Covid-19.

En América Latina y el Caribe, donde las medidas de recuperación eco-

nómica aún se encuentran en fase de diseño y a menudo, aisladas de los 

enfoques programáticos, la crisis sanitaria del Covid-19 y sus consecuen-

cias establecerán la agenda política de la región. Esto no imposibilita la 

adopción de medidas verdes. En sus paquetes económicos, el Ministerio 

de Hacienda de Chile indicó que priorizaría aquellas obras públicas cuyos 

fondos puedan desembolsarse rápidamente, y enfatizaría tanto la sostenibi-

lidad como la mitigación climática. Dada la gravedad de las consecuencias 

sociales y económicas de la falta de acceso al agua en el país, estos planes 

incluirán represas, proyectos de agua potable en áreas rurales, de irrigación 

y otros similares.
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¿ES VIABLE UNA RECUPERACIÓN VERDE EN AMÉRICA LATINA?
Claramente, América Latina y el Caribe difiere de Europa en relación con 

el rol que los programas de desarrollo verde, como el Energiewende 

en Alemania o la Política Industrial Ecológica en el Reino Unido, pueden 

desempeñar para una recuperación económica post crisis de Covid-19 

(Altenburg & Assmann, 2017). La situación previa al Covid-19 y las conse-

cuencias de la pandemia serán importantes factores determinantes del 

tipo de respuesta. Es probable que los países que ya contaban con planes 

y normativas que apoyan una transición ecológica, aprovechen esta crisis 

para acelerar los debates nacionales y hallar vías de crecimiento alineadas 

con el Acuerdo de París. Para estos países, la crisis servirá como catalizador 

para la acción climática.

Además de un presupuesto más ecológico y ambicioso, la Unión Europea 

también aprobó un instrumento financiero temporario para lanzar un paque-

te de estímulos fiscales “verde”, por un total de EUR1,8 billones. El objetivo 

del presupuesto y esta nueva herramienta (NextGenerationEU) es apoyar 

el Pacto Verde Europeo. NextGenerationEU constituye un plan de recupe-

ración de EUR750.000 millones basado en tres pilares fundamentales. El 

primero apoya las inversiones y reformas necesarias para responder a la 

crisis e incluye instalaciones de recuperación y resiliencia para el diseño 

e implementación de planes de recuperación ecológicos sostenibles. Los 

fondos destinados al Pacto Verde también incluyen al Fondo de Transición 

Justa (FTJ) y al Fondo Agrícola Europeo para el Desarrollo Rural. Un segun-

do pilar se centra en impulsar la economía de la EU a través de inversiones 

privadas. El tercer pilar, más pequeño que los anteriores, reforzará la prepa-

ración de los sistemas de salud en la UE.

Europa no está sola en la búsqueda de una transformación ecológica 

durante la post-pandemia. El gobierno de Canadá anunció que el acceso 

al Fondo de Financiamiento de Emergencia para Empleadores Grandes 

(LEEFF) estará condicionado al cumplimiento de políticas ecológicas. El 

fondo, que le presta recursos a empresas con ingresos anuales superiores 

a los CAD300 millones, requiere que las empresas beneficiarias divulguen 

sus declaraciones referidas al clima, siguiendo las recomendaciones del 

Grupo de Trabajo sobre Divulgaciones Financieras relacionadas con el 

Clima (TCFD). En septiembre de 2020, Nueva Zelanda se convirtió en el pri-

mer país en exigir declaraciones financieras relacionadas con el clima para 

2023 (Ministerio de Medio Ambiente, Nueva Zelanda, 2020). Varios países 

emergentes también están colocando la recuperación verde en el centro 

de sus paquetes de estímulos. La Estrategia de Infraestructura Nueva de 

China y el sistema ferroviario a energía solar de India, previamente mencio-

nados, son ejemplos de esto.

Sin embargo, las fuentes independientes se muestran más escépticas ante 

estos esfuerzos. El Índice de Estímulos Verdes y el Rastreador de Políticas 
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Energéticas (Energy Policy Tracker) muestran que una gran parte de los es-

tímulos financieros están destinados a actividades “marrones” que buscan 

apoyar sectores más tradicionales de la economía y preservar los pues-

tos de trabajo (IISD et al., 2020).51 La pregunta es si será posible integrar 

un componente verde en los paquetes de recuperación económica de 

América Latina y el Caribe. 

En el Día de la Tierra, el 22 de abril de 2020, IPSOS realizó un sondeo en 

27 países (incluyendo seis de América Latina y el Caribe) para evaluar la 

opinión pública sobre si la recuperación económica debía ser ecológica.52 

Los participantes estuvieron de acuerdo con una recuperación verde en 

líneas generales. Pero cuando se les hizo preguntas más específicas sobre 

si la recuperación económica debía verse condicionada a ciertas acciones 

de mitigación específicas, las respuestas mostraron enormes variaciones 

(Boyon, 2020). 

Muchos actores han solicitado paquetes de recuperación verdes, incluso 

en América Latina. La pregunta es, ¿puede lograrse esto? Un elemento 

importante es la capacidad de generación de empleo. Un informe ILO/BID 

estima que un plan de descarbonización podría generar hasta 15 millones de 

puestos de trabajo netos en la región para 2030 y a la vez reducir emisiones 

de GEI en 35% (Saget et al., 2020). Esto no sería suficiente para justificar 

una recuperación económica verde: los responsables políticos enfrentan el 

desafío de crear puestos de trabajo en el corto plazo para responder a las 

necesidades de ingresos de los sectores pobres y vulnerables. Esto implica 

que al perseguir la creación de empleo “verde” que impulse el desarrollo 

económico, es importante tener en cuenta las capacidades y costos, como 

también los plazos de implementación. En muchos países, esta transición 

llevará tiempo además de políticas de recapacitación y reconversión laboral.

Pero es posible implementar ciertas acciones, como sugiere Chile con su 

decisión de cerrar las plantas de carbón. En muchos casos en la región, 

el problema no es la transición en si sino la ausencia de evidencia sobre 

acciones e iniciativas transformadoras para convencer a los trabajadores 

y responsables políticos de que es posible proceder de manera justa y 

socialmente responsable. Es fundamental identificar los grupos que podrían 

ser impactados de manera negativa por la transición y ofrecerles opciones 

de recapacitación y reconversión. Por último, y para movilizar e inyectar las 

sumas necesarias para la recuperación de las consecuencias del Covid, el 

rol de las instituciones multilaterales regionales e internacionales será de-

terminante. Estas también saben brindar apoyo técnico y lineamientos para 

apoyar a los ministerios de finanzas y de planificación en la identificación de 

las mejores prácticas de recuperación para que la misma sea sostenible, y 

esté en línea con el Acuerdo de París.

51 El Green Stimulus Index observa a las 11 mayores economías para evaluar la orientación verde versus marrón de sus estímulos 
según: (i) la escala de los fondos destinados a sectores ambientalmente relevantes; (ii) la existencia de orientación verde de esos 
sectores, y (iii) los esfuerzos por orientar los estímulos hacia (o apartarlos de) la sostenibilidad.

52 Los seis países de América Latina incluidos en el sondeo IPSOS fueron Argentina, Brasil, Chile, Colombia, México y Perú.
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Políticas que no Ocasionan Daños: 
El Caso de los Activos Varados

Ya sea que tengan en cuenta paradigmas programáticos de recuperación 

verdes o medidas puntuales de reactivación económica con un enfoque 

verde, los responsables políticos deben prestar atención a las trampas de 

pobreza que deben evitar. Caldecott et al. (2014) explican por qué y cómo 

los activos varados ameritan especial atención.53 Para que las estrategias 

de recuperación incluyan objetivos climáticos que no ocasionen daños, 

estas inversiones no pueden formar parte de una fase de recuperación. Las 

inversiones en activos varados destacan la necesidad de que participen 

los ministerios de planificación y finanzas en la definición de los NDC y sus 

Estrategias Climáticas de Largo Plazo, como también de su implementación. 

De no participar, no solamente se adoptarán enfoques incompatibles con 

el Acuerdo de París, que también tendrán consecuencias incompatibles en 

términos de su competitividad en el comercio mundial, sino que también 

resultará en despilfarro económico. A nivel mundial, la infraestructura de 

energía de fuentes fósiles en 2018 ya se encuentra en conflicto con la 

meta de 1.5°C. Por lo tanto, las inversiones adicionales en este tipo de 

infraestructura no se justifican. En lugar de eso, las unidades de generación 

energética deberían retirarse prematuramente (o modernizarse, lo que pue-

de resultar costoso) (Tong et al., 2019).

Según Gonzalez-Mahecha et al. (2019), si se construyen todas las plantas de 

generación de fuentes fósiles planificadas o anunciadas en América Latina 

y el Caribe, se duplicarían las emisiones en relación con los niveles de 2019 

(6,9 GtCO2e). Esto, como ya se mencionó, ya superaba los objetivos de 

calentamiento de 1.5°C a 2.0°C. En una escala mundial, informes recientes 

también sugieren que entre el 60% y el 80% de las reservas de fuentes 

fósiles con cotización en bolsa se deben considerar “no combustibles (un-
burnable)” si se pretende evitar un cambio climático desastroso. Esto podría 

potencialmente costarle a la industria de las fuentes fósiles US$28 billones 

en ingresos durante las próximas dos décadas (Kepler Cheuvreux, 2014). 

Esto también plantea la cuestión de las brechas impositivas que puedan 

surgir del petróleo y gas “no combustibles”. De hecho, Bradley, Lahn y Pye 

(2018) destacan que las perspectivas futuras de producción de petróleo 

son altamente inciertas. Un informe realizado por Irena (2017) argumenta 

que a medida que las tecnologías alternativas se vuelven más asequibles y 

las medidas para abordar el cambio climático e implementar el Acuerdo de 

París se enraízan, se reducirá la demanda de petróleo.  En nuestra región, 

los ministerios de planificación y finanzas deben prestar atención a estas 

dinámicas y emplear enfoques específicos para cada caso para decidir si 

continuar invirtiendo en petróleo y gas.

Las dinámicas de activos varados resultan particularmente relevantes en la 

región en dos sectores críticos: agricultura y turismo. El caso de los centros 

53 Para una definición detallada de “activos varados”, véase Caldecott et al. (2016).
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de esquí, que ya no son económicamente viables en Europa debido al cam-

bio climático, resulta ilustrativo (Agrawala, 2007; Funk, 2015). Los países de 

América Latina y el Caribe deben identificar las áreas en que la infraestructu-

ra del turismo se encuentra en riesgo. Esto puede ayudar a anticipar futuras 

disrupciones económicas y evitar inversiones adicionales en infraestructura 

del turismo de gran tamaño en áreas similares (OMC & PNUMA, 2008).

Oportunidades para las Inversiones Verdes Durante la 
Recuperación 

Por suerte, un gran número de proyectos verdes y listos para inversión 

pueden ayudar a generar empleo mientras apoyan vías de desarrollo 

compatibles con París. Existen inversiones sostenibles y resilientes e 

infraestructura que requiere mucha mano de obra. Como se mencionó ante-

riormente, los paquetes de recuperación de Chile priorizan invertir en obras 

públicas orientadas a medidas de mitigación y adaptación, que además 

atiendan la urgencia social de acceso al agua. La respuesta de Corea a la 

crisis financiera de 2008, que incluyó un paquete de estímulos centrado en 

desarrollar eficiencia, transporte y restauración de los ríos, constituye otro 

ejemplo. El programa, financiado por el Banco Mundial, alcanzó rápidos 

índices de desembolso significativo (Hallegatte & Hammer, 2020). 

La reforestación constituye otra oportunidad interesante. En marzo de 2020, 

el Instituto de Economía del Desarrollo de Pakistán identificó la pérdida 

potencial de hasta 19 millones de puestos laborales como consecuencia del 

Covid-19, de los cuales casi el 70% tendrían lugar en la provincia de Punjab. 

En respuesta, el gobierno escaló su iniciativa del “Tsunami de los 10.000 

millones de árboles” y creó más de 63.000 puestos de trabajo en refores-

tación (Khan, 2020). Estos puestos poco calificados alentaron la demanda 

y redujeron temporariamente el desempleo. Si bien no fue significativo en 

relación con las potenciales pérdidas de puestos laborales, este enfoque es 

modular y puede ser escalado. Por ejemplo, India apoya a alrededor de 80 

millones de individuos ofreciéndoles puestos temporarios de trabajo en áreas 

rurales a través de la Ley Nacional de Empleo Rural Garantizado Mahatma 

Gandhi de 2005.54 No obstante, para aplicar estos programas y evitar efectos 

secundarios no deseados, los marcos y estrategias existentes deben proce-

der con programas de reforestación/forestación y gestión de paisajes cuya 

efectividad esté demostrada..

Este tipo de enfoque no es novedoso. Entre 1933 y 1942, Estados 

Unidos lanzó un programa de obras públicas verdes, el Cuerpo Civil de 

Conservación (CCC), que luego dio lugar al New Deal. Uno de los objetivos 

del CCC fue ralentizar la entrada de los jóvenes (de entre 18 y 25 años) 

al mercado laboral (Bass, 2013). Actualmente, muchos estados y algunas 

ciudades de Estados Unidos y Canadá operan programas similares de 

menor escala. En América Latina y el Caribe se podrían abordar centros 

54 El programa no está libre de fallas y en muchos aspectos ha sido severamente criticado, pero la evidencia demuestra exitosas 
iniciativas de gestión del paisaje.
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de pobreza con elevados niveles de desempleo a través de iniciativas 

modernas, y a la vez mejorar la gestión de las tierras y reforzar el sector del 

turismo. La gestión sostenible del paisaje y las políticas para el desarrollo 

y mejora del sistema de parques nacionales constituyen ejemplos intere-

santes. Centrarse en la gestión costera sostenible, especialmente en la 

gestión de manglares, daría lugar a muchos beneficios significativos. Una 

lección aprendida de la recesión de 2001 y la crisis financiera de 2008 es 

que estos shocks económicos generan efectos sobre el desarrollo social y 

económico de la juventud (de 15 a 35 años) que duran muchos años (Sironi, 

2017). Siguiendo ese mismo principio, los programas de corto plazo imple-

mentados por el Departamento de Agricultura de Estados Unidos (USDA) 

bajo la Ley de Recuperación y Reinversión de Estados Unidos de 2009, 

resaltaron el rol de los proyectos de los servicios forestales para la soste-

nibilidad de las áreas rurales y para abordar algunas de las consecuencias 

económicas más urgentes que podrían surgir de una recesión (Charnley et 

al., 2011). La restauración de bosques y paisajes degradados no es sólo una 

solución paliativa para el desempleo, sino que puede generar además otros 

beneficios (Comisión Mundial sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, 

2014). Las inversiones de largo plazo en infraestructura de banda ancha en 

zonas rurales, siguiendo las recomendaciones del USDA, también forman 

parte de la solución (American Broadband Initiative, 2019).

Generar Más Espacio Fiscal: Canjes de “Deuda por 
Naturaleza” y Otras Soluciones 

Dadas las limitaciones fiscales de los gobiernos de América Latina y el 

Caribe, los canjes de deuda por naturaleza pueden ayudar a impulsar una 

recuperación verde y a la vez atender los niveles de deuda nacionales. 

Como mecanismos de reestructuración de deuda, los canjes de deuda por 

naturaleza buscan reducir la carga sobre la deuda pública a cambio de 

inversiones en capital natural. Una condonación parcial de la deuda está 

condicionada al compromiso del gobierno deudor de invertir en parques 

y áreas protegidas, o reunir los ahorros generados en un fondo fiduciario 

local que financie proyectos de preservación. Una organización de protec-

ción ambiental típicamente adquirirá deuda de acreedores existentes, a un 

precio rebajado. Luego la organización emitirá un nuevo instrumento para 

el gobierno, condonando una parte de la deuda, y, a menudo, extendiendo 

los plazos de repago. Como consecuencia, el servicio de deuda anual del 

país se reduce, liberando flujos financieros para invertirlos en capital natural. 

La forma más habitual de canjes de deuda por naturaleza hasta la fecha 

son los canjes bilaterales. Estados Unidos es el mayor emisor, por lejos. Sin 

embargo, las organizaciones ambientales están movilizando cada vez más 

capital de terceros para financiar estos canjes.

Dado que el monto de la deuda con otros gobiernos es relativamente bajo, 

es limitado el potencial de los canjes directos. Para que los mecanismos po-

sean un impacto significativo, la deuda debe ser adquirida a acreedores no 

oficiales a un precio rebajado e involucrar a organizaciones multilaterales 
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como el BID y ONG de conservación de la naturaleza con el fin de facilitar 

las transacciones en las que la deuda se transfiera con un descuento.

Según Watson (2020), los instrumentos de reestructuración de deuda 

por naturaleza requieren la gobernanza adecuada para el empleo de 

los fondos. Se necesitan carteras de proyectos financiables, supervisión 

gubernamental institucional, capacidad de ejecución y coordinación entre 

ministerios relevantes y la sociedad civil. Los actores estatales, principal-

mente los ministerios de finanzas, que participan de las negociaciones de 

las deudas, y los ministerios de medio ambiente, que son quienes tradi-

cionalmente se ocupan de los indicadores de desempeño ambiental y sus 

resultados, también deben trabajar de manera coordinada.

Integrar la Biodiversidad en las Políticas 
Locales

Así como los ministerios de finanzas cumplieron y 

siguen cumpliendo un rol fundamental en ayudar 

a que los países comprendan y adapten el Informe 

Stern a sus necesidades inmediatas, también deben 

identificar las oportunidades y desafíos de la planifi-

cación de políticas de preservación para apoyar su 

integración. Y si bien las finanzas de conservación 

han logrado generar muchas soluciones, la ausencia 

de un marco normativo coherente que reúna a todas 

las soluciones y las integre con la agenda política 

local revela las inmensas brechas de conocimiento 

y política. En última instancia, los líderes de la región 

tienen el mandato de impulsar un desarrollo sosteni-

ble efectivo, reconciliando la agenda económica y la 

de desarrollo sostenible, con énfasis en la protección 

del medio ambiente. Este mandato implica que la 

agenda mundial y las regionales deben responder 

al contexto local, ya sea rural o urbano. Los países 

de la cuenca amazónica reconocen este principio. 

Comprenden que las inversiones deben mejorar la 

calidad de vida en los territorios de la Amazonía, a la 

vez que reconocen el potencial de los activos natu-

rales para la bioeconomía y el desarrollo sostenible. 

Este entendimiento llevó a que estos países le den al 

BID un mandato en la segunda reunión del Pacto de 

Leticia (el 11 de agosto de 2020) para formular una 

Iniciativa de Desarrollo Sostenible para invertir en la 

región amazónica, establecer un fondo bioeconómi-

co de múltiples donantes enfocado en dicha zona y 

ayudar a abordar la recuperación económica tras la 

pandemia de Covid-19.

CUADRO 11 
La Iniciativa de la Región 
Amazónica y el Fondo de 
Bioeconomía 

En su Asamblea Anual de Gobernadores ce-
lebrada en Barranquilla (17 al 21 de marzo 
de 2021), el Grupo BID anunció que lanzaría 
una iniciativa para el desarrollo sostenible 
de la región del Amazonas en respuesta al 
mandato que le fue provisto en el Pacto de 
Leticia. La iniciativa promoverá programas 
financiados por el Grupo BID en la zona 
del Amazonas. El Presidente del Grupo 
BID, Claver-Carone, también presentó una 
facilidad específica que apoyará la iniciativa 
con la movilización de hasta US$1.000 
millones a la región a través del BID, junto 
al Fondo Verde para el Clima y donantes 
bilaterales y del sector privado. Este anuncio 
fue acompañado del lanzamiento de un fon-
do de asistencia técnica del BID de US$20 
millones y US$4 millones en capital semilla, 
para apoyar startups de bioeconomía (BID 
Lab/Natural Capital Lab Regenerate Fund).

La iniciativa incluye proyectos y actividades 
divididos en cuatro pilares: (i) bioeconomía; 
(ii) agricultura, producción silvopastoral 
y prácticas sostenibles de gestión de bos-
ques y paisajes; (iii) desarrollo del capital 
humano; y (iv) infraestructura y ciudades 
sostenibles. Apoyándose en las prácticas 
sostenibles de las políticas climáticas, la 
facilidad incluirá una colaboración cercana 
con los ministros de finanzas para desa-
rrollar planes de inversión sostenibles que 
canalicen recursos y resultados de desarrollo 
efectivo en los territorios subnacionales.
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Cambios en los Estándares Regulatorios

Dado el espacio fiscal limitado, los recursos del sector privado resultarán 

especialmente críticos para la recuperación en años subsiguientes. La 

pregunta es cómo atraer inversiones privadas y enfocadas en criterios 

ambientales o ESG en general, cuando se consideran las normas y criterios 

que estos suponen. Una regulación adecuada y complementada por inver-

siones públicas puede justamente lograrlo. Los objetivos climáticos pueden 

lograrse si los subsidios corporativos, como el apoyo a la nómina o las ga-

rantías de crédito, quedan supeditados al cumplimiento de estándares ESG. 

Un buen ejemplo es la Regulación de Taxonomía Sostenible recientemente 

decretada por la UE, un marco para clasificar las actividades económicas 

según su sostenibilidad ambiental.

Un beneficio adicional de la norma es la reducción del “ecoblanqueamien-

to” o “greenwashing”, un fenómeno en el que los productos financieros 

se presentan como ambientalmente sostenibles sin contar con las bases 

comprobables para apoyarlos (Valentine et al., 2020). La normativa de la UE 

establece seis objetivos ambientales: (i) mitigación del cambio climático; (ii) 

adaptación al cambio climático; (iii) uso sostenible y protección de los recur-

sos hídricos y marinos; (iv) transición hacia una economía circular, incluyendo 

la prevención de generación de residuos y un aumento en la captación de 

materia prima secundaria; (v) prevención y control de la contaminación; y (vi) 

protección y restauración de la biodiversidad y los ecosistemas.

Las empresas grandes que cotizan en bolsa, bancos y empresas de segu-

ros que posean más de 500 empleados deberán divulgar, como parte de 

sus declaraciones no financieras, si están invirtiendo en Europa o cualquier 

otra parte del mundo. Otros participantes del mercado financiero deberán 

divulgar si sus productos se encuentran o no alineados con la taxonomía. 

Los primeros informes de las empresas y declaraciones de inversionistas 

que empleen la taxonomía de la UE comenzarán en el inicio de 2022.

A pesar de que el TCFD no es una norma reglamentaria, constituye una 

iniciativa del mercado que ha ganado interés, como manera de expresar 

el nivel de compromiso con las inversiones ESG. Canadá, por ejemplo, lo 

ha integrado como precondición para acceder a recursos de recuperación 

(“Primer Ministro anuncia un apoyo adicional a empresas para ayudar a 

salvar los puestos de trabajo canadienses”, 2020). 

El TCFD y la nueva taxonomía de sostenibilidad europea desafían a los 

sistemas financieros de América Latina y el Caribe a desarrollar normativas 

que progresivamente incentiven la divulgación del riesgo climático de las 

empresas e instituciones financieras. Cumplir con la taxonomía de la UE 

también puede ayudar a atraer inversiones privadas de fondos o patrocina-

dores europeos.
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TODA POLÍTICA ES LOCAL: LOS GOBIERNOS 
SUBNACIONALES Y LA RECUPERACIÓN

Entre los principales desafíos y oportunidades para los gobiernos naciona-

les y subnacionales se encuentra la implementación de acciones conjuntas 

para la recuperación. Dadas las limitaciones presupuestarias que enfrentan 

los paquetes de estímulos en América Latina y el Caribe, los gobiernos sub-

nacionales, y en particular las ciudades, necesitan los incentivos correctos 

para preparar y cofinanciar programas y proyectos de desarrollo. En última 

instancia, para que las políticas de cambio climático resulten exitosas, una 

importante parte del electorado político debe comprender sus conse-

cuencias. Si todas las políticas son locales, entonces las acciones a nivel 

subnacional cumplen un rol fundamental.

Una preocupación primordial debería ser diseñar iniciativas en las que 

las ciudades compitan por los recursos naturales en base a la generación 

y desarrollo de empleos, en línea con las prioridades NDC. El objetivo 

principal consistiría en apalancar más recursos, incluyendo deuda subna-

cional. Algunos ejemplos incluyen proyectos relacionados con el transporte 

sostenible, viviendas y eficiencia energética. Otros son los proyectos de 

adaptación, como el sistema de drenaje de aguas urbanas y parques 

resilientes a las inundaciones. Invertir en soluciones basadas en la natura-

leza, que apoyen la infraestructura verde, iniciativas de paisaje sostenible 

o proyectos de reforestación, como el caso previamente mencionado en 

Pakistán, así como proyectos agroforestales, será muy beneficioso en 

años venideros. Las carreteras terciarias en áreas rurales e inversiones en 

infraestructura de banda ancha serán necesarias para aumentar la produc-

tividad e integrar a las poblaciones más pobres, pero los proyectos deben 

diseñarse para una mayor adaptación a patrones de lluvias intensas o 

deslizamientos de tierras.

Sin embargo, carecer de la capacidad para desarrollar y formular proyectos 

robustos en ciudades y áreas rurales constituye un gran obstáculo. Por este 

motivo, las facilidades para la preparación de proyectos representan uno 

de los usos más eficientes de los recursos públicos para el desarrollo de 

proyectos de sostenibilidad que atraigan tanto a inversiones públicas como 

recursos del sector privado. Alinear estos incentivos políticos entre los 

diferentes niveles de gobierno también resulta fundamental para el éxito de 

este enfoque.
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C A P Í T U L O  1 0

LAS POLÍTICAS DEL 
CLIMA: CON EL OJO EN 
LA CLASE MEDIA



En última instancia, todas las políticas son 
locales. Ofrecer soluciones de políticas locales, 
urbanas, basadas en la naturaleza, ayudará a 
generar conciencia y experiencia en relación 
con las políticas sobre biodiversidad. La correcta 
ejecución de las políticas de cambio climático y 
su integración al proceso de decisiones del gasto 
público está condicionada a (i) la adopción de 
instrumentos políticos que integren las NDC en 
sus marcos normativos y (ii) una economía política 
respaldada por un fuerte vínculo entre los políticos 
y el electorado. Las políticas ambientales en 
América Latina no deben causar fracturas políticas. 
De hecho, la región se caracteriza por ser más 
propensa que el promedio a apoyar a aquellos 
políticos que apoyen causas climáticas. Esta 
postura de respaldo ambiental puede ser el reflejo 
de la vulnerabilidad climática de la región, como su 

emergente, pero frágil, clase media.
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UN FUERTE ELECTORADO POLÍTICO: LA CLASE MEDIA
Alcanzar las metas del Acuerdo de París requiere un fuerte apoyo del elec-

torado.55 Una encuesta a nivel global destacó que en todo el mundo, “los 

participantes de la clase media son más propensos a considerar al ca-

lentamiento global como un problema severo, y es más probable que 

consideren que la contaminación es un problema significativo en su país” 

(Kohut et al., 2009, p.21). Tanto desde el punto de vista de los ingresos, 

como de la calidad de vida, la clase media representa un sector aspiracio-

nal que en principio apoya una transición climática. Pero las clases medias 

no siempre constituyen aliados políticos relevantes para las políticas climá-

ticas. También son exigentes, en ocasiones inestables y a menudo poco 

cohesivas. La clase media puede resultar una fuerza regresiva al incentivar 

a los políticos a que satisfagan sus necesidades inmediatas. Un buen ejem-

plo de esto es la continuidad de subsidios energéticos ineficientes.

En el caso de América Latina y el Caribe, los segmentos de la población 

que se autodefinen como pertenecientes a la clase media desempeñan un 

rol electoral determinante. Por tal motivo, comprender los vínculos entre el 

cambio climático y las aspiraciones de la clase media se vuelve un factor de 

importancia para los responsables de formular políticas. La agenda climática 

no debe ser considerada una amenaza a la mejoría a corto plazo de los 

estándares de vida, sino como un motor de crecimiento y empleo. 

Birdsall, Graham y Pettinato (2000) definen a la clase media como aquellos 

que obtienen entre el 75% y el 125% del ingreso medio. La OCDE emplea el 

concepto de “clase de ingresos-medio” y la define como aquellas familias 

que reciben entre el 75% y el 200% del ingreso medio nacional (OCDE, 

2019).  Otro enfoque útil y comparable analiza los gastos. Cárdenas, Kharas 

y Henao (2015) definen a las familias de clase media como aquellas que 

realizan gastos de entre US$10 y US$100 al día en términos de paridad del 

poder adquisitivo (PPA). Ravaillon define a la clase media de los países en 

desarrollo como “aquellos que no son pobres de acuerdo con la línea de po-

breza media de los países en desarrollo, pero sí lo son en comparación con 

los habitantes de Estados Unidos” (Ravaillon, 2009, p. 4). El Departamento 

Nacional de Planeación de Colombia (DNP) define a la clase media a través 

de un enfoque basado en el ingreso y a la vez aplicando el Índice de 

Pobreza Multidimensional (IPM), que analiza cinco dimensiones: (i) educación 

de las familias; (ii) situación de niñez y adolescencia; (iii) empleo; (iv) salud; y 

(v) condiciones de vivienda y acceso a servicios básicos (Angulo et al., 2011). 

Tomando en cuenta estas cuatro definiciones, se calcula que entre el 35% y 

el 65% de la población de la región pertenece a la clase media. 

55 Se utiliza la definición de “electorado” ofrecida por Eulau y Karps (1977) en la que se hace referencia a una configuración 
sociopolítica con intereses comunes y estrategias para lograr estos intereses mediante resultados legislativos 
independientemente de la ubicación, raza, género o ingreso.
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Sin embargo, hacen falta definiciones más 

subjetivas y sociológicas de la clase media 

para comprender los motivadores, y obstá-

culos, de las políticas climáticas nacionales. 

Estas características se vuelven particu-

larmente relevantes para la identificación 

de valores y nociones de pertenencia co-

munes a la clase media. Es más probable 

que sea la autopercepción que el ingreso 

lo que determina la manera en que los 

subgrupos forman sus opiniones, toman 

decisiones y actúan en función de esas 

decisiones, ya sea a través de procesos 

democráticos electorales o no electora-

les (Hodge & Treiman, 1968; Jackman & 

Jackman, 1983; Lora & Fajardo, 2011).

Identificar a esta clase media autodefini-

da exige otros instrumentos, incluyendo 

sondeos como aquellos realizados por 

Gallup, Pew e IPSOS (este último sola-

mente aplica a países del G20). Según 

la Encuesta Mundial de Valores (WVS-6), 

el 53% de la población latinoamericana 

considera que pertenece a la clase media, contra el 31% que corresponde 

si se toma un enfoque basado en el ingreso (Penfold & Rodriguez, 2014) 

(véase la Figura 10.1).

Una pregunta fundamental es si la clase media subjetiva puede considerar-

se un electorado autónomo, definido por valores y aspiraciones comunes 

que son relevantes para las políticas climáticas y ambientales. En conjunto 

con el problema de la confianza en las instituciones y la clase política, esto 

ha tenido severas consecuencias en términos de estrategias de votación 

y, en última instancia, en la legitimidad de los mandatos electorales para 

actuar sobre las políticas climáticas. De hecho, la poca confianza en las 

instituciones políticas afecta la viabilidad de las reformas de muchas mane-

ras. Junto con el Proyecto de Opinión Pública de América Latina (LAPOP) 

de la Universidad de Vanderbilt, los investigadores del BID hallaron que en 

muchos países de la región, los ciudadanos pretendían mejores servicios 

pero se mostraban reacios a financiar programas estatales para obtenerlos 

(BID-LAPOP, 2017).56 

Una tendencia reciente, que emergió alrededor de 2015 y probablemen-

te se agudice a raíz de las consecuencias sociales y económicas de la 

pandemia del Covid-19, es la desaceleración, y en ciertos casos hasta 

inversión, de la expansión de la clase media. Por lo tanto, aquellos grupos 

56 El informe halla, por ejemplo, que los argentinos tienen la mitad de la confianza en sus partidos políticos que los canadienses. 
(Bachelet, s.f.).

FIGURA 10.1. 

Definiciones de Clase Media: Basado en Ingresos 
vs Aspiracional, Vulnerable, Autopercibida
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vulnerables, comprendidos como aquellos que no se encuentran en situa-

ción de pobreza pero que tampoco pertenecen por completo a la clase 

media (Grupo del Banco Mundial, 2016), ocuparán un papel central en el 

diseño de las políticas. Por ende, identificar las preferencias de la población 

vulnerable, que comparte las aspiraciones de la clase media pero que debe 

enfrentarse a mayor inestabilidad ante el ingreso, resulta fundamental. De 

hecho, la insatisfacción de los subgrupos más vulnerables suele extender-

se a toda la clase media, dando lugar a dramáticos impactos económicos, 

sociales y políticos. 

Cualquier descenso pronunciado en empleo y oportunidades de ingresos, 

perspectivas educativas o la capacidad de ahorro, a menudo trae aparejada 

una fuerte insatisfacción social (Graham, 2017). Este malestar se debe a una 

de las características principales de la clase media, que es que tiende a 

priorizar la consolidación de capital económico, cultural y social. A su vez, 

las estrategias que buscan maximizar la adquisición de capital, con frecuen-

cia resultan en conductas irracionales, conservadoras, de aversión a las 

pérdidas (Bourdieu, 1984). Asimismo y contrariamente a lo que sucede en 

la mayoría de las democracias avanzadas caracterizadas por un estado de 

bienestar (welfare state), los grupos de ingresos medios de las economías 

emergentes deben enfrentar desafíos organizativos, sociales y económicos 

que les impiden desempeñar un rol transformador positivo, pero puede 

favorecer un rol negativo (Wietzke y Sumner, 2014). 

Estos desafíos se agravan por los sesgos de corto plazo a través de los 

que el electorado genera incentivos para que los políticos prioricen las 

gratificaciones de corto plazo por sobre costosas medidas de mediano y 

largo plazo, aún si estas últimas resultan esenciales. Efectivamente, estas se 

vuelven costosas políticamente. Muchos economistas enmarcan a la proble-

mática de las políticas climáticas dentro de estos términos. Al centrarse en la 

adaptación y respuesta a las consecuencias visibles del cambio climático, el 

objetivo consiste en mostrar que el clima puede ser abordado en ventanas 

de corto plazo, que se alinean con los incentivos políticos. Lo mismo sucede 

con muchas políticas de mitigación. Por ejemplo, mejorar la calidad de vida 

urbana a través del transporte público también resulta en una reducción de 

las emisiones de GEI.

PREFERENCIAS POLÍTICAS DE LA CLASE MEDIA
Basados en los resultados de la WVS-6, Penfold y Rodriguez (2014) 

argumentan que las preferencias más estadísticamente significativas de 

pertenencia de la autodenominada “clase media” son el acceso a educa-

ción superior, aumento en los ingresos y la capacidad de ahorrar. Por lejos, 
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el indicador estadísticamente más significativo es la capacidad de generar 

ahorros, que, en una base anual, aumentan el sentido de pertenencia de 

la clase media en un 15,8%. El rol de la educación es tan elevado como en 

Europa Occidental: el acceso a la educación superior es una característica 

que define a la clase media (Lopez Calva & Ortiz Juarez, 2011). 

El éxito en la ejecución de cualquier política climática exige una comprensión 

profunda de estos factores de autopercepción. Más aún, requiere una comu-

nicación efectiva para poder explicar la manera en que las políticas climáticas 

contribuirán a mejorar la situación de la clase media mientras generan 

beneficios al bienestar en el corto plazo para el ciudadano que califica como 

mediano según el teorema del elector mediano (Downs, 1957). También se re-

quiere un enfoque exhaustivo para abordar las consecuencias de los shocks 

climáticos sobre los ingresos y consumos familiares. Investigaciones regiona-

les y de nivel macro han analizado algunos de estos efectos. Sin embargo, 

los países en la región presentan una gran variabilidad en términos de dispo-

nibilidad de informes relevantes nacionales y subnacionales sobre los shocks 

climáticos y las diferencias en ingresos familiares. Si bien las organizaciones 

intergubernamentales (IGOs) y las instituciones financieras internaciona-

les (IFIs) a menudo desempeñan un rol clave en conducir y divulgar estos 

estudios, aún es una tarea pendiente para 

los ministerios de finanzas y de planifica-

ción, así como para los bancos centrales. 

Colombia y Jamaica constituyen buenos 

ejemplos, entre otros, de países que cuen-

tan con unidades dedicadas al desarrollo 

sostenible y al cambio climático dentro de 

los ministerios de finanzas, para garanti-

zar que se comprendan profundamente 

los riesgos climáticos y sus implicaciones 

políticas.57 Esfuerzos recientes en Uruguay 

confirman esta tendencia. 

Loayza, Rigolini y Llorente (2012) sugieren 

que la creciente clase media en América 

Latina y el Caribe necesita de cada 

vez más políticas relacionadas con la 

educación, protección social y salud. De 

manera similar, Penfold y Rodriguez (2014) 

destacan las aspiraciones de la clase 

media en términos de bienes públicos, 

incluyendo a las políticas ambientales y 

climáticas (Kohut et al., 2009). Encuestas 

recientes del Foro Económico Mundial 

(FEM) sobre los contenidos de paquetes 

57 Jamaica posee una unidad dedicada al clima en la oficina del Primer Ministro, dentro del Ministerio de Crecimiento Económico y 
Creación de Empleos. El Ministerio de Hacienda y Crédito Público de Colombia también posee una unidad dedicada al clima.

CUADRO 12 
Un Nuevo Enfoque para la Integración de la 
Biodiversidad a Nivel Local 

El Programa Biodiverciudades, liderado por Colombia, 
encabezado por la ciudad de Barranquilla, ofrece un 
pantallazo de posibles soluciones políticas concretas que 
ayuden a abordar los imperativos ambientales y políticos. 
De hecho, el programa, que apunta a ser replicado en todo 
el país, busca a conectar los centros urbanos, periurbanos 
y rurales que conforman un centro poblacional regional, 
y a la vez promover la protección del capital natural y la 
biodiversidad, haciendo hincapié en empleo, desarrollo 
económico y mejor calidad de vida. Esto también requiere 
de políticas de planificación urbanas y económicas efec-
tivas. Arrojar los resultados de esta ambiciosa iniciativa 
exigirá la integración vertical de responsables políticos 
municipales, a nivel de los departamentos y nacionales, 
como también de actores públicos y privados. Lo más 
importante es que las perspectivas de planificación 
requieren el involucramiento de aquellos encargados 
del presupuesto. Aquí nuevamente se vuelve central el 
rol que pueden cumplir las instituciones multilaterales 
de desarrollo en otorgar bienes públicos regionales para 
garantizar la efectiva divulgación de conocimiento y prác-
ticas relevantes que ayuden a avanzar esta agenda.
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de estímulos de recuperación post-Covid también apoyan una recuperación 

verde, pero esta tendencia disminuye cuando las preguntas apuntan a con-

dicionamientos climáticos específicos vinculados a tales paquetes (IPSOS 

Global Advisor, 2020). 

En este contexto, el nuevo camino a seguir por los responsables políticos 

sería formular políticas de resiliencia climática acordes al Acuerdo de París, 

que ayuden a consolidar a la clase media, preservan-

do su estado económico y sumando más personas 

que se encuentran en situación de vulnerabilidad a 

la clase media consolidada. Se debe investigar más 

para identificar las áreas en que esto es viable, pero 

mejores políticas urbanas es un área en el que las 

políticas climáticas y una calidad de vida superior 

son posibles. Mientras que las políticas ambienta-

les y los valores post-materialistas se encuentran 

entre las preocupaciones principales de la clase 

media, permanece la duda de si una amplia mayoría 

uniforme del electorado tiene predilección por las 

políticas climáticas, en particular aquellas alineadas 

con el Acuerdo de París. Resultados electorales y 

plataformas políticas recientes a nivel urbano pare-

cen confirmar las preferencias de este grupo. En las 

mayores áreas metropolitanas de América Latina y 

el Caribe, las plataformas políticas del partido verde 

están siendo adoptadas por exitosos candidatos po-

líticos, incluso intendentes. Estas tendencias se ven 

reflejadas en la iniciativa del C40, que es una red 

de las mayores metrópolis del mundo para abordar 

el cambio climático. El apoyo de América Latina y 

sus intendentes a la iniciativa refleja las prioridades 

políticas del electorado urbano a la hora de elegir a 

sus representantes (ver Figura 10.2). Desarrollar las 

políticas urbanas para mejorar los estándares de vida 

es una de las prioridades para integrar las políticas 

de clima y biodiversidad. En este marco, los resulta-

dos climáticos y ambientales deben ser explicados 

al electorado local como beneficios secundarios 

positivos de programas que apuntan a atender sus 

preocupaciones relacionadas tanto a sus rutinas co-

tidianas como a sus preocupaciones de corto plazo. 

En este caso, la adopción de soluciones basadas en 

la naturaleza, así como las prácticas sostenibles de 

gestión del paisaje, serán clave para establecer la 

capacidad y ayudar a que los responsables políticos 

comprendan las relaciones entre políticas climáticas 

y de biodiversidad.

CUADRO 13 
Promoviendo las Conductas 
Ambientalmente Responsables 

En comparación con sus pares de Europa 
Occidental, la clase media de América Latina 
y el Caribe es más proclive a adoptar con-
ductas proteccionistas y tiende a priorizar la 
recuperación económica por sobre el cuida-
do del medio ambiente. Un resumen de las 
preguntas disponibles de encuestas revela 
una interesante tendencia en Colombia. 
Cuando se les preguntó a los participantes 
si las políticas de cambio climático deberían 
colocarse en el centro de los programas 
estatales, un 87% respondió de manera 
afirmativa, muy por encima del promedio 
mundial de 68% (Chile y Perú también 
tuvieron respuestas afirmativas muy sobre 
la media, 83% y 82%, respectivamente). 
Cuando se les preguntó si estarían dispues-
tos a adoptar medidas de ahorro energético 
como la instalación de aislación térmica o 
generar cambios en sus conductas, como 
apagar las luces, solamente el 45% respon-
dió que sí (contra un promedio mundial del 
50%). En líneas generales, la información 
disponible proveniente de las encuestas 
muestra que los países de América Latina 
y el Caribe se muestran abiertos a alterar 
sus conductas y tomar acciones para hacer 
frente a ciertos desafíos ambientales antes 
que otros. En el caso de la conservación de 
agua, por ejemplo, los participantes no solo 
respondieron de manera favorable, sino 
que se situaron levemente por encima del 
promedio mundial cuando se les preguntó 
si estarían dispuestos a adoptar medidas 
costosas para reducir el consumo doméstico 
de agua. Esto puede deberse a la conciencia 
social y campañas de concientización, cen-
tradas en la escasez de agua, que en América 
Latina y el Caribe preceden incluso incluso 
a la emergencia de las políticas climáticas 
como tales.
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Más que en otras regiones, según el WVS-6, la clase media de América 

Latina es moderada en sus perspectivas políticas y defiende los enfoques 

que percibe como más apolíticos o “centristas”. También se destaca por 

adoptar valores y aspiraciones post-materiales como la conservación del me-

dio ambiente, especialmente en Argentina, Brasil, Chile, Colombia, México y 

Uruguay. La falta de información en los países del Caribe, que se encuentran 

entre los más vulnerables del mundo, constituye una seria limitación a estas 

conclusiones, y se debe estudiar.

En conclusión, las clases medias parecen estar a favor de las soluciones 

políticas climáticas si se realiza previamente suficiente educación y di-

vulgación. Sin embargo, para que las iniciativas sean exitosas, se deben 

identificar y compensar a aquellos que puedan ser afectados de manera 

negativa por las políticas climáticas. Esto es fundamental, teniendo en 

cuenta los grupos organizados y concentrados que pueden verse impacta-

dos negativamente como consecuencia de determinados tipos de acciones 

políticas. Si bien puede llevar una cantidad considerable de tiempo, la 

concientización cumple un rol esencial en relación con las políticas ambien-

tales y debe llamar la atención sobre las maneras en que la clase media 

es particularmente vulnerable a las consecuencias adversas del cambio 

climático. También es necesario estudiar con mayor definición las dinámicas 

existentes y que definen la confianza del electorado hacia con los tomado-

res de decisión y las instituciones públicas en general. 

ENFRENTANDO LOS DESAFÍOS DE LA REGIÓN 
Los países de América Latina y el Caribe enfrentan cuatro desafíos simul-

táneos. El primero es su vulnerabilidad social, caracterizada por empleos 

de baja calidad, poca protección social, elevados niveles de informalidad y 

mucha volatilidad de ingresos. Estos factores ponen a los elementos más 

vulnerables de la clase media en riesgo de volver a caer en la pobreza. 

Asimismo, la región contiene 8 de los 20 países con mayor desigualdad 

del mundo. En la mayoría de los países, la cuota de la economía destinada 

a ingresos se mantiene debajo de los índices históricos de las décadas 

de 1960 y 1970 (Dini & Stumpo, 2018). Más allá de estos países de extrema 

vulnerabilidad, el cambio climático está afectando la vulnerabilidad social en 

toda la región, exacerbándola a niveles insostenibles que pueden, cada vez 

más, resultar en estallidos sociales.

El segundo desafío es institucional: el estado no puede responder de 

manera efectiva a las crecientes aspiraciones y demandas sociales. Los go-

biernos debilitados son una consecuencia de este desafío, como también 

lo son la falta de confianza y la imposibilidad de diseñar y cumplir promesas 
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de corto plazo que mejoren la calidad de vida. La población híper urbaniza-

da de América Latina y el Caribe es especialmente sensible a estos temas, 

pero los responsables políticos no pueden permitirse ignorar la población 

rural de la región, donde la pobreza y estos desafíos institucionales son aún 

más pronunciados.

El tercer desafío es la poca productividad, que se debe tanto a una es-

tructura de exportaciones concentrada en el sector primario, incluyendo el 

extractivo, y graves barreras a la competitividad de los mayores motores 

de crecimiento. Las consecuencias del clima en una red de infraestructura 

insuficiente y vulnerable afectan al potencial de exportación de la región 

de manera considerable. La ausencia de inversiones en investigación e 

innovación que puedan mejorar la competitividad del sector agroindustrial y 

a la vez reducir su huella de carbono, ilustran los peligros de la escasez de 

fondos que sufre la región.

Por último, y más pertinente a este informe, el desafío ambiental que 

enfrenta la región es la necesidad de que crezcan economías que hasta 

el momento han dependido de las fuentes fósiles, y en las que el cambio 

climático puede afectar la disponibilidad de recursos fundamentales para la 

generación eléctrica, como el agua.

Además de estos cuatro desafíos estructurales, la pandemia de Covid-19 

y sus consecuencias representan una gran amenaza al desarrollo social y 

económico de las décadas recientes. Mientras tanto, sus efectos sobre el 

cambio climático solo aumentarán en los próximos años. Ignorar lo prime-

ro y fallar en actuar sobre lo segundo, compromete el éxito de cualquier 

otra agenda. Si bien es difícil hacer proyecciones, las cascadas de puntos 

de inflexión que resultan de la interacción de los shocks climáticos con la 

pérdida de biodiversidad pueden afectar hasta el 90% del PIB. Formuladas 

como en Europa o en EEUU, las respuestas políticas al Covid deben estar 

motivadas por preocupaciones de sostenibilidad ambiental para evitar otra 

década perdida.

El cambio climático no constituye un problema únicamente ambiental: ame-

naza a los factores clave de crecimiento de la región. Algunos ministerios 

de planificación y finanzas en la región comprenden esto. Los responsables 

de formular políticas deben aprender a incorporar la amenaza de los shocks 

climáticos físicos en sus decisiones. Las nuevas herramientas políticas 

permiten que se hagan proyecciones con esta complejidad. El FMI enfatiza 

este punto a través de su decisión de incluir la evaluación de políticas cli-

máticas nacionales como parte de sus evaluaciones económicas periódicas 

de cada país, también conocidas como consultas del Artículo IV.

La acción climática exitosa requiere un enfoque doble. Desde una perspec-

tiva vertical de arriba hacia abajo, los ministerios de finanzas y planificación 

deben estar fuertemente involucrados y generar su propia capacidad para 

transformar las NDC en instrumentos efectivos de planificación y asignación 

presupuestaria. La acción climática debe concebirse como un ejercicio de 
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optimización de la asignación de los recursos, desde subsidios ineficientes 

a inversiones resilientes y sostenibles. La descarbonización generará más 

empleo de los que destruirá, pero esto exige la existencia de mecanismos 

compensatorios que garanticen que nadie quede fuera. La generación de 

capacidad en los ministerios de finanzas y bancos centrales para compren-

der estos asuntos es tan importante como el desarrollo de capacidad de las 

oficinas de deuda pública para generar novedosos instrumentos financieros, 

como bonos verdes o de desarrollo sostenible. Dado el espacio fiscal redu-

cido, mejorar la calidad del gasto público no es un desafío motivado por el 

clima. Sin embargo, no considerar el cambio climático resultará en elefan-

tes blancos o inversiones improductivas en factores de crecimiento como 

infraestructura resiliente no climática, o lo que es peor, activos varados.

Un enfoque exitoso de abajo hacia arriba debe hacer hincapié en la imple-

mentación a nivel local, donde la confianza en las instituciones y el capital 

político son necesarios para las reformas políticas. Los centros urbanos y 

gobiernos subnacionales reúnen a los electorados clave que sufren los 

efectos del cambio climático. Existen resultados inmediatos que generan 

capital político mientras que contribuyen a los esfuerzos alineados con el 

Acuerdo de París. Los responsables políticos deben enfocarse en solucio-

nes políticas específicas que mejoren la vida cotidiana, entre las que se 

incluyen mejorar calidad de aire, generar más infraestructura de gestión de 

residuos y mejorar el transporte masivo. Estas medidas no serán suficientes 

para alcanzar la meta de cero emisiones netas para el año 2050, pero ayu-

darán a dar lugar al crecimiento económico y reducirán, a tiempo, el costo 

de otras reformas necesarias.

Un enfoque novedoso y puntual debe esforzarse por integrar a los 

ciudadanos más pobres, vulnerables, y generalmente, más aislados geográ-

ficamente. La brecha entre la población rural y la urbana sigue creciendo y 

producirá usos de la tierra negativos si no se la atiende. Las experiencias 

mundiales recientes destacan los riesgos de ignorar a los ciudadanos 

aislados o empobrecidos, ya que esto puede resultar en la aparición de 

tendencias populistas que debilitan los marcos de gobernanza y vuelven 

aún más costosas a las reformas. Alcanzar los objetivos del Pacto de Leticia 

ayudará a responder a algunas de estas problemáticas pero en otros casos, 

serán necesarias inversiones en infraestructura digital y física adicionales 

para mejorar la integración de la población rural pobre y marginalizada.58  

Muchos de los temas incluidos en este informe utilizan enfoques compara-

tivos para compensar la falta de conocimiento existente en la región. Estas 

brechas de información no deberían constituir un impedimento para actuar. 

Una mayor capacidad para estudiar el clima dentro de los departamentos 

de investigación de los bancos centrales o de las unidades macroeconómi-

cas de los ministerios de finanzas, puede ayudar a atender estos asuntos. 

Entre estos temas de investigación se encuentran: (i) una mayor coherencia 

58 El Pacto de Leticia es un tratado firmado por siete países del Amazonas para proteger la selva.
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y alineación entre la planificación económica, asignación del presupuesto, 

y (iii) el rol de los obstáculos existentes por reforzar los mecanismos de 

seguros.

La comunidad internacional ha establecido una hoja de ruta para cumplir 

los objetivos del Acuerdo de París. A pesar de que las economías emer-

gentes de la región pueden no incluir a los países con mayor cantidad 

de emisiones en el mundo, están comprometidas con la acción. Más aun, 

cuentan con incentivos políticos y económicos locales para actuar. Para 

alcanzar estas metas, se han creado nuevos instrumentos para orientar 

las políticas: las NDC y LTS. Si el desafío es volverlos operativos como 

instrumentos de una planificación efectiva, una condición para su éxito 

consistirá en integrar las consideraciones climáticas en la asignación del 

presupuesto, así como canalizar fondos privados hacia resultados motiva-

dos por la sostenibilidad. La participación y liderazgo de los ministerios de 

finanzas y planificación es fundamental para su éxito. Las IFI y los BMD en 

particular, tienen un rol clave que cumplir en la asistencia a estos minis-

terios. Los actuales debates sobre reposición del capital también ofrecen 

una plataforma adecuada para comprender más profundamente la manera 

en que instituciones como el BID pueden ayudar a los países a ejecutar 

sus planes de recuperación y salvaguardar sus logros de desarrollo para 

futuras generaciones.
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ANEXO I
POLÍTICA AMBIENTAL: 
UNA PERSPECTIVA HISTÓRICA

El surgimiento de las Políticas Ambientales Nacionales 
Modernas 

Durante la década de 1950 surgieron algunos esfuerzos de políticas am-

bientales aisladas y dispersas en algunos países avanzados. En respuesta a 

la Gran Bruma (smog) de 1952 en Londres, el Parlamento británico esta-

bleció el Beaver Committee, que investigó en 1954, los costos sociales y 

económicos de la contaminación del aire. Las recomendaciones del comité 

generaron importantes y concentradas pérdidas financieras a determinados 

actores económicos, lo que dio nacimiento a los primeros esfuerzos de 

cabildeo (lobbying) contra lo que se daría en llamar, “políticas climáticas”. 

En 1956, el Reino Unido aprobó la Ley de Aire Limpio en respuesta a las 

preocupaciones por la contaminación. En 1955, Estados Unidos también 

esbozó legislación a través del Acta para el Control de la Contaminación 

del Aire (APCA). Si bien no es una política regulatoria, el APCA ayudó a 

reunir suficiente evidencia pública sobre los costos humanos y sociales de 

la contaminación del aire para justificar una respuesta política. En 1963 se 

decretaron los controles federales sobre la contaminación, integrándolos en 

la ley de alcance nacional Acta de Aire Limpio de Estados Unidos.

En 1968, el Parlamento británico aprobó la segunda Ley de Aire Limpio.59 En 

respuesta a una solicitud del Presidente de Estados Unidos, Richard Nixon, 

el Congreso preparó el Acta de Política Nacional del Medio Ambiente, de 

1969, con el fin de establecer una Carta Magna para la política ambiental 

que dio lugar a la creación de la Agencia de Protección Ambiental (EPA) en 

1970. Así concluyó un debate iniciado en 1967 sobre la necesidad de un 

marco político ambiental nacional unificado.

Surgimiento del Régimen Ambiental Internacional 

El surgimiento de un régimen ambiental internacional se demoró hasta la 

Conferencia de Estocolmo de 1972 sobre el Medio Humano. En 1969, el 

Secretario General de las Naciones Unidas había sentado las bases de una 

agenda de desarrollo sostenible, enfatizando la necesidad de supervisar 

la actividad humana y su impacto ambiental (U Thant, 1969). Este primer 

enfoque fue complementado en junio de 1971 por el seminario Founex, 

que reunió a economistas internacionales de todo el mundo para producir 

59 Mientras que el Reino Unido redactó legislación ambiental consecuente, no surgió un marco normativo cohesivo 
único hasta la Ley de Aire Limpio de 1993. Esta demora refleja mayormente las prácticas constitucionales y 
legislativas del país, más que una falta de interés en la política ambiental.
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la primera serie de observaciones y recomendaciones que vincularon el 

desarrollo económico y el medio ambiente (Informe Founex sobre el Medio 

Ambiente y el Desarrollo, 1972). Más aun, el Informe Founex fue instrumental 

para el éxito de la Conferencia de Estocolmo de 1972 (Manulak, 2017). De 

hecho, el seminario y el informe ayudaron a identificar políticas fundamen-

tales y diferencias conceptuales, separando a los países desarrollados de 

aquellos en desarrollo. Peter B. Stone, un miembro de la Secretaría de la 

Conferencia, expresó que el informe del panel de Founex “surgió como un 

documento diplomático económico apenas comprensible, pero eventual-

mente adoptó el rol de una versión autorizada de la Biblia” (Stone, 1973, p. 

102). Efectivamente, cuatro años de intensas negociaciones precedieron a la 

publicación del Informe de Founex en la Conferencia de Estocolmo de junio 

de 1972. 

Entre los principales hallazgos del informe se encuentran 26 principios 

relacionados al medioambiente y el desarrollo, y la decisión de establecer 

formalmente el Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente 

(PNUMA). Al contrario de las prácticas actuales de la ONU, únicamente dos 

jefes de estado intervinieron en Estocolmo, el del país anfitrión e Indira 

Gandhi quien, en nombre de los países en desarrollo, reafirmó la necesidad 

e intento de conciliar el crecimiento económico, el alivio de la pobreza y 

la política ambiental (Venkat, 2017). Esta primera conferencia del régimen 

ambiental internacional introdujo uno de los asuntos recurrentes en la diplo-

macia y política ambiental multilateral: la necesidad de negociar un enfoque 

inclusivo entre los países desarrollados y aquellos en desarrollo.

La mayoría de los países del Pacto de Varsovia no participó en Estocolmo 

porque la República Democrática de Alemania no fue invitada. Asimismo, 

China politizó la cumbre con motivo de la Guerra de Vietnam (Sterling, 1972). 

Lo que es más importante, los países en desarrollo aceptaron la creación de 

PNUMA “más porque reconocía al Hemisferio Sur, estableciendo su sede 

central en Nairobi, que porque los países en desarrollo consideraran que su 

agenda ambiental y preocupaciones fueran de interés real. El móvil principal 

de los países en desarrollo fue (y sigue siendo hasta cierto punto) alcanzar 

los niveles de los poderes económicos más avanzados” (Najam, 2005).

No obstante, lo que surgió de Estocolmo fue un régimen internacional 

enfocado únicamente en el medio ambiente, lo que se tradujo en acciones 

políticas en ciertos países. En 1973, la Comunidad Económica Europea (CEE) 

decretó la primera política ambiental europea.

Los Resultados de Río: Política Ambiental 
y Climática en la Región

Veinte años más tarde, la Conferencia de Río de 1992 tuvo un impacto 

significativo sobre la formulación de política ambiental en América Latina. 

La Conferencia de Río fue la mayor del mundo hasta ese momento: par-

ticiparon 179 países y 110 jefes de estado. Aproximadamente 2.400 ONG 
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participaron en calidad de observadores, y más de 17.000 participaron de 

un foro paralelo de ONG. Su participación masiva reflejó la evolución del 

régimen ambiental internacional, desde un foro motivado por políticas a una 

serie de foros más inclusivos y deliberativos que reunió a una variedad de 

actores. Río también estableció la piedra angular para el régimen de cambio 

climático internacional.

Pero Río también tuvo sus límites. No solamente falló en incluir al sector 

privado, sino que también abordó de manera insuficiente algunos asuntos 

de gobernanza críticos de la ONU, incluyendo la estructura de una arqui-

tectura ambiental internacional claramente definida. Por lo tanto, algunas de 

las mismas dinámicas que surgieron en Estocolmo fueron institucionalizadas 

de facto en el régimen ambiental internacional e implícitamente aceptaron 

el régimen climático internacional. La ONU se convirtió en un foro interna-

cional para debatir el dilema de alcanzar un desarrollo económico y social 

y a la vez abordar lo que en el momento se consideraba un paradigma 

más costoso e ineficiente. A pesar de estar siempre presente, este asunto 

no sería abordado por completo hasta que la Comisión Bruntdland definió 

en 1987 el desarrollo sostenible como el “desarrollo que responde a las 

necesidades del presente sin comprometer la capacidad de las generacio-

nes futuras de cubrir sus propias necesidades” (Comisión Mundial sobre el 

Medio Ambiente y el Desarrollo, 1987). 

Basándose en el caso de México, el cumplimiento de este régimen am-

biental internacional dependía ampliamente, hasta hace poco (y en cierto 

grado, hasta la actualidad) de la alineación de los objetivos del régimen 

con las prioridades de las políticas nacionales (Meirovich, 2014). Esto no 

significa que el régimen internacional no tenga influencia sobre las políticas 

nacionales: el Panel Intergubernamental sobre el Cambio Climático de las 

Naciones Unidas (IPCC), creado en 1988, aún cumple un rol fundamental. No 

solo genera recomendaciones políticas basadas en evidencia internacio-

nal, sino que también refuerza la capacidad de los países, informando a los 

responsables de formular políticas sobre el estado de la ciencia climática y 

relacionándola a sus propias áreas geográficas. El liderazgo internacional 

de actores influyentes en el cumplimiento del régimen también es clave, 

como deja en evidencia el liderazgo de Estados Unidos. En la década de 

1980, el entonces Presidente Reagan y su Vicepresidente George H.W. Bush 

intervinieron sobre el agotamiento del ozono, resistiendo la oposición que 

había en el Gabinete y en el Congreso a actuar sobre el cambio climático 

e implementar el Protocolo de Montreal. En 1992, el residente George H.W. 

Bush, firmó la adhesión de Estados Unidos a la Convención Marco de las 

Naciones Unidas sobre el Cambio Climático (CMNUCC). El consenso polí-

tico interno sobre las políticas nacionales ambientales de Estados Unidos 

comenzó a decaer con el Protocolo de Kioto (Wampler, 2015). Un espe-

rado regreso a una posición de liderazgo por parte de la administración 

del Presidente Biden sin dudas enviará un fuerte mensaje, como lo hizo la 

cooperación climática de buena fe entre Estados Unidos y China durante 
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el mandato del Presidente Obama. Sin embargo, la implementación sigue 

siendo un problema local. En los países en desarrollo, el rol de financia-

miento internacional concesional y de donaciones, que surgió directamente 

del régimen climático internacional, también desempeñó, y desempeña, 

un rol significativo en facilitar el apoyo nacional a la agenda internacional 

(Meirovich, 2014). 

En América Latina, el surgimiento de marcos de política ambiental exhausti-

vos llevó más de 20 años. Recién a fines de la década de 1980 y comienzos 

de la de 1990 empezó la región a adherirse al régimen internacional, 

ratificando los marcos integrales establecidos por instituciones dedicadas, 

así como marcos para la legislación ambiental (Guerra Cepeda, 1998).60 En 

algunos casos, las agencias ambientales al nivel del gabinete y mandatos 

ministeriales, complementaron la adhesión. El seguimiento de los principios 

de la Conferencia de Río y el régimen ambiental, reflejaron nuevas conside-

raciones sociales y locales, que condujeron al surgimiento de las políticas 

ambientales. Si bien la Conferencia de Río ayudó a enmarcar a las políticas 

regionales, otros factores locales, como la consolidación de los regímenes 

demócratas liberales en toda la región, también cumplieron un rol conside-

rable (Mumme & Korzetz, 1997). 

Al adoptar los modelos de establecimiento de políticas ambientales de los 

países avanzados, los responsables políticos de América Latina y el Caribe 

adoptaron de manera integral un mandato que aceptaba las normativas 

pero que ignoraba mayormente las problemáticas de desarrollo. Esta 

transposición directa fue relevante ya que, a nivel internacional, llevó al 

estancamiento de las negociaciones. A nivel nacional, dio lugar a que ins-

tituciones nuevas y débiles se tuvieran que enfrentar a actores poderosos, 

bien establecidos. Los ministerios de medio ambiente tuvieron que competir 

con otras agencias estatales en lugar de gozar de incentivos institucionales 

para la coordinación y colaboración. Esta competencia constituye, hasta 

cierto punto, el desafío detrás de la implementación total de los compromi-

sos del Acuerdo de París. Afortunadamente, estos primeros esfuerzos y sus 

carencias han sido identificados por la mayoría de los actores de la región, 

quienes han adoptado, o están adoptando, nuevos enfoques para el esta-

blecimiento de políticas.

Los Logros del Acuerdo de París

A diferencia de sus predecesores, la XXI Conferencia de las Partes de la 

CMNUCC que se celebró en París en diciembre de 2015 (COP21) concluyó 

en un gran acuerdo para limitar las emisiones de carbono y brindar apoyo 

financiero para que los países sean capaces de cumplir sus contribucio-

nes determinadas. El Acuerdo de París entró en vigencia y se volvió ley 

internacional el 4 de noviembre de 2016. Todos los países que ratificaron 

el acuerdo quedan vinculados a sus términos. A pesar de ser vinculante, el 

60 El caso de Venezuela con la Sociedad Conservacionista Aragua es independiente y amerita un análisis más 
profundo.
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éxito del Acuerdo de París no se basó en un mecanismo de cumplimiento 

tradicional. Por el contrario, su triunfo se basa en haber desplazado las 

negociaciones desde el lugar de estancamiento de países desarrollados 

versus países en desarrollo en el que se encontraban, hacia una agenda 

positiva más constructiva, caracterizada por la voluntariedad de los com-

promisos que se renuevan cada cinco años en las NDC, y que deben ser 

cada vez más ambiciosos en sus objetivos de control climático, con cada 

contribución (Streck et al.,  2016). Hasta mayo de 2020, un total de 194 

países había firmado el acuerdo y 188 lo habían ratificado, intensificando la 

obligación de cumplir los objetivos a los que se han comprometido.

El Verdadero Desafío: la Implementación

Esta innovadora solución destaca el doble desafío de implementar el 

Acuerdo de París: no solo debe cada país formular NDC cada vez más 

ambiciosas, sino que además deben actuar a nivel nacional para cumplir 

efectivamente con los compromisos asumidos. La primera dimensión su-

braya la debilidad internacional del acuerdo: los compromisos de la primera 

iteración de NDC no satisfacen los objetivos. Hasta diciembre de 2019, el 

Climate Action Tracker había determinado que, de implementarse por com-

pleto los compromisos, la temperatura del planeta se elevaría entre 2.5°C 

y 2.8°C, cuando el mandato llama a limitar el aumento promedio a 2.0°C, 

apuntando a que no supere un incremento de 1.5°C. La segunda dimensión 

ilustra el desafío principal del Acuerdo de París: la implementación nacional. 

En el caso de que los países implementaran por completo sus planes y 

alcanzaran sus metas nacionales, la temperatura media aumentaría entre 

2.8°C y 3.2°C, lo que se encuentra muy por encima del compromiso del 

Acuerdo de París de estabilizar las emisiones en un nivel que garantizaría 

un aumento máximo de 2.0°C (PNUMA, 2019a; Climate Analytics & New 

Climate Institute, 2020b). De todas maneras, la mayoría de los países de 

América Latina y el Caribe se ha comprometido a esfuerzos que limitarían la 

elevación de la temperatura media a 1.5°C.

Enfrentar esta limitación del Acuerdo de París es posible con metas climá-

ticas cada vez más ambiciosas, pero exigirá potentes señales de todas las 

partes involucradas. El caso de Estados Unidos es particularmente relevan-

te. El compromiso activo de Estados Unidos entre 2016 y 2020 puso en 

duda la efectividad del Acuerdo. No obstante, la mayoría de los firmantes 

manifestó su cometido de seguir adelante con el Acuerdo. Y lo que es 

más significativo, muchas ciudades y estados expresaron su voluntad de 

atenerse al cumplimiento de los objetivos del Acuerdo de París. Aun así, 

el régimen climático internacional ha sufrido en el pasado ante la ausencia 

de participación de Estados Unidos. El protocolo de Kioto constituye un 

perfecto ejemplo.

En última instancia, el liderazgo de Estados Unidos en el régimen climático 

internacional, directo o indirecto, es sin dudas positivo. Pero el verdadero 
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desafío se encuentra en la implementación de los compromisos de los 

países participantes. Dado que muchas ciudades y estados han seguido 

implementando políticas alineadas con París, podría argumentarse que 

Estados Unidos cumple con el Acuerdo de París más que otros países que 

envían ambiciosas NDC pero que luego fallan en su implementación. Más 

allá del objetivo del acuerdo de estabilizar el aumento de la temperatura, 

la implementación de las NDC puede evaluarse en tres dimensiones de 

políticas fundamentales para el marco del Acuerdo de París: transparencia, 

implementación y coherencia (Pauw & Klein, 2020).

Transparencia

Es posible que la transparencia sea la más sencilla de las tres dimensiones 

a tener en cuenta. El Acuerdo de París exige la total transparencia en las 

medidas y acciones a emplear para alcanzar los compromisos nacionales. Si 

bien la transparencia es fundamental para garantizar el cumplimiento, dada 

la debilidad de los mecanismos de cumplimiento del Acuerdo, es aún más 

relevante desde una perspectiva de buena gobernanza. La transparencia 

sobre las emisiones es clave por muchos motivos, incluyendo la rendición 

de cuentas, pero también en relación con la salud nacional, como en el caso 

de los contaminantes climáticos de corta vida. La rendición de cuentas sobre 

las emisiones se ha vuelto aún más importante en la actualidad, conforme la 

sociedad civil demanda más acciones climáticas a sus gobernantes.

La transparencia financiera de las medidas implementadas para la acción 

climática es otro ángulo que ofrece múltiples ventajas. Lo más importante 

es que les permite a los ministerios de finanzas monitorear y evaluar el des-

empeño de las inversiones públicas y la manera en que afectan/resisten las 

consecuencias del cambio climático, mejorando así el gasto público. Invertir 

en infraestructura tradicional implica menores retornos sobre las inversio-

nes. La infraestructura que no es resiliente al clima se convierte en un gasto 

público ineficiente. Sin embargo, la transparencia climática también posee 

sus desafíos. Los países deben desarrollar y/o actualizar sus sistemas de 

gestión financiera para poder definir, contabilizar y realizar el seguimiento 

de gastos climáticos. Existen múltiples esfuerzos a nivel internacional para 

desarrollar enfoques homologados. Lo más importante para que prosperen 

estos esfuerzos internacionales es desarrollar la capacidad nacional de 

monitoreo e integrarla a los sistemas financieros existentes. Mientras que 

las instituciones ambientales pueden brindar información a otras institucio-

nes nacionales y subnacionales para reportar emisiones para un marco de 

transparencia, no pueden apoyar la transparencia financiera. Esto último les 

corresponde a los ministerios de finanzas o economía (ver Figura A.1).

Implementación 
La implementación presenta desafíos similares. En términos de acuerdos 

institucionales que favorecen o entorpecen el logro de los objetivos del 

Acuerdo de París, las NDC constituyen instrumentos de planificación de 
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facto cuyo objetivo es guiar los procesos productivos hacia un camino de crecimiento 

económico bajo en carbono. La primera iteración de los NDC fue preparada rápida-

mente, sin la participación de todos los sectores relevantes, la sociedad civil o el sector 

privado. Las NDC fueron presentadas en París mayormente por ministerios de medio 

ambiente y en algunos casos, de relaciones exteriores. La no incorporación de los 

ministerios de hacienda y planificación dió lugar a una apropiación limitada de los docu-

mentos, que efectivamente impidió su implementación.

Coherencia entre Políticas

La tercera dimensión, la coherencia, constituye una gran oportunidad para las políticas 

climáticas. De hecho, la coherencia política para la implementación de NDC ofrece 

soluciones a los desafíos previos. Integrar las NDC a los procesos de planificación exis-

tentes y solidificados o en los ejercicios de asignación presupuestaria, es el enfoque 

correcto. La coherencia entre políticas climáticas también debe ser lo suficientemente 

flexible como para permitir que los países aborden los desafíos de perseguir objetivos 

de desarrollo sostenible más efectiva y eficientemente. Sin embargo, es importante 

considerar la cantidad de países en la región que verdaderamente adoptan e imple-

mentan marcos adecuados de planificación política.

FIGURA A.1. 

Transparencia Financiera y Herramientas Presupuestarias en la Política 
Climática para Mejorar la Calidad del Gasto Público
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FUENTE: Datos de Singh et al. (2016)
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ANEXO II
MÁS ALLÁ DE PARÍS: INTEGRANDO LAS 
AGENDAS DE CLIMA, LA BIODIVERSIDAD 
Y LOS DESASTRES NATURALES 

La coherencia entre políticas es particularmente relevante dado que las 

manifestaciones físicas del cambio climático aumentan en frecuencia e 

intensidad, y dan lugar a agendas paralelas que se superponen signifi-

cativamente con la implementación de las NDC. El Marco de Sendai para 

la Reducción del Riesgo de Desastres, que busca orientar los esfuerzos 

internacionales para la reducción de riesgos durante el período 2015–2030, 

destaca este punto. La reducción del riesgo de desastres debe englobar 

múltiples dimensiones, algunas de las cuales no se encuentran directa-

mente relacionadas con las consecuencias del cambio climático, como las 

erupciones volcánicas o los terremotos. No obstante, como reconoce el 

Informe de Evaluación Global sobre la Reducción del Riesgo de Desastres 

(GAR), las consecuencias del cambio climático cumplen un importante rol en 

este marco (UNDRR, 2019). 

La complejidad de la reducción del riesgo de desastres, independiente-

mente del tipo de desastre, requiere respuestas políticas verdaderamente 

transversales y coordinadas, lo que es intrínseco al diseño y la implemen-

tación de cualquier política climática efectiva. La necesidad de coherencia 

política entre estas dos agendas se vuelva evidente cuando se tiene en 

cuenta la vulnerabilidad climática, completamente alineada con las definicio-

nes de riesgo y exposición, tal como se las define en el Marco de Sendai. 

Esto no resulta llamativo. Las consecuencias del cambio climático son por 

naturaleza sistémicas y pueden conducir a una cascada de desastres. Los 

cambios en los patrones climáticos no solo tienen consecuencias econó-

micas sobre los rendimientos agrícolas y la pobreza rural, sino que también 

pueden agravar las deficiencias nutricionales y problemas de migración 

socioeconómica. De hecho, la superposición entre la reducción de riesgos 

de desastre y la adaptación de agendas de cambio climático ofrece la opor-

tunidad (y la necesidad) de considerar enfoques complementarios (Mercer, 

2010). Tanto la UNDRR como la CMNUCC apoyan este enfoque. El desafío 

entonces es implementar las políticas nacionales, evitar la duplicación de 

esfuerzos y, más importante aún, maximizar las políticas y provisión de servi-

cios con recursos limitados.

El Índice de Gobernabilidad y Políticas Públicas en Gestión del Riesgo de 

Desastres (iGOPP) del BID busca reforzar la capacidad de gestión del riesgo 

de desastres y de gobernanza en América Latina y el Caribe, a la vez que 

se gestionan los efectos adversos del cambio climático (Lacambra et al., 
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2015). Este índice exhaustivo, que incluye 241 indicadores, identifica las 

condiciones legales, institucionales y presupuestarias fundamentales para 

la implementación efectiva de la Gestión del Riesgo de Desastres en cada 

país. Tomando como premisa que solamente los efectos adversos medibles 

y comprensibles pueden ser mitigados a través de la planificación efectiva, 

el iGOPP cumple la función de ser un instrumento que orienta las políticas 

con el fin de generar de manera efectiva la capacidad institucional nece-

saria. La implementación de iGOPP en más de 11 países de América Latina 

y el Caribe revela un incipiente progreso y resalta las oportunidades de 

coherencia política y mandatos institucionales más robustos. Si las políticas 

de adaptación climática y las agendas de reducción del riesgo de desastres 

se solapan de manera evidente, sería posible que la agenda impulsada 

por el riesgo también se centre en desafíos de largo plazo y el abanico 

completo de intervenciones necesarias para el desarrollo de la capacidad 

de adaptación.

Otras dos agendas importantes que se superponen significativamente y 

podrían combinarse son la de asuntos oceánicos y la de biodiversidad. De 

hecho, la 25a Conferencia de las Partes de CMNUCC que se reunió en 

Madrid en diciembre de 2019 hizo hincapié en estas yuxtaposiciones y en la 

necesidad de integrar estas dos agendas.

En el caso de los océanos, la COP25 fue apodada por los organizadores 

(Chile) como la “COP azul”. Más allá de los vínculos naturales entre los 

cuerpos de agua, los ciclos de agua y la evolución climática del planeta, es 

fundamental comprender que los océanos y costas constituyen grandes 

motores de la economía global, responsables de aproximadamente US$2,5 

billones al año en servicios y productos oceánicos y/o costeros (Hoegh-

Guldberg, 2015). Esto se vuelve aún más relevante en América Latina y el 

Caribe, donde una significativa porción de la población reside en zonas 

costeras (ver Capítulo 2). Más aún, los océanos operan como los sumideros 

de calor y carbono de la Tierra. El océano ha absorbido el 93% del calor 

generado por las emisiones industriales de CO2, y capta casi el 30% del 

CO2 liberado al ambiente cada año (Gattuso et al., 2015). Los enfoques 

innovadores, como la política chilena para el desarrollo de Áreas Marítimas 

Protegidas para la captación de carbono, también pueden proteger y gene-

rar empleos relacionados con la pesca y la preservación. Si estas opciones 

cobran mayor relevancia y se desarrollan modelos de negocio adecuados, 

la complementariedad de las agendas será aún más evidente. 

Las consecuencias del cambio climático sobre el medio ambiente no solo 

afectan negativamente a la actividad humana de manera directa. Al afectar 

nuestros ecosistemas y su biodiversidad, el cambio climático exacerba las 

consecuencias sociales y económicas de la desregulación ambiental. De 

hecho, el cambio climático puede volverse el principal motor de la pér-

dida de la biodiversidad en el futuro. Como señala el Informe Dasgupta 

(Dasgupta, 2020), la ciencia está estableciendo claras correlaciones entre 

las agendas de biodiversidad y de investigación climática, a pesar de que 
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aún resta mucho por identificar y comprender desde el punto de vista de las 

políticas. No obstante, constituye una oportunidad que debe ser aprovecha-

da lo más posible por los países de América Latina y el Caribe.

En efecto, a medida que los ministerios de finanzas y de economía, y otros 

ministerios sectoriales, avanzan en su conocimiento de las contrapartes am-

bientales y empiezan a incorporar las agendas climáticas a sus respectivos 

mandatos, la coherencia entre políticas puede ayudar a (i) prevenir la com-

petencia por recursos; (ii) apalancar intervenciones y mandatos; y (iii) evitar 

que se repitan errores que den lugar al estancamiento de la implementa-

ción nacional de los marcos ambientales integrales por no tomar en cuenta 

todos los aspectos relevantes. La participación efectiva de los ministerios 

de economía y planificación, podría traducir estos conceptos en cuestiones 

normativas que estén alineadas con los correspondientes mandatos. Lo 

mismo aplica a todos los sectores que también deben involucrarse para 

integrar de manera efectiva estos aspectos.
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